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			A la memoria de Antonio Beristain, 




			profesor y jesuita, pionero y máxima autoridad en el 




			ámbito de la victimología, hombre sabio y bueno 




			que denunció con pasión y razón la equidistancia 




			entre las víctimas y quienes conculcaron los 




			derechos humanos de estas. 




			Con nuestra gratitud y nuestro cariño. 
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DEMASIADAS VOCES Y DEMASIADAS VECES 




			



			 




			La historia más reciente, la historia de la recuperación de unas instituciones democráticas y una conciencia cívica basada en el ejercicio de la libertad, ha coincidido en España con la actividad terrorista. Ningún otro lugar de Europa ha compartido nuestra desgracia de contar, al mismo tiempo, con los actos criminales. Ningún otro lugar ha estado dispuesto, desde luego, a sumar a las acciones criminales la infamia de un discurso de justificación, que convierte a los asesinos en la encarnación de una Causa. Nadie señala, en ningún otro lugar, ni siquiera en el modo atenuado en que se hace en ciertos discursos oficiales, que tales individuos expresan una realidad nacional, ni que a través de ellos se manifiesta la voluntad de un pueblo.  




			Se dirá que nadie lo dice tampoco aquí. Se dirá que la condena es unánime. Dejemos fuera de esa unanimidad a quienes nunca han rechazado la violencia. Pero ¿por qué no dejar fuera de ese consenso cívico también a quienes permiten que el terrorismo sea una deficiencia de nuestra democracia, en lugar de ser lo opuesto a la democracia? Demasiadas voces y demasiadas veces, quienes se llaman nacionalistas democráticos acompañan su condena con una inmediata reticencia por las medidas legales que se toman para evitar el desarrollo de las redes de los criminales, para expulsar de las instituciones a quienes les justifican, para evitar el insulto supremo de que sus amigos reciban un sueldo que procede de los propios bolsillos de las víctimas. Demasiadas voces y demasiadas veces, esos mismos portavoces nacionalistas acaban señalando el estado de excepción nacional en que se encuentra España, su etapa de provisionalidad constante, su existencia líquida, contingente, virtual, su carácter de mero acuerdo entre partes con un ligero parentesco histórico. Un acuerdo que es, además, tan poco satisfactorio como para dedicar un desproporcionado volumen de sus energías políticas a denunciar el simple hecho de vivir en la misma nación, de disponer del mismo marco político, de ser, en definitiva, españoles iguales en una nación de ciudadanos. Poco puede extrañarnos ese juego de condena «contextualizada», cuando la defensa del carácter onírico o forzoso de nuestra coexistencia es la razón de ser misma de fuerzas políticas que no representan a una parte de quienes habitan en España, sino que dicen ser la representación de una parte entera de territorios que no se consideran España. Poco puede sorprendernos ese fariseísmo, cuando se predica una atroz inexistencia de soberanía que precisa de un continuo estado de negociación entre las instituciones artificiales y los pueblos históricos. 




			Quizá sin la normalización de esta tensión permanente no podría comprenderse la dejación de funciones culturales de un Gobierno entre cuyas tareas se encuentra la de no poner en duda la base de su propia legitimidad, ni la de aceptar que su acceso y permanencia en el poder se sostenga sobre el constante reconocimiento de la «parte de razón» que tienen quienes siempre se han considerado portadores de la razón entera. No de la suya como partidos o como individuos, sino de la razón que emana, misteriosa y místicamente, del territorio al que dicen representar de una forma auténtica. En esas condiciones de permanente «disposición al diálogo», se manifiesta una farsante endeblez ideológica que transmite a la ciudadanía una carencia de seguridad en las propias posiciones. Porque lo que se ha llevado a los españoles no es la tolerancia, sino la carencia de identidad. El respeto a las ideas ajenas siempre supone las ideas propias. En cambio, los nacionalistas vascos y catalanes saben perfectamente lo que tienen que aparentar: la representación de naciones conscientes y orgullosas de sí mismas, seguras de su estatuto de soberanía, dispuestas a una dinámica de exigencias que concluya en la conquista de un Estado propio.  




			La misma estética del diálogo ha incluido una progresiva decantación hacia la definición de la violencia de ETA como algo que debía tener algún campo de negociación, aunque fuera a través de aliados del Gobierno con los que no se ha roto después de que hayan participado en contactos directos con la banda. Así lo ha exigido un sector de la población inclinada a normalizar el sintagma conflicto vasco, eufemismo trágico del puro y simple asesinato. La frase «ustedes que pueden, negocien», leída en el comunicado final de la manifestación de Barcelona tras el asesinato de Ernest Lluch, confirma rotundamente la propagación de la cultura del diálogo también al ámbito del terrorismo, desdeñando el progresivo ahogamiento de ETA, su marginación de las instituciones, la posibilidad de su asfixia financiera y la eficiente tarea policial. Al mismo tiempo, proliferan las alusiones al «modelo irlandés» y nunca se habla del modelo italiano —que podría resultar mucho más parecido a lo que tratamos aquí—, cuando todas las fuerzas del arco parlamentario, desde el Movimiento Social Italiano (MSI) hasta el Partido Comunista (PCI) cerraron filas entre 1969 y 1980, negándose a cualquier tipo de consideración política de los trescientos cincuenta asesinatos cometidos por la extrema derecha o la extrema izquierda. 




			Por el contrario, lo que se ha hecho aquí es abrir una y otra vez un debate que, si no puede darse por cerrado mientras existan personas que impugnen la existencia de la nación española, quizá debería darse por zanjado por aquellos que tienen los medios y la obligación de protegerla. Lo paradójico es que el temor a herir susceptibilidades ha tenido un efecto contrario: alimentar la sensibilidad de un espacio que está ahora en condiciones de movilizar a muchas más personas y de disponer de muchos más recursos para expresar la insoportable levedad de nuestra convivencia y la intolerable realidad de nuestra existencia como nación.  




			Siempre he pensado que una débil nacionalización cívica, que la escasa densidad de creerse parte de cualquiera de las naciones de Europa, podría conducir a algo más que al terrorismo: llevaría, de inmediato, a una atmósfera de relativización nacional que acabaría por convertir el crimen en un asunto político, en un problema cuya responsabilidad pasa a caer en quienes gobiernan una nación mal definida. Se produciría un desplazamiento que alteraría el conjunto de la cultura política de un país, convirtiendo en un asunto central de sus preocupaciones lo que, hasta el tiempo en que flaqueó la conciencia nacional de sus gobernantes, de sus intelectuales, de sus educadores, habría sido una cuestión de minorías insatisfechas. La inmensa virtud de las víctimas es la de haber unido, por momentos, a quienes condenan el acto que les arrebata la existencia o les lleva a una existencia de sufrimiento. Mas sabemos hasta qué punto existe o no una posición homogénea en lo que debería ser tan elemental en España como lo ha sido cuando el terrorismo ha golpeado cualquier lugar de nuestro entorno. 




			¿Puede resultarnos sorprendente el distinto énfasis que se observa a la hora de condenar el crimen, cuando la unidad efímera ante los despojos de las víctimas da paso a la adjudicación de culpas lanzadas contra quienes «se empeñan» en no ceder ante las reivindicaciones en cuyo nombre se ha ejercido la violencia? Sin que, claro está, nadie parezca comprender que el terrorismo no es solo un instrumento destinado a la obtención de un fin, sino una forma de vida, una concepción de la propia libertad de acción que incluye la abolición de la existencia que se considera ajena. ¿Importa en nombre de qué se mata? Solo en España: solo donde esas «motivaciones» se distinguen cuidadosamente de los «métodos» para hacerse universalmente respetables e infatigablemente negociables.  




			Quienes condenamos sin tales escrúpulos el terrorismo denunciamos un error de planteamiento que, ciertamente, ha ayudado a lo último que deseábamos hacer: el envilecimiento de las víctimas y la humanización de los asesinos. Nos hemos acercado al lugar del crimen y hemos declarado como un factor que lo agravaba el carácter «inocente» de la persona que ha sido asesinada. En su sentido literal, la inocencia es obvia, pero en el contexto de la declaración política que realizamos, tal inocencia pasa a identificarse con la casualidad. Recordemos cuántas veces nos hemos referido a la matanza indiscriminada, a quien muere por encontrarse en el lugar inoportuno.  




			En ese grito frente a la determinación de la tragedia, frente al curso impasible de los hechos, existe una deformación de las víctimas y de los asesinos que conviene destacar. Deseando agravar nuestra condena al hablar de la arbitrariedad del asesino, acabamos por elevar la categoría de quien mata. La víctima no es una circunstancia en la vida del terrorista. La víctima no es objeto que se encuentra a disposición de un sujeto libre. La víctima no ha elegido serlo, no ha escogido su propia muerte: ni el lugar ni el momento. Esa persona que muere es un ser vivo, un hombre o una mujer dotados de inteligencia, de dignidad, de carácter irrepetible. No seremos nosotros quienes deshumanicemos a la víctima otorgándole protagonismo y conciencia, voluntad e individualidad solamente en el momento en que su vida acaba, o inscribiéndola en ese no-lugar moral que es la casualidad que le hizo estar en el sitio y en el momento inadecuados. 




			Porque se trata de personas concretas, que gozaban de su existencia única y que fueron escogidas por el asesino. En el momento en que se convierten en víctimas, nada hay de dejación de libertad en su sacrificio, sino de defensa de la vida misma, del sentido de la decencia y de la convicción de ser personas libres. De no haberlo sido, su muerte habría carecido de sentido, no solo para nosotros, sino para la repugnante lógica del criminal. Su muerte tiene un significado y no reconocerlo es añadir una segunda muerte que atañe al juicio moral y político de lo que condenamos. Lo que ha guiado la mano del terrorista no es el azar, sino la necesidad. En los actos que han ido tendiendo la trampa mortal que culmina segando la vida, el asesino no desea matar a un ser concreto, sino a una abstracción. Sus víctimas son aquellos que no son sus compatriotas: es decir, quienes no han querido compartir su hábitat delirante, quienes han adquirido la condición de extranjeros por no querer ser ciudadanos de una nación de pesadilla. El verdugo desea que ese país tenebroso se exprese a través de la muerte, que su voz suene a disparo y su tiempo permanezca en la agonía de quien ha sido declarado «extraño». Sin embargo, la víctima es la sustancia: el terrorista, el accidente. La víctima no ha deseado morir, pero las circunstancias de una muerte violenta no le arrebatan un ápice de su elección del modo en que deseaba seguir vivo.  




			¿Consideraremos que, por la más extraña de las paradojas, el criminal da vida a la víctima a la que mata, simplemente porque esa persona pasa a adquirir una consistencia pública, una concreción que nos hace conocerla? ¿Dejaremos que esa muerte sea un hecho accidental para la víctima y un acto de voluntad para el criminal, sin comprender que la calidad verdadera de nuestras víctimas es haber querido ser españoles? Y españoles como debe entenderse hoy esa palabra: ciudadanos de un país plural, libre, votantes de la derecha o de la izquierda, empresarios u obreros, guardianes del orden público, intelectuales o amas de casa, residentes en cualquier punto del país. Pero, en todos los casos, miembros de esa comunidad nacional en la que todos podemos ser víctimas y en la que los que ya lo han sido murieron, en muchas ocasiones, explicitando su compromiso con el porvenir en libertad de España o, sencillamente, afirmando la vida, negando el carácter abstracto, la fragilidad personal, la carencia de firmeza cívica que esperaba el asesino. 




			En eso reside no solo el mejor homenaje a las víctimas, sino su verdadera identificación. Decía el poeta Dylan Thomas, al escribir sobre una muchacha fallecida en un bombardeo de Londres, que tras la primera muerte no hay ninguna. ¿Pondremos nosotros una segunda muerte, que consistiría en señalar la carencia de individualidad de la persona asesinada, el carácter intercambiable del lugar que ocupa, lo casual de su sacrificio, como si su muerte no se debiera a ninguna razón, que no es la que cree tener el asesino, sino la que tienen quienes han sido sus víctimas? 




			Establezcamos, por tanto, que ante el crimen premeditado, urdido en la trama de una voluntad asesina desarrollada durante tantos años, adiestrada con la eficacia de su pavorosa maduración, la inocencia de las víctimas no puede hacerlas contingentes. No podemos decir: en su lugar, habría estado otro. Pues ese otro habría sido una víctima igualmente necesaria. Nuestra cabeza no puede inclinarse ante los hechos, sino que debe levantarse ante esas razones, multiplicadas en las vidas canceladas a causa de lo que esas personas eran y deseaban seguir siendo. 




			



			 




			A muchos de nosotros no nos encontrarán defendiendo esa España tan inquietantemente mítica como la patria que han fabricado los criminales en sus sesiones de adoctrinamiento y consunción cerebral. Nuestra España no es la de la constante problematización de una identidad que se interroga sobre su carácter. España es algo más sencillo y más sabio: es una nación definida por un campo emocional que solo se comprende en las garantías políticas de la pluralidad. Es una nación que ha renunciado a la extranjerización automática de quien se considera distinto a las ideas de uno u otro sector. Es una nación cuyo pasado no le propone, sino que le exige la integración como modo de vida en común. Esa convivencia no es una concesión a la oportunidad política de los tiempos, sino una convicción refrendada en el simple acto de vivir juntos, de elegir a nuestros gobernantes, de sentirnos parte de un país cuyo único factor de dramatismo es introducido por quienes no quieren reconocer que esa normalidad existe. 




			Nadie va a encontrar a las víctimas, nadie va a encontrar a quienes las lloramos en la defensa de una España cerrada, inexpugnable a todo proceso de modernización y enclaustrada en un arcaico concepto inmóvil al que sus habitantes se ajustan. Nos encontrarán en la disposición al cambio institucional cuando sea preciso, a la adaptación de nuestras leyes, al reconocimiento siempre de una libertad más ancha: a ese puro, cotidiano y elemental derecho a vivir en seguridad. España no es solo un Estado de Derecho porque así lo dice nuestra Constitución, sino porque ella es un gozne que separa dos etapas de nuestra historia. Nadie quiere regresar a una época anterior porque nadie quiere dejar de ser ciudadano. No nos encontrarán, sobre todo, saqueando nuestro pasado, confiscando los despojos de un tiempo apagado a nuestras espaldas, izando místicas que establezcan la pureza de la sangre o derramen la sangre que purifica. Quien quiera encontrar esa actitud que busque en los campos culturales de los asesinos, que vaya con ellos a los cementerios ideológicos de hace ciento cincuenta años, en busca de la pestilencia nacionalista donde la tierra y los muertos se enlazan en un proyecto trágico. 




			Nosotros vivimos en una fase de la historia que ha aprendido dolorosamente, que no se ha hecho más sabia con comodidad, sino con esfuerzo, que, todos los días, lleva esa edad cargada de experiencia a lo que Espriu llamaba la «difícil libertad», obligándonos a vivir respetuosamente, cuidando la dignidad ajena porque hemos aprendido que es el único modo de proteger la nuestra. 




			Que nadie crea que ese compromiso resulta fácil. Y aquí, de nuevo, podríamos indicar hasta qué punto nuestra actitud ha sido confundida, seguramente porque ha tenido rasgos de escasa claridad. No carecemos de convicciones. Nuestras víctimas tenían nuestras convicciones. A veces, parece que dotemos a los asesinos y a sus cómplices de tener las ideas claras, de estar en creencias poderosas. Pues bien, no es así. Hemos escogido el camino más difícil, que es el de creer en la democracia. No es sencillo aceptar sus reglas, porque la tolerancia bien entendida no es un abandono, sino una aceptación de la diversidad, sin que la existencia de la libertad del otro suponga menoscabo de mis propias ideas, sino precisamente su afirmación en un campo de diálogo y de confrontación. Lo sencillo es escoger el silencio de los demás, lo fácil es cerrar la boca al disidente, lo cómodo es considerar que los demás no existen socialmente, sino que son meras comparsas de mi propia existencia sustancial. 




			Pero ¡cuántas veces hemos permitido que nuestra convicción democrática se tomara como ausencia de convicciones! ¡Cuántas veces hemos tratado de ponernos en el lugar del otro hasta que esa perspectiva se ha confundido con la ausencia de lugar propio alguno! ¡Hasta qué punto hemos sido reticentes a la hora de enorgullecernos de ser miembros de una nación libre e históricamente definida, cuando ha sido más fácil aceptar el brebaje transaccional de considerar que este país, España, «estaba por hacer»! Y, en realidad, hemos aceptado como nuestras las ideas que siempre fueron las de otros y que han sido campo abonado para que el crimen encuentre su actualidad, su congruencia. Ninguna duda ha sobrevolado la proliferación de identidades colectivas salidas directamente de episodios burocráticos y pactos de elites locales. Ningún reproche se ha levantado contra la trampa bien urdida de que España no tiene la misma densidad nacional que cada una de sus comunidades integrantes.  




			Hemos creído, en un ejercicio de reiterada imitación, que la reivindicación de soberanías era equivalente a la democracia, en lugar de la vulneración de la soberanía del conjunto de los españoles y de cada uno de los españoles. Esa defensa lábil, quieta, apesadumbrada, de la realidad de España ha sido fácilmente advertida como carencia de convicción por quienes son los adversarios del concepto mismo de nación de ciudadanos y despliegan tozudamente sus mitos de guardarropía. Nuestra España no es una suma de comunidades homogéneas que debaten su equivalencia y mantienen su uniformidad ideológica interior. Es una España escrita día a día por los actos de quien en ella viven. No somos juguetes de un destino, y ello nos hace hombres y mujeres libres. No somos resonancias exhaladas por la historia, sino continuadores conscientes de una sociedad en cuya existencia participamos, libres de dramatismos y de afirmaciones místicas, a salvo de amenazas de extinción y de los forcejeos entre libertad personal e identidad colectiva.  




			Este es nuestro territorio moral. Y estas son nuestras víctimas, nuestros héroes fundamentales, nuestras pulsaciones sobre las que late el sentimiento de tener algo fuerte en común. Tan fuerte que solo con el crimen se cree poder destruir. Defender a las víctimas del terrorismo es, en España, defender a las víctimas de una idea de la civilización y de una idea de la nación. Aquí se ha matado en masa por un concepto aberrante de patria. Y se ha matado, en un periodo más dilatado de tiempo, en nombre de un repudio de España, de un país al que se desea impugnar, destruir, negar. Nuestras víctimas pasan a ser, con sus nombres, con sus rostros, ejemplos vivos de una cultura, formas de llamar a nuestro país y a nuestra democracia. Que así sea. 




			



			 




			FERNANDO GARCÍA DE CORTÁZAR Y RUIZ DE AGUIRRE 


			

			Director de la Fundación Dos de Mayo, Nación y Libertad 




			

	    


	 	

	    

            



			 




			
VIDAS ROTAS 




			



			 




			
HISTORIA DE LOS HOMBRES, MUJERES 




			
Y NIÑOS VÍCTIMAS DE ETA 




			

	    


	 	

	    

            



			 




			
INTRODUCCIÓN 




			



			 




			«Se tiene que saber quiénes son las víctimas, sus nombres y apellidos, su historia anónima de persecución, de humillación y de ofensa. Y quiénes son los victimarios, que tienen también su nombre y apellidos, por qué están en la cárcel y qué es lo que hicieron. Hay que saber quién murió y quién mató». 




			Así se expresaba José María Múgica durante una entrevista publicada en El Diario Vasco el 6 de febrero de 2009 al cumplirse trece años del asesinato de su padre, Fernando Múgica Herzog, a manos de terroristas de ETA. Las contundentes palabras de José María Múgica sintetizan la aspiración de la obra que estas líneas introducen.  




			Después de que durante cincuenta años la organización terrorista ETA haya asesinado a 857 seres humanos, hiriendo a centenares y afectando dramáticamente la vida de millares, la democracia española ha contraído una deuda de gratitud con los familiares y seres queridos de quienes han sufrido tanto dolor. Pero, además, la dignidad política y humana de una nación democrática exige el reconocimiento del inmenso sufrimiento padecido por quienes vieron cómo sus allegados fueron vilmente asesinados por un grupo terrorista enemigo de la libertad. El drama personal de todas y cada una de las víctimas del terrorismo, cuya ejemplar reacción cívica tanto ha contribuido al fortalecimiento de la democracia en nuestra nación, impone obligaciones morales y políticas que una sociedad democrática como la española no puede eludir. Es por ello por lo que en la consecución de esa necesaria reparación que las víctimas precisan, las reclamaciones de dignidad, justicia y verdad se erigen en objetivos imprescindibles. La satisfacción de tan loables y relevantes reivindicaciones convierte en irrenunciable la tarea que José María Múgica destacaba en la entrevista arriba citada: «Se tiene que saber quiénes son las víctimas, sus nombres y apellidos, su historia anónima de persecución, de humillación y de ofensa. Y quiénes son los victimarios, que tienen también su nombre y apellidos, por qué están en la cárcel y qué es lo que hicieron. Hay que saber quién murió y quién mató». 




			La humillante y atroz injusticia que la violencia ha supuesto para los cientos de ciudadanos victimizados por el terrorismo etarra jamás podrá ser resarcida. La injusticia que el terrorismo entraña puede degenerar, además, en una doble infamia si las víctimas ven negado su derecho a que las injustificables causas de su tragedia sean correctamente definidas y repudiadas, su derecho a identificar y condenar a los responsables de su drama, su derecho a que las tremendas consecuencias humanas y políticas de las acciones criminales que han alterado radicalmente sus vidas sean reconocidas y combatidas. Porque el terrorismo ha violado derechos humanos fundamentales de ciudadanos de una nación, porque el terrorismo ha amenazado los principios esenciales de la convivencia humana y democrática, nuestra sociedad está obligada a satisfacer las demandas de un colectivo que simplemente reclama que la historia no le arrebate lo que unos criminales intentaron robarle mediante el asesinato de sus seres queridos.  




			Las páginas que siguen a esta introducción pretenden constituir una pequeña aportación en esa tarea colectiva de reconocimiento y de denuncia de la conculcación de los derechos humanos de todas aquellas personas amenazadas por el terrorismo etarra. Persigue este trabajo la deslegitimación de los ideales y de los medios de una organización terrorista que ha privado de libertad a hombres y mujeres despreciados por un grupo de asesinos que a través del crimen han intentado imponer sus objetivos políticos a toda una nación. Frente a esa deshumanización que cada acto terrorista implica, esta obra ha intentado rescatar y subrayar la humanidad de las víctimas del terrorismo, y recordar las condiciones en las que fueron asesinadas, así como la intimidación y el miedo que precedieron y sucedieron al crimen. Como la escritora Susan Sontag reclamaba en su obra Ante el dolor de los demás 1, «debemos permitir que las imágenes atroces nos persigan», con el fin de derribar los eufemismos que impregnan el lenguaje justificador de la barbarie terrorista.  




			En la búsqueda de ese objetivo se ha recuperado la memoria de las víctimas devolviéndoles parte de una voz que el terrorismo intentó acallar. La historia y semblanzas de todas y cada una de las víctimas mortales del terrorismo de ETA, los testimonios de sus allegados y seres queridos que en estas páginas se aglutinan buscan conformar una narrativa que, en nuestra opinión, una sociedad en combate con el terrorismo no debe olvidar. Así lo entendemos porque, como ha indicado Francisco Llera, «la sociología de las víctimas, directas o indirectas, de la red del terrorismo nacionalista se caracteriza por el olvido, el chantaje, la indefensión, el estigma, si no la persecución» 2. En semejante contexto, y ante los intentos de deshumanización de las víctimas como parte de la estrategia de legitimación de la violencia terrorista a la que inducen determinadas reivindicaciones políticas nacionalistas, creemos pertinente una obra como la que aquí se introduce.  




			Entendemos que el relato que se extrae de las implacables experiencias sufridas por las víctimas del terrorismo expone la hipocresía de quienes justifican la violación del más básico de todos los derechos: el derecho a la vida. Consideramos que la evocación de su abominable historia de persecución y sufrimiento sirve para desenmascarar el carácter autoritario y fanatizado de sus victimarios. Creemos que la historia debe recordar los nombres y apellidos de las víctimas del terrorismo, su identidad, para que el olvido no borre esa humanidad que el terrorista violó. Pensamos que los victimarios, desprovistos de su confortable anonimato, mediante la revelación de sus nombres y apellidos y de sus condenas judiciales, deben mirarse en el espejo de esas víctimas de carne y hueso que con tanta crueldad han provocado.  




			Esperamos contribuir de ese modo a prevenir la prostitución de la historia que el terrorismo etarra, emulando a otros totalitarismos, también ansía. Victor Klemperer, otra víctima de la persecución inspirada en el odio ideológico, en este caso del nazismo, advertía en su poderosa obra LTI. La lengua del Tercer Reich sobre los perversos efectos que el violento puede conseguir a través de la manipulación del lenguaje. «Las palabras pueden actuar como dosis ínfimas de arsénico: uno las traga sin darse cuenta, parecen no surtir efecto alguno, y al cabo de un tiempo se produce el efecto tóxico», escribía Klemperer antes de alertar sobre el peligro de que finalmente arraigue la creencia de que «un fanático es un héroe virtuoso y que sin fanatismo no se puede ser héroe» 3. Desde la perspectiva de un país como España, en el que en ocasiones los asesinos de ETA han sido jaleados y justificados incluso desde partidos considerados democráticos, el testimonio de Klemperer anima a mostrar de manera diáfana la identidad de quienes desean encubrir su odio bajo engañosos mantos.  




			A menudo se eleva retóricamente la categoría de las víctimas del terrorismo equiparándolas con «héroes», recurso que, sin embargo, es utilizado en ocasiones para reclamar injustas renuncias de seres humanos particularmente vulnerables y necesitados de protección. «Mi marido no dio la vida por sus ideales, se la quitaron», llegó a denunciar Natividad Rodríguez, viuda de Fernando Buesa, político socialista asesinado por ETA en febrero de 2000. El heroísmo con el que a veces se ensalza a las víctimas puede ensombrecer derechos y justas reivindicaciones de sus allegados tras ser victimizados por criminales que persiguen unos determinados objetivos políticos, minimizándose por tanto la dimensión política de las víctimas del terrorismo. Del ineludible carácter político de las víctimas se derivan lógicas y necesarias reclamaciones que constituyen incómodas exigencias para quienes desean aplicar una impunidad jurídica y política que no puede sino beneficiar al terrorista.  




			Así lo enfatizaba Aurelio Arteta durante una entrevista publicada en ABC el 3 de marzo de 2007:  




			



			 




			Lo que más temo del fin de ETA, cuando venga, es que triunfe la  simplona y cómoda creencia de que sin atentados ya todo es admisible. Es decir, que lo único malo de todo este horror han sido los medios terroristas, pero no los fines nacionalistas. Que no se quiera entender que la renuncia a esos medios infames no vuelve por eso aceptables a sus presupuestos teóricos, si son infundados, ni a sus objetivos políticos, si son inocuos. 




			



			 




			Y es que, como Joseba Arregui reflexionaba en noviembre de 2008 ante un foro convocado por la Fundación Manuel Giménez Abad, institución creada en memoria del dirigente aragonés del Partido Popular asesinado por ETA en mayo de 2001, las víctimas del terrorismo poseen una ineludible dimensión política que explicaba en estos términos:  




			



			 




			No en el sentido de que el texto institucional que defina políticamente a la sociedad vasca haga una referencia expresa a las víctimas  del terrorismo, sino en el sentido de que los ejes definitorios de la sociedad vasca reflejen la imposibilidad del proyecto político de ETA: la  sociedad vasca no podrá definirse políticamente de la forma en la que  pretendía hacerlo ETA mediante los asesinatos y el terror y el miedo  producidos con ellos, ni de una forma que se acerque a lo que pretendía ETA, pues ello significaría infligir una segunda muerte a los asesinados, implicaría matar su significado político. 




			



			 




			Los relatos que estas páginas reúnen pretenden hacer transparente ese significado político de las víctimas. Su presencia y sus impresionantes experiencias conforman una historia que ilustra la contaminación que determinados objetivos políticos nacionalistas han sufrido después de ser perseguidos con fines tan sangrientos y cruentos. Parafraseando a Milan Kundera, creemos que frente a la fuerza del olvido que el paso del tiempo puede alimentar es necesario contraponer la fuerza transformadora de la memoria que evite en el futuro la legitimación de la violencia pasada y de la ideología que la ha sustentado. 




			Hasta estos momentos la mayoría de las referencias bibliográficas sobre la situación en la Comunidad Autónoma Vasca se ha centrado en la evolución histórica y política de la región y en la actividad criminal de ETA. Ese enfoque ha llevado a ignorar una perspectiva crucial, como la que emerge cuando se contempla la historia del País Vasco respetando una secuencia marcada por la narración cronológica de todas y cada una de las muertes causadas por el terrorismo. Nuestra experiencia en investigaciones previas en materia de terrorismo nos ha convencido de que el enfoque tradicional adoptado por politólogos, historiadores y periodistas debe ser complementado con un tratamiento que evite la deshumanización que el terrorista persigue y en la que implícita e involuntariamente se puede caer al infravalorar el drama humano que la violencia genera.  




			Es este uno de los motivos que, en nuestra opinión, justifica un tratamiento como el que plantea esta obra y que permite conformar una impactante crónica histórica como la que emerge al desglosar una a una todas las identidades de quienes han perdido sus vidas a causa del terrorismo de ETA. Esta crónica se completa con los testimonios de las personas victimizadas a consecuencia de estas muertes y con otros contenidos tomados de las informaciones aparecidas en prensa en el momento en que se produjeron y transcurridos unos años. Al sumergirse en las hemerotecas es posible rescatar detalles olvidados o que tiempo atrás pasaron inadvertidos, pero que más tarde adquieren una enorme relevancia al ser debidamente contextualizados.  




			Todo ello se ha completado con el resumen de las sentencias judiciales de aquellos asesinatos que han podido ser resueltos. De esa manera pueden ubicarse en un contexto político las muertes provocadas por el terrorismo, desvelándose además la atención mediática que recibieron y el impacto que en la opinión pública tuvieron, así como la evolución de las reacciones desde la sociedad civil y por parte de los representantes políticos. En consecuencia, y puesto que la historia y la política del País Vasco no pueden entenderse sin aceptar que el terrorismo tiene un vasto y cruel coste humano, esperamos que este estudio coadyuve a exponer las terribles secuelas provocadas por la violencia etarra exhibiendo, por tanto, la verdadera naturaleza del llamado conflicto vasco.  




			Al inicio de un libro de estas características es necesario reiterar que entre 1960 y 2009 el terrorismo de ETA ha causado 857 víctimas mortales, además de miles de heridos y damnificados —escalofriante es, por ejemplo, la inmensa lista de huérfanos que la violencia ha provocado—. Consideramos aquí a las diversas ramas de esta organización terrorista y a aquellas otras siglas nacidas del mismo tronco que también practicaron la violencia. Aunque en estas páginas aparecen las identidades de todos los asesinados por ETA y de numerosas víctimas, otras muchas permanecen anónimas. Nuestro trabajo quiere ser igualmente un homenaje a estas víctimas del terrorismo que sobrevivieron a brutales atentados y que merecen toda la consideración que en ocasiones no han recibido. Es por ello por lo que hemos entendido oportuno incluir las identidades de los heridos siempre que pudimos disponer de ellas, así como las de otras víctimas que fueron objetivo de la organización terrorista pero que finalmente salvaron sus vidas al verse frustrados los planes criminales.  




			Con el fin de facilitar la lectura de este volumen, hemos respetado un orden cronológico y alfabético para estructurar todos y cada uno de los asesinatos cometidos por ETA. Por tanto, las víctimas aparecen dispuestas por orden cronológico y alfabético, sin que esta disposición implique una diferente valoración de las personas asesinadas. 




			Para facilitar al lector la identificación de las localidades que se mencionan a lo largo del texto, se ha optado por acompañar el topónimo castellanizado con el nombre oficial en euskera, en la cabecera de cada entrada —junto al nombre y ocupación de la víctima—. Así, por ejemplo, Guecho/Getxo. 




			Las dificultades que la búsqueda y sistematización de información sobre las víctimas del terrorismo entraña nos ha obligado a adoptar determinados criterios de clasificación en la elaboración de este trabajo que entendemos le dotan de una necesaria coherencia. La ingente cantidad de información y la dificultad de verificar su rigurosidad recomendaba limitar las entradas principales de este volumen a las personas que fueron asesinadas por ETA. Ese es el motivo de que no figuren explícitamente como asesinatos de ETA las muertes de algunas víctimas fallecidas tras sufrir un atentado de la banda cuando no se ha podido establecer de manera inequívoca una directa relación de causaefecto entre ambos sucesos. No quiere ello decir que el atentado sufrido no tuviera relación con el fallecimiento de algunas personas, pues, sin duda, la victimización padecida provocó un terrible y muy negativo impacto sobre las víctimas. Simplemente hemos entendido que la adopción de un criterio más abierto hubiese permitido incluir a algunas víctimas pero no a otras que pudieron haber atravesado experiencias similares y sobre las que no se dispone de información. En consecuencia, sí hemos incluido en el listado principal en el que se sustenta este libro a Luis Manuel Allende Porrúa, fallecido el 20 de febrero de 1983 tras sufrir un cáncer que, según consta en una resolución judicial, fue motivado por el «estrés violento» derivado de su secuestro por parte de ETA unos meses antes. Tal y como se dictaminó en un informe pericial, el «estrés violento mantenido fue la causa fundamental de su óbito, en función causal única y directa». 




			Fieles a esa misma lógica hemos eludido incluir en el listado principal de asesinatos a aquellos que murieron tras sufrir un atentado que muy probablemente les llevó a quitarse la vida. Sus casos e identidades son mencionados en distintos relatos a lo largo del libro, si bien no aparecen con la categoría de asesinados por ETA, aunque sin duda deben ser reconocidos como víctimas del terrorismo. Este criterio ha sido objeto de una interpretación algo menos restrictiva, debido a las circunstancias en las que tuvo lugar su muerte, en el caso de José Carlos Marrero Sanabria, agente de la Guardia Civil herido en una acción terrorista en Zarautz el 28 de junio de 1986, que falleció el 10 de enero de 1988 tras quitarse la vida con la pistola reglamentaria de un compañero en el centro psiquiátrico en el que fue internado tras el atentado. En cambio, este criterio nos llevó a excluir como asesinado por ETA al guardia civil Ramón Mayo García, que murió al ser atropellado por una ambulancia que evacuaba a los heridos del atentado terrorista perpetrado en la casa-cuartel de Vic. El agente, que se encontraba auxiliando a los heridos cuando fue arrollado por el vehículo, fue reconocido con toda lógica como víctima del terrorismo por el Consejo de Ministros en el año 2005. 




			Pedimos nuestras más sinceras disculpas a aquellas víctimas que estimen que los criterios aquí sintetizados no son enteramente satisfactorios. Comprendemos que quizá algunos familiares y allegados de las víctimas puedan sentir que sus seres queridos no han recibido el tratamiento que merecen. Por ello enfatizamos nuestro absoluto respeto y consideración hacia ellos, asegurándoles que estas máximas han guiado en todo momento nuestro trabajo en una cuestión tan sensible. Durante los seis años que ha durado la realización de este trabajo hemos dedicado los máximos esfuerzos a garantizar la fiabilidad de la información que finalmente hemos recogido. Somos conscientes de que a pesar de nuestro afán por evitar errores, estos se habrán producido. Lamentamos profundamente que así sea y por ello reiteramos que muchas han sido las horas dedicadas a buscar y a contrastar información.  




			El hecho de que las publicaciones en medios de comunicación hayan constituido una importante fuente de nuestro trabajo ilustra cuán compleja resulta la tarea de evitar referencias incorrectas. Como suele decirse, lo publicado por los medios de comunicación constituye un primer borrador de la historia que a menudo sacrifica la inmediatez por la exactitud. Con frecuencia el interés por informar a la opinión pública sobre el último atentado terrorista ha impelido a los medios a pronunciarse de manera precipitada aportando datos erróneos. Con objeto de evitar que estos se reprodujesen en este volumen, numerosas han sido las fuentes consultadas y cotejadas durante el periodo en el que se ha acometido la intensa investigación que ahora da sus frutos en forma del libro que el lector tiene en sus manos. Desgraciadamente no siempre se habrá logrado el resultado deseado pese al cuidado con el que se ha abordado este proyecto. 




			Asimismo pedimos disculpas por haber sido incapaces de reflejar en unos relatos necesariamente breves la grandeza de todas y cada una de las víctimas del terrorismo aquí mencionadas. Por desgracia, unas pocas líneas constituyen un insuficiente retrato de individuos únicos y tan especiales. Si bien concebimos este trabajo como un humilde homenaje a todos ellos, no podemos evitar un sentimiento de frustración, conscientes como somos de que estas historias y semblanzas nunca podrán reflejar en su plenitud la grandeza de estos seres humanos, sus valores, su carácter, su personalidad, su espíritu, su generosidad, su valentía, su patriotismo; en definitiva, su humanidad. Durante la elaboración de este trabajo no han sido pocas las veces en las que nos hemos emocionado y entristecido mientras evocábamos la angustia desgarradora de las víctimas, su devastadora soledad, la indescriptible penuria de duelos interminables, la desesperación de tantas y tantas vidas rotas por el dolor. La impotencia que hemos sentido ante el imposible desafío de hacer justicia a personas tan injustamente tratadas se ha combinado con la pasión por intentar construir una pequeña aportación que devuelva a las víctimas parte de esa humanidad vilipendiada por los asesinos. Por ello, aunque quizá algunas víctimas se sientan decepcionadas al comprobar los límites de nuestro cometido, rogamos comprensión ante las complejidades que este entrañaba.  




			Especial relevancia tiene esta petición en aquellos casos en los que la información disponible sobre determinadas víctimas resultó ser enormemente escasa. Fue en estas ocasiones en las que redoblamos nuestros esfuerzos por encontrar rasgos de esas personas que fueron asesinadas sin que apenas se supiera nada de ellas. Lamentamos de veras la escasez de datos que sobre algunas de las víctimas se aprecia a pesar de los denodados intentos porque finalmente no fuera así. La brevedad de algunas entradas no refleja una desigual valoración de los asesinatos, pues todos son seres humanos únicos y especiales, de ahí nuestra frustración al haber sido incapaces de aportar una mayor información sobre algunas de las víctimas. Con el fin de intentar paliar estas carencias, hemos creado una dirección electrónica en la que recibiremos todos aquellos datos que sobre las víctimas del terrorismo deseen trasladarnos sus allegados (vidasrotas@gmail.com). De ese modo, este libro serviría como primera piedra de un proceso en el que poco a poco todas las víctimas del terrorismo pudieran sentirse plenamente satisfechas con el deseo de reconocimiento que con este proyecto se persigue.  




			Queremos expresar nuestro profundo agradecimiento a todas las personas que han hecho posible un libro de tan difícil realización y publicación. Desde el inicio de esta investigación la Fundación Víctimas del Terrorismo (FVT) ofreció su inestimable apoyo financiero para tan ardua tarea, de ahí nuestra gratitud a Ana María Vidal-Abarca y Maite Pagazaurtundúa, presidentas de esta institución al comienzo y durante la elaboración de este proyecto. Estas mujeres ejemplares, ambas víctimas del terrorismo, han supuesto un importante referente para nosotros, representando su maravillosa calidad humana un incondicional y decisivo respaldo a este trabajo. Nuestra gratitud también al resto del equipo de la FVT durante todos estos años por su ayuda, así como a todas las víctimas del terrorismo que con su cariño y su ejemplo han ofrecido las guías fundamentales y la inspiración para avanzar en esta aventura. 




			El generoso patrocinio de la Fundación Víctimas del Terrorismo, del actual Gobierno vasco y de la Fundación Guardia Civil ha hecho posible el abaratamiento del precio de una extensa obra de elevados costes. A todas estas instituciones y a sus responsables les agradecemos sinceramente su decisiva colaboración para que este volumen llegue a las librerías. Con el fin de intentar corresponder en alguna medida a ese generoso apoyo brindado por estas instituciones, todos los beneficios derivados de la venta de este libro irán destinados a la Fundación Víctimas del Terrorismo. 




			Nuestro agradecimiento también a Carlos Dívar, presidente de la Audiencia Nacional entre 2001 y 2008, a Javier Gómez Bermúdez, presidente de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional desde 2004, y a Eduardo Fungairiño, fiscal jefe de la Audiencia Nacional entre 1997 y 2006, por las facilidades que nos han brindado para la realización de este trabajo, así como a Raquel Fontecha, Jesús Castán y Alfredo Crespo, investigadores de la Universidad Rey Juan Carlos que contribuyeron a este proyecto en sus inicios. Gracias asimismo a Belén Pulgar, autora de Víctimas del terrorismo. 1968-2004 4, un valiosísimo libro fruto de su prolongada dedicación a las víctimas del terrorismo desde la Subdirección General de Atención al Ciudadano y de Asistencia a las Víctimas del Terrorismo del Ministerio del Interior. Nos consta la excepcional implicación personal y profesional de Belén Pulgar para con las víctimas del terrorismo; hemos escuchado de muchas de ellas su gratitud hacia Belén, que amablemente siempre puso a nuestra disposición su incalculable experiencia y conocimiento. 




			Concluimos esta introducción recordando el alegato del escritor Héctor Abad Faciolince en su novela El olvido que seremos 5, una conmovedora reconstrucción de la vida de su padre, asesinado por terroristas colombianos. Su testimonio podría ser pronunciado por muchas de las víctimas del terrorismo de ETA, demostrando una identidad en el sufrimiento y en la lucha por la dignidad y la verdad que trasciende la distancia y las diferencias ideológicas entre violencias terroristas:  




			



			 




			Hay una cadena familiar que no se ha roto. Los asesinos no han podido exterminarnos y no lo lograrán porque aquí hay un vínculo de fuerza y de alegría, y de amor a la tierra y a la vida que los asesinos no pudieron vencer. Además, de mi papá aprendí algo que los asesinos no saben hacer: a poner en palabras la verdad, para que esta dure más que su mentira. 




			



			 




			Ojalá este libro contribuya en alguna medida a escribir esa verdad, la verdad que las víctimas del terrorismo merecen. 




			



			 




			ROGELIO ALONSO 




			FLORENCIO DOMÍNGUEZ 




			MARCOS GARCÍA 




			Madrid, 3 de noviembre de 2009 
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EL ORIGEN DEL TERROR 




			



			 




			La máquina del terror comenzó a funcionar en las navidades de 1958. Un grupo de disidentes de las juventudes del Partido Nacionalista Vasco (PNV) se reunió en un bar del barrio donostiarra de Gros para crear una nueva organización a la que llamaron Euskadi Ta Askatasuna (ETA). Insatisfechos con la pasividad del PNV frente al régimen de Franco, decidieron crear un nuevo grupo volcado en el activismo militante. El paso hacia la violencia se dio pronto: en diciembre de 1959, un año después de la creación del grupo, colocaron sus tres primeras bombas contra objetivos simbólicos en Vitoria, Bilbao y Santander. No ocasionaron daños personales, pero fue el primer acto de una historia que con el tiempo se iba a teñir de sangre. 




			Cuando ETA nació había otros grupos en España que también empleaban la violencia contra la dictadura. Subsistían los últimos restos del maquis, aparecido tras la Guerra Civil, y existían también grupos anarquistas que de cuando en cuando cruzaban la frontera desde Francia para colocar algunas bombas. De todos ellos solo la organización terrorista ETA ha llegado hasta nuestros días, medio siglo después de su constitución, tras causar centenares de muertos y heridos. 




			



			 




			BEGOÑA URROZ IBARROLA 




			27 de junio de 1960. San Sebastián. 




			



			 




			Begoña Urroz Ibarrola tenía apenas veintidós meses cuando fue alcanzada por una bomba incendiaria colocada en la estación de Amara, en San Sebastián, el 27 de junio de 1960. Era hija de un matrimonio residente en la cercana localidad de Lasarte. El artefacto le ocasionó graves quemaduras en las piernas, los brazos y la cara, por lo que fue conducida a la clínica Perpetuo Socorro, donde falleció al día siguiente. La misma bomba causó heridas a otras seis personas.  




			Aquel atentado coincidió con una sucesión de explosiones en instalaciones ferroviarias ocurridas entre los días 27 y 29 de junio. En San Sebastián, además del artefacto que mató a Begoña Urroz estalló otro en la estación del Norte; en Barcelona, a las ocho de la mañana del día 28 se registró otra explosión en la estación del Norte; el furgón del tren correo Barcelona-Madrid sufrió los efectos de otra bomba cuando la unidad ferroviaria circulaba entre las localidades zaragozanas de Quinto y Pina de Ebro. Por último, otro artefacto incendiario oculto en el interior de una maleta estalló el día 20 en la estación de Atxuri, en Bilbao. 




			Durante mucho tiempo el asesinato de Begoña Urroz, al igual que el resto de atentados de aquellos días, fue atribuido al anarquista Directorio Revolucionario Ibérico de Liberación (DRIL). ETA nunca asumió la autoría de la colocación de la bomba de la estación de Amara, aunque el 29 de marzo de 1992, a raíz de la captura de la dirección de ETA en Bidart, en el ordenador del jefe del Aparato Político, José Luis Álvarez Santacristina, Txelis, fue encontrada una cronología de diversos acontecimientos en la que figuraba la mención a ese atentado.  




			Dos años más tarde, el Anuario del diario Egin correspondiente a 1994 y la obra Euskal Herria y la libertad (Txalaparta, 1994), ambos vinculados a la denominada izquierda abertzale, publicaron un texto similar: se trataba de una cronología de episodios relacionados con ETA en la que se incluía la muerte de Begoña Urroz, aunque no se mencionaba expresamente que hubiese sido obra de la banda terrorista. El que fuera vicario general de San Sebastián, José Antonio Pagola, en su libro Una ética para la paz. Los obispos del País Vasco 1968-1992 (Idatz, 1992), afirma de manera expresa que la primera víctima de ETA fue Begoña Urroz.  




			El ex ministro y catedrático de la Universidad de Barcelona ERNEST LLUCH MARTÍN (pág. 1091), tres meses antes de su asesinato, llegó a la misma conclusión tras investigar aquel atentado de 1960: «La fuente en la que se basó el vicario general Pagola era impecable y a partir de ella he podido obtener informaciones comprobatorias y adicionales. La familia recibió versión oficial de la autoría de ETA, y en su entorno vecinal no hay duda de ello», escribió Lluch en el artículo «La primera víctima de ETA» aparecido en El Diario Vasco el 19 de septiembre de 2000. 




			A comienzos de 2010, cincuenta años después del asesinato de Begoña Urroz, su familia rompió el silencio en el que habían llevado la tragedia durante todo ese tiempo. «Una tía mía, Soledad Arruti Etxegoyen, trabajaba en la consigna de la estación de Amara, en San Sebastián. Yo solía ir a ayudarla para ganarme unas pesetillas. Aquel día dejé a mi niña con ella mientras yo iba a un comercio cercano a comprarle unos zapatitos para ir a Navarra. Cuando volví, había un lío tremendo. ¡Había estallado una bomba! Mi hija estaba abrasada y otras personas, entre ellas mi tía, heridas. Fue horrible». Así recordó Jesusa Ibarrola Telletxea, madre de la pequeña Begoña, la muerte de su hija. 




			Jesusa y Juan, padres de Begoña, dieron este mismo nombre a otra de sus hijas tras el fallecimiento de su primogénita. Jon, el otro hijo del matrimonio, explicaba así en el Diario de Navarra del 7 de febrero de 2010 los motivos por los que finalmente la familia hizo público su testimonio: «Llegó un momento en que consideramos que, después de tanto tiempo, contar lo que pasó con nuestra hermana era un deber con la historia y con la memoria. Nos costó mucho dar el paso, pero sentimos que era una obligación que teníamos que afrontar». 




			El 14 de febrero de 2010 el Ayuntamiento de Lasarte-Oria homenajeó a las víctimas de ETA que habían mantenido alguna vinculación con esta localidad guipuzcoana. Entre los homenajeados se encontraba la familia de Begoña Urroz. «El acto ha sido muy emotivo y mi madre se ha emocionado al recibir la placa-recuerdo que le ha dado la alcaldesa», declaró Jon, el hermano de Begoña. La alcaldesa, Ana Urchueguía, descubrió junto al Ayuntamiento una placa en recuerdo de las víctimas al tiempo que entregó otra a cada una de las familias. Este fue el primer homenaje de reconocimiento público a la primera víctima de la organización terrorista ETA medio siglo después de su asesinato. 
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LA DECISIÓN DE MATAR 




			



			 




			En París, los universitarios protagonizaron la revuelta pacífica del mayo francés que ha marcado a toda una generación. Los campus de otros muchos países también fueron escenario ese mismo año del descontento de los jóvenes que tenían prisa por cambiar el mundo. En el País Vasco, en esas mismas fechas, la organización ETA tomaba una decisión que cambiaría muchas cosas, pero a peor: la decisión de matar. La propaganda armada que había practicado ETA en los años anteriores dio paso a los primeros asesinatos intencionados. A partir de 1962 la denominada «rama acción» del grupo se había convertido en «rama de acción militar», continuando con una progresión que pronto causaría víctimas mortales. 




			En 1968 ETA provocó los primeros muertos de manera deliberada y sufrió también la primera baja en sus filas. Nada sería igual después de la primera sangre derramada. A los asesinatos de ETA el régimen de Franco respondió con la declaración del estado de excepción y con el restablecimiento de las medidas de represión contra el bandidaje y el terrorismo que recuperaban la jurisdicción militar para juzgar estos delitos.  




			



			 




			JOSÉ ANTONIO PARDINES ARCAY 




			7 de junio de 1968. Villabona (Guipúzcoa). Guardia civil. 




			



			 




			Una placa azul con letras blancas identifica en la localidad coruñesa de Malpica la calle que lleva el nombre de José Antonio Pardines Arcay: «Guardia civil 1943-1968. Morto en servicio. 7 xunio». Fue el primer agente del Instituto Armado asesinado por ETA. 




			Ocurrió el 7 de junio de 1968, en la localidad guipuzcoana de Villabona. José Antonio, soltero, de veinticinco años, estaba regulando el tráfico en una zona de obras de la carretera Nacional I, junto a su compañero de patrulla FÉLIX DE DIEGO MARTÍNEZ (pág. 189), que sería asesinado en 1979. Pardines estaba en un extremo de las obras y su compañero en el otro, a dos kilómetros de distancia. Un Seat 850 Coupé, con matrícula de Zaragoza, ocupado por los miembros de ETA Iñaki Sarasketa y Francisco Javier Etxebarrieta (él escribía Echebarrieta) Ortiz, Txabi, se detuvo junto a Pardines. El agente debió de encontrar algo sospechoso en la matrícula porque solicitó la documentación del vehículo y se dirigió a la parte trasera de este para mirar el número del bastidor y contrastarlo con el que aparecía en los documentos que le habían entregado. 




			Treinta años después del crimen, Iñaki Sarasketa relató a la periodista Lourdes Garzón (Suplemento La Revista de El Mundo de 7 de junio de 1998) cómo habían ocurrido los hechos:  




			



			 




			Txabi me dijo: «Si lo descubre, le mato». «No hace falta», contesté  yo, «lo desarmamos y nos vamos». «No, si lo descubre lo mato». Salimos del coche. El guardia civil nos daba la espalda, de cuclillas mirando el motor en la parte de detrás. Sin volverse empezó a hablar: «Esto  no coincide…». Txabi sacó la pistola y le disparó en ese momento.  Cayó boca arriba. Txabi volvió a dispararle tres o cuatro tiros más en  el pecho. Había tomado centraminas y quizá eso influyó. En cualquier  caso, fue un día aciago. Un error. Como otros muchos en estos veinte  años. Era un guardia civil anónimo, un pobre chaval. No había ninguna necesidad de que aquel hombre muriera. 




			



			 




			El otro guardia civil, Félix de Diego Martínez, alertado por un camionero, se acercó con su motocicleta hasta el lugar donde se hallaba Pardines, al que encontró muerto en medio de un charco de sangre. 




			El autor material del crimen, Txabi Etxebarrieta, murió unas horas más tarde en un enfrentamiento con la Guardia Civil en Tolosa. Sarasketa fue detenido y condenado a muerte, aunque la pena le fue conmutada por cadena perpetua. Salió en libertad en 1977 con la amnistía aprobada como parte de las medidas de democratización y reforma impulsadas durante la Transición. El día que mataron a José Antonio Pardines los etarras se dirigían a San Sebastián para preparar otro asesinato: el del inspector Melitón Manzanas. 




			Pardines era hijo y nieto de guardias civiles. Siguiendo los destinos de su padre, había estado residiendo en varias localidades gallegas y en Santa Pola (Alicante). Su primer destino tras incorporarse al Instituto Armado fue Asturias, pero decidió realizar el curso de Tráfico y fue destinado a Guipúzcoa, donde conoció a una chica, Emilia, de la que se hizo novio. Había perdido a su madre de joven y se había criado con la ayuda de una tía. Cuando empezó a ganar dinero como guardia civil, ayudaba económicamente a su padre y a sus dos hermanos menores para que pudieran estudiar. El padre, Antonio, estaba destinado en Alicante cuando se produjo el asesinato.  




			Los restos de José Antonio fueron trasladados a Malpica, donde se celebró el funeral con la asistencia del director general de la Guardia Civil y de diversas autoridades. Un año después, el 17 de julio de 1969, la localidad natal de José Pardines le rindió homenaje descubriendo una placa con su nombre, con el que fue bautizada una calle del municipio. 




			



			 




			MELITÓN MANZANAS GONZÁLEZ 




			2 de agosto de 1968. Irún/Irun (Guipúzcoa). Policía. 




			



			 




			Villa Arana, en Irún, era una casona con la forma del típico caserío vasco y sillares de piedra. En la planta baja se alojaba un negocio de equipos de imagen y sonido, y sobre la tienda había dos plantas de viviendas. En el primer piso de Villa Arana vivía el policía Melitón Manzanas González, jefe de la Brigada de Investigación Social de San Sebastián, con su mujer y su hija. 




			El 2 de agosto de 1968, Manzanas se trasladó en autobús desde la comisaría de San Sebastián a su domicilio en Irún para comer. A las 15:15 horas, el policía franqueó la puerta de la calle y subió la escalera. Su esposa le oyó llegar y abrió la puerta de la casa. «Vienes mojado», le dijo. En ese momento sonó un disparo y Melitón Manzanas, alcanzado por la espalda, cayó al suelo. La mujer vio al agresor —un individuo de unos veinticuatro años, de estatura media, con bigote y largas patillas, jersey gris y pantalones claros— y forcejeó con él. A pesar de ello, el pistolero logró hacer varios disparos más. Hasta siete proyectiles del calibre 7,65 se encontraron después en el suelo. La hija de la víctima, al oír el primer disparo, se asomó a la puerta y tuvo tiempo de ver al agresor antes de que su madre la empujara al interior de la casa. La joven se acercó a una ventana, pidió ayuda a gritos y llamó por teléfono a la Policía, pero nadie pudo salvar a su padre. 




			Los preparativos del asesinato del jefe de la Brigada Social de San Sebastián, bautizados por ETA como «Operación Sagarra» (manzana, en lengua vasca), habían comenzado bastante antes de la muerte del etarra Txabi Etxebarrieta. Sin embargo, el asesinato de Pardines sería presentado posteriormente como una respuesta de ETA a la pérdida del primer miembro de la banda. Iñaki Sarasketa, que acompañaba a Etxebarrieta cuando mataron al guardia civil JOSÉ ANTONIO PARDINES ARCAY (pág. 19), explicó (El Mundo, 7 de julio de 1998) cómo se preparó el atentado contra el policía: «La primera información sobre sus movimientos me la dio Jon Oñatibia, miembro del Partido Nacionalista Vasco (PNV) y antiguo delegado del Gobierno vasco en Nueva York. Fue una decisión personal, no digo que el PNV tuviera nada que ver. Supimos qué autobús cogía, a qué hora, incluso dónde solía sentarse. Yo se la pasé a Txabi». Etxebarrieta y Jokin Gorostidi fueron los encargados de realizar los primeros seguimientos del policía. 




			Tras la muerte de Etxebarrieta, el Biltzar Tzipia de ETA (Comité Central) decidió llevar a cabo el asesinato de Manzanas y el del policía que desempeñaba las mismas funciones en Vizcaya, aunque este último atentado no se materializó. Xabier Izko de la Iglesia se encargó de organizar el asesinato del policía de Irún y fue condenado en el Consejo de Guerra de Burgos de 1970 como autor material del atentado, aunque siempre negó que fuera la persona que hizo los disparos. 




			El asesinato del policía constituyó una de las acusaciones centrales contra los dieciséis miembros de ETA que en diciembre de 1970 se sentaron en el banquillo del Consejo de Guerra celebrado en Burgos. Seis de los acusados fueron sentenciados a muerte —aunque la condena fue revocada y sustituida por penas a perpetuidad— y los diez restantes acumularon condenas que sumaban más de 500 años de cárcel. 




			Melitón Manzanas había nacido el 9 de junio de 1909 en San Sebastián, ciudad en la que estudió Peritaje mercantil y en la que formó parte de un grupo teatral en su juventud. En agosto de 1936, recién iniciada la Guerra Civil, fue detenido y encarcelado en el fuerte de Guadalupe, donde permaneció hasta ser liberado por las tropas alzadas contra la República. Terminada la guerra, en 1941 entró en el Cuerpo General de Policía como inspector, y fue destinado a Irún, de donde pasó más tarde a San Sebastián como jefe de la Brigada Social. «Desde Irún fue trasladado a San Sebastián, en cuya comisaría prestó sus servicios al frente de la BIS de manera constante, fiel y abnegada, haciéndose acreedor de cincuenta felicitaciones públicas por sus destacadas acciones policiales al servicio de la región en donde encontró una alevosa pero gloriosa muerte», señala una reseña oficial difundida tras su asesinato. 




			Sin embargo, la figura del policía asesinado era ampliamente cuestionada, ya que había sido acusado por miembros de la oposición al franquismo de practicar malos tratos y torturas a los detenidos. José Ramón Recalde, quien luego sería consejero socialista del Gobierno vasco y superviviente de un atentado de ETA en el que resultó herido, relata en sus memorias (Fe de vida, Tusquets, 2004) las circunstancias de su detención en San Sebastián en los años sesenta:  




			



			 




			Los golpes fueron la primera fase de las sesiones de malos tratos a las que me sometieron en un interrogatorio llevado a cabo por policías de «la social» de Madrid y por Melitón Manzanas, comisario de Guipúzcoa asesinado por ETA y condecorado a título póstumo en 2001; si bien debo aclarar que este, cuando de las preguntas se pasaba a los hechos, abandonaba la estancia, movido por alguna repentina urgencia. 




			



			 




			La respuesta del Gobierno al asesinato de Manzanas fue la declaración del estado de excepción en Guipúzcoa durante tres meses a partir del 5 de agosto, medida que fue prorrogada en octubre por otros tres meses más. Al amparo de esta decisión quedaban suspendidos los artículos 14, 15 y 18 del Fuero de los Españoles que regulaban la libertad de residencia, la inviolabilidad de domicilio y el periodo de detención policial. Además, el 14 de agosto, el Consejo de Ministros aprobó un decreto ley sobre represión del bandidaje y el terrorismo que incluía en el ámbito de la jurisdicción militar delitos de propaganda, huelgas o sabotajes si perseguían un fin político. 




			El crimen sirvió para hacer realidad la teoría de la acción-represión-acción que habían elaborado los terroristas como una forma de provocación al régimen franquista. 




			

	    


	 	

	    

            



			 




			
1969 




			



			 




			
LA REPRESIÓN FRANQUISTA 




			



			 




			El año 1969 fue duro para ETA, después de los dos asesinatos deliberados que había cometido el año anterior. La represión diezmó a la organización terrorista y llevó a la cárcel a una parte considerable de sus cuadros dirigentes que, en diciembre de 1970, tendrían que comparecer ante el Consejo de Guerra de Burgos. Este consejo terminaría provocando grandes dificultades al régimen de Franco, ya que las protestas contra las condenas a muerte se extendieron por todo el mundo hasta conseguir que fueran conmutadas.  




			En el País Vasco, el año 1969 estuvo marcado también por una intensa conflictividad laboral que reflejaba el malestar de los trabajadores industriales con la situación económica. Los roces entre la Iglesia vasca y el régimen estaban a la orden del día, con arrestos de numerosos sacerdotes, conflictos que en 1969 elevaron su nivel al ser detenido el vicario general de la diócesis de Bilbao con la intención de que este aclarara la huida del etarra sospechoso de haber asesinado al taxista Fermín Monasterio. El arresto provocó una enérgica protesta por parte del obispo de la capital vizcaína, monseñor Cirarda. 




			



			 




			FERMÍN MONASTERIO PÉREZ 




			9 de abril de 1969. Arrigorriaga (Vizcaya). Taxista. 




			



			 




			Cuatro balas de la marca belga FN Herstal hirieron mortalmente al taxista Fermín Monasterio Pérez el 9 de abril de 1969. Una le alcanzó el corazón, otra el tórax, otra la ingle y la última la mano. Nacido en Burgos en 1931, la víctima dejaba esposa y tres hijas de trece, diez y cinco años. 




			Fermín Monasterio llevaba cinco años trabajando en Bilbao como taxista, y su desgracia aquel día fue hacer la ronda por el casco viejo de la capital vizcaína. Cuatro miembros de ETA, Mario Onaindia, Txutxo Abrisketa, Víctor Arana Bilbao y Miguel Echevarría Iztueta, decidieron el 9 de abril regresar de Cantabria, donde habían permanecido una semana escondidos, e instalarse en un piso que tenían en la calle Artekale de Bilbao. El piso, en la tercera planta, había sido descubierto por la Policía y en su interior se encontraban varios agentes esperándoles. Onaindia, Abrisketa y Arana fueron apresados apenas penetraron en la vivienda, pero Echevarría, alias Makagüen, salió huyendo de la casa a pesar de ser alcanzado por dos disparos. 




			En la calle se encontró con un taxi libre. El vehículo, matrícula BI-125.984, conducido por Fermín Monasterio, se detuvo ante la indicación del miembro de ETA, que pidió al taxista que lo llevara por la carretera de Basauri hacia Burgos. Durante el trayecto, el conductor advirtió que su pasajero estaba herido y rechazó continuar el viaje si no le aclaraba el origen de las heridas. 




			«Echevarría le sacó la pistola y le amenazó con matarle si no le llevaba a la dirección donde le indicaba o al menos le dejaba el taxi. Pero el taxista se resistió y le descerrajó dos tiros», relató Mario Onaindia (El precio de la libertad. Memorias 1948-1977, Espasa Calpe, 2001). En realidad, fueron cuatro los tiros que dejaron a Fermín Monasterio mortalmente herido. El miembro de ETA sacó al conductor del vehículo y lo arrojó al suelo. Después se puso él mismo al volante y se dio a la fuga. Otro taxista encontró el cuerpo agonizante de su compañero cerca de Arrigorriaga y lo llevó al hospital de Basurto, donde falleció. 




			Los taxistas de Vizcaya dedicaron parte de la recaudación del 12 de abril a ayudar a la familia de su compañero, que recibió además diversas donaciones públicas y privadas. 




			El miembro de ETA autor de la muerte de Fermín Monasterio llegó con el taxi robado hasta la localidad de Orozco, donde fue atendido por un vecino que le curó de sus heridas aplicando los procedimientos aprendidos durante su servicio militar en la Legión. Echevarría Iztueta logró huir a Francia, a pesar de la intensidad de las pesquisas policiales, que produjeron la detención de casi un centenar de personas. Casi treinta años después del crimen, el 2 de abril de 1998, el miembro de ETA fue detenido en la localidad mexicana de San Luis Potosí y entregado a las autoridades españolas. La Audiencia Nacional le condenó a 8 años de cárcel por sus implicaciones en las actividades de fabricación de explosivos de la banda terrorista. Los hechos anteriores a 1977 habían sido amnistiados. 
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LAS BASES DE LA ESCALADA ETARRA 




			



			 




			La solidaridad que provocó el Consejo de Guerra de Burgos de diciembre de 1970 contra los dirigentes de ETA que habían sido detenidos en 1969 se transformó en un flujo de nueva militancia que reforzó las filas de una organización debilitada no solo por la acción policial, sino por las crisis internas que se habían registrado en 1970 con la celebración de la VI Asamblea. De este cónclave, ETA había salido dividida entre los que querían hacer de la organización un partido obrero de vanguardia y los que pretendían continuar el camino marcado por la preeminencia de las armas. Sin embargo, el juicio de Burgos fue para muchos jóvenes vascos el mejor motivo para enrolarse en ETA. 




			El denominado Frente Militar se convirtió en ETA-V Asamblea, la organización que se quedó finalmente con el nombre y con la estrategia armada como fórmula exclusiva de acción. Los pistoleros se impusieron sobre los políticos, generándose una dinámica que pasó a ser una constante en la historia de los años siguientes de ETA. A partir de 1971 se había iniciado un periodo de intensificación de los atentados de la mano del líder de ETA en ese momento, el fraile benedictino Eustakio Mendizabal, Txikia, que murió en 1972 por disparos de la Policía.  




			



			 




			ELOY GARCÍA CAMBRA 




			29 de agosto de 1972. Galdácano/Galdakao (Vizcaya). Policía municipal. 




			



			 




			Eloy García Cambra, de cuarenta y cuatro años, natural de la localidad navarra de San Martin de Unx, se encontraba el 29 de agosto de 1972 junto a su compañero de patrulla de la Policía Municipal de Galdácano Ignacio Rubio. Los dos agentes identificaron en la estación de autobuses a un individuo sospechoso que resultó ser un miembro de ETA, el cual tenía una cita con otros tres miembros de la organización terrorista. Eloy García Cambra se quedó con el sospechoso —desconociendo su pertenencia a la organización terrorista—, mientras su compañero se trasladaba a Basauri para informar del arresto a la Guardia Civil.  




			Los tres etarras vieron a su compañero con el policía, al que dispararon a quemarropa y por la espalda. A continuación los cuatro iniciaron la fuga en un taxi, que se topó con el coche de la Guardia Civil en el que regresaban dos agentes y el otro policía municipal. Se inició entonces un tiroteo en el que resultó herido uno de los guardias civiles. Los etarras lograron darse finalmente a la fuga. García Cambra falleció  por los disparos recibidos en la nuca y en la espalda. Su compañero, Ignacio Rubio, intentó arrebatarle el arma a uno de los agresores, pero no lo consiguió, aunque el miembro de ETA, en la refriega, perdió una cartera que más tarde serviría para identificar al asesino. En ella se encontró la documentación del dueño, propaganda terrorista y numerosas direcciones y números de matrícula de vehículos oficiales y privados de la Policía en Vizcaya y Guipúzcoa. 




			Miles de personas acudieron al funeral de Eloy García, celebrado en la iglesia de Galdácano. La víctima era policía municipal desde hacía quince años, estaba casado y tenía cuatro hijos con edades comprendidas entre los ocho y los dieciséis años. Casi todos los comercios de la localidad permanecieron cerrados durante una hora en señal de duelo. Eloy era una persona muy popular y apreciada en Galdácano por su carácter correcto y educado, según quedó reflejado en El Correo en su edición del 31 de agosto de 1972. 
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EL ASESINATO DE CARRERO BLANCO 




			



			 




			El atentado que costó la vida al presidente del Gobierno, el almirante Luis Carrero Blanco, constituye uno los grandes hitos de la historia del grupo terrorista. Este atentado dio a ETA una proyección internacional y una fama sin precedentes. Nadie, y mucho menos los servicios de seguridad de la época, se imaginaban que la banda podría actuar en la capital española y hacerlo de manera tan espectacular. Aparte de la propaganda que aquel atentado supuso para ETA, permitió hacer creer a los miembros de la banda que tenían capacidad para cambiar el curso de la historia. 




			En los meses siguientes al asesinato de Carrero Blanco, en el seno de ETA se registró una serie de escisiones. Primero se produjo el abandono del llamado Frente Obrero, al que se sumaría, al año siguiente, la ruptura entre dos ramas identificadas como ETA militar y ETA político-militar. El resultado de este proceso fue la consolidación de una organización con unas características que facilitaron su paso de la dictadura a la democracia y su persistencia a lo largo del tiempo, con independencia de los cambios experimentados en la sociedad y de la modificación de las realidades políticas. 




			



			 




			JOSÉ HUMBERTO FOUZ ESCUDERO 




			24 de marzo de 1973. San Juan de Luz (Francia). Empleado de una empresa de transportes. 




			



			 




			Los tres jóvenes eran amigos; les unía su origen gallego y la vecindad en la localidad guipuzcoana de Irún. FERNANDO QUIROGA VEIGA tenía entonces veinticinco años y estaba empleado en una agencia de aduanas; José Humberto Fouz Escobedo, de veintiocho, trabajaba en una empresa de transportes, y JORGE JUAN GARCÍA CARNEIRO, de veintitrés, se había desplazado a Irún para buscar trabajo. 




			El 24 de marzo de 1973, los tres cruzaron la frontera con Francia a bordo de un vehículo con matrícula de La Coruña 2143-B y se dirigieron a San Juan de Luz para pasar el día. Su objetivo, al parecer, era ver una película entonces prohibida en España, El último tango en París. Desde entonces hasta hoy no se ha tenido ningún dato sobre su paradero. Al no regresar a sus casas, los familiares de los jóvenes se alarmaron y dieron la alerta a la Guardia Civil ante el temor de que hubieran podido sufrir un accidente. 




			Durante meses no se tuvo noticia alguna sobre su suerte, si bien un mes más tarde el diario bilbaíno Hierro relataba que los tres jóvenes habían sido agredidos en San Juan de Luz por un grupo de etarras. El 26 de diciembre de aquel mismo año, el diario ABC publicó una noticia, firmada por Alfredo Semprún, en la que se afirmaba que habían sido asesinados y hechos desaparecer por ETA. Incluso se apuntaba un nombre propio como responsable de los crímenes, el de Tomás Pérez Revilla, posteriormente asesinado por el GAL. 




			Según esta versión, los tres amigos estuvieron en Biarritz viendo una película, y después fueron a San Juan de Luz, donde tuvieron un enfrentamiento en un bar con un grupo de miembros de ETA, que sospechaban que los tres amigos fueran policías. Según este relato, José Humberto Fouz murió en el mismo bar al recibir un botellazo en el parietal derecho. Sus compañeros estuvieron secuestrados en una granja de Saint Palais durante unos días, hasta que Tomás Pérez Revilla les mató a tiros. La versión de ABC decía que el cuerpo de Fouz fue arrojado a la bahía de San Juan de Luz horas después de su muerte, mientras que sus compañeros fueron enterrados cerca del lugar donde murieron. 




			Ninguna fuente oficial confirmó a las familias de los desaparecidos esta versión de los hechos, según recuerda Coral Rodríguez Fouz, sobrina de José Humberto, ex senadora socialista y parlamentaria vasca. Hasta la publicación de la noticia en diciembre, los familiares estaban convencidos de que su ausencia obedecía a algún accidente que habían sufrido con el vehículo. José Humberto vivía en Irún en el domicilio de sus padres. «Lo último que pensaban era que pudiera tener que ver con ETA. Creían que les habría pasado algo, que habrían tenido algún accidente, y por eso se rastreó la costa», indicó Coral Rodríguez años después.  




			En enero de 1974, a raíz de la publicación de la información de ABC, las familias presentaron una denuncia en el juzgado de Irún, que instruyó las diligencias correspondientes sin fruto alguno. Un año después, el juez ordenó el sobreseimiento del caso. «Cuando fuimos mi hermana y yo a ver el sumario, la mitad eran recortes de periódico —explica Coral Rodríguez en el número 915 de Crónica de Documentación  y Actualidad, editado por la agencia Vasco Press—. Venía el ABC entero. Luego había peticiones del abogado y, detrás, la contestación del juez de que “no ha lugar”». La familia se topó con el desinterés de la Policía. «Mi abuelo, que tenía fama de rojo, iba a la Policía y le decían: “casos como el de tu hijo hay cien”», añade Coral Rodríguez. Los allegados nunca fueron informados por las autoridades sobre la verosimilitud del relato de las muertes de los tres jóvenes, si bien en el sumario aparecían fichas de la Policía en las que se atribuían las muertes a Tomás Pérez Revilla. 




			Aparte de estos datos, sin valor legal, no ha habido más información oficial sobre el asunto. Ni siquiera llegó a aparecer el vehículo en el que viajaban los tres jóvenes. «Se dijo que había sido visto circulando por Francia con una matrícula cambiada, que correspondía a una furgoneta de Zaragoza», recuerda Coral Rodríguez, pero de este dato tampoco hubo confirmación alguna. La versión periodística citada indicaba que el vehículo había sido usado por ETA y posteriormente desguazado para borrar todas las huellas. 




			En septiembre de 1997, la Policía francesa abrió un panteón del cementerio de Biriatou, donde se sospechaba que pudiera estar escondido el cuerpo de EDUARDO MORENO BERGARECHE, Pertur (pág. 78), información que resultó ser falsa. En la tumba se encontraron los restos de tres personas enterradas desde hacía mucho tiempo. Esto provocó inquietud en las familias de los desaparecidos en 1973, que pidieron a la Policía que investigara y se hicieran pruebas de ADN. Sin embargo, los restos encontrados no pertenecían a los tres jóvenes gallegos. 




			Véase también Jorge Juan García Carneiro (pág. 32) y Fernando Quiroga Veiga (pág. 32). 




			



			 




			JORGE JUAN GARCÍA CARNEIRO 




			24 de marzo de 1973. San Juan de Luz (Francia). Parado. 




			



			 




			Asesinado por ETA en San Juan de Luz, el 24 de marzo de 1973, junto con JOSÉ HUMBERTO FOUZ ESCUDERO y FERNANDO QUIROGA VEIGA.  




			Véase el relato completo del atentado en José Humberto Fouz Escudero (pág. 30). 




			



			 




			FERNANDO QUIROGA VEIGA 




			24 de marzo de 1973. San Juan de Luz (Francia). Empleado de agencia de aduanas. 




			



			 




			Asesinado por ETA en San Juan de Luz, el 24 de marzo de 1973, junto con JOSÉ HUMBERTO FOUZ ESCUDERO y JORGE JUAN GARCÍA CARNEIRO.  
			



			Véase el relato completo del atentado en José Humberto Fouz Escudero (pág. 30). 




			



			 




			JUAN ANTONIO BUENO FERNÁNDEZ 




			20 de diciembre de 1973. Madrid. Inspector del Cuerpo General de  Policía. 




			



			 




			El inspector Juan Antonio Bueno Fernández, nacido en la localidad de Maranchón (Guadalajara) el 27 de diciembre de 1921, estaba casado y tenía un hijo de quince años de edad. Pertenecía al Cuerpo General de Policía desde hacía años. Entró en él por oposición en 1944 y estuvo destinado en Soria, Zaragoza y Barcelona antes de recalar en Madrid en 1957, donde pasó a formar parte de la escolta del almirante LUIS CARRERO BLANCO, asesinado por ETA el 20 de diciembre de 1973. Juan Antonio Bueno Fernández murió en el atentado terrorista dirigido contra Carrero Blanco, que ocupaba en aquel entonces la Presidencia del Gobierno. 




			Véase el relato completo del atentado en Luis Carrero Blanco (pág. 33). 




			



			 




			LUIS CARRERO BLANCO 




			20 de diciembre de 1973. Madrid. Presidente del Gobierno.  




			



			 




			Las medidas de seguridad en Madrid habían sido numerosas la víspera del 20 de diciembre de 1973. No en vano acababa de visitar la capital española el secretario de Estado norteamericano, Henry Kissinger, quien había mantenido una entrevista con el presidente del Gobierno, el almirante Luis Carrero Blanco. Sin embargo, el día después de la visita el jefe del Ejecutivo español perdía la vida por la explosión de una bomba subterránea colocada en una calle del centro de Madrid. En el mismo atentado resultaron muertos el conductor JOSÉ LUIS PÉREZ MOGENA y el policía de la escolta JUAN ANTONIO BUENO FERNÁNDEZ que viajaban en el mismo coche que el almirante. 




			La vigilancia de ETA sobre Carrero Blanco había comenzado muchos meses antes, cuando el almirante era todavía vicepresidente del Gobierno. El plan inicial era secuestrarlo y canjearlo por presos de la organización terrorista, pero el 6 de junio de 1973 Carrero fue nombrado presidente. El nuevo cargo vino acompañado de un refuerzo de las medidas de seguridad, por lo que los etarras cambiaron de planes sobre la marcha: en lugar de secuestrarlo, se procedería a asesinar al almirante. La información recopilada en los meses previos sobre las costumbres y desplazamientos del jefe del Gobierno se puso al servicio del nuevo objetivo. 




			Un terrorista, haciéndose pasar por escultor, alquiló un sótano en el número 104 de la calle Claudio Coello, por la que todas las mañanas pasaba Carrero Blanco cuando salía de oír misa en la iglesia de los Padres Jesuitas, ubicada en la calle Serrano. Desde el sótano excavaron un túnel hasta el centro de la calle, donde colocaron una bomba. El artefacto estaba conectado a un cable eléctrico que fue extendido a lo largo de la vía pública hasta una esquina próxima, donde dos de los tres miembros de ETA que formaban el comando ejecutor del atentado colocaron una escalera y simularon trabajar haciéndose pasar por electricistas. 




			El 20 de diciembre, a las 9:20 horas, el coche del presidente del Gobierno circulaba, como todos los días, por la calle Claudio Coello. Subido en la escalera, el miembro de ETA José Miguel Beñarán, Argala, vigiló hasta que el coche llegó a la altura de una raya roja que habían pintado en la pared —la raya señalaba el lugar en el que estaba en terrada la bomba—. En ese momento el terrorista avisó a un cómplice, quien, desde el suelo, estableció la conexión eléctrica que provocó una gran explosión. 




			La detonación fue tan potente que el coche oficial, un Dodge Dart, subió por los aires, superó la altura del edificio de la residencia de los Jesuitas y cayó en un patio interior. Los escoltas, que viajaban en un coche detrás del presidente, vieron cómo el vehículo oficial desaparecía de su campo de visión, cómo se abrió un gran cráter en el suelo y cómo la calle se llenaba de cascotes y cristales procedentes de los edificios más próximos. En medio del caos, un coche cargado de explosivos que los terroristas habían colocado en doble fila para incrementar los daños quedó relativamente intacto, pues la dinamita que ocultaba en el maletero no llegó a estallar. Fue retirado después por miembros de la Policía que desconocían que el coche contenía otra bomba. 




			En el atentado, además de los tres fallecidos, se registraron numerosos heridos, entre ellos tres policías del coche escolta, un taxista, la portera del inmueble 104 de la calle Claudio Coello y su hija de corta edad. 




			En un primer momento se barajó la hipótesis de que la explosión hubiera sido producida por un escape de gas, pero las investigaciones permitieron descubrir enseguida que se trataba de un acto terrorista. En el interior del sótano del número 104 de la calle Claudio Coello se encontraron unos treinta sacos, que contenían la tierra extraída durante la excavación del túnel. También en el sótano se descubrieron los hilos eléctricos, de unos veinticinco metros de largo, que empalmaban a través de la ventana con el cable detonador, de cerca de cien metros de largo, conectado a la carga explosiva.  




			A las 23:00 horas del mismo día 20, Radio París informó que miembros de la organización terrorista ETA, que habían denominado a los preparativos del atentado como «Operación Ogro», se responsabilizaban del magnicidio. Los autores materiales, miembros del Comando Txikia, se habían escondido en Madrid, donde permanecieron durante un mes. El 28 de diciembre otros miembros de la banda comparecieron en Burdeos en una rueda de prensa para responsabilizarse del atentado, presentándose como las personas que habían perpetrado el asesinato.  




			Treinta y tres años más tarde, Carmen Carrero, hija del almirante, confesaría en el programa De idealistas a asesinos, emitido por Telemadrid, su falta de odio a los asesinos:  




			



			 




			Dentro de la pena, dentro del espanto, de que es terrible una  muerte así, porque es un estallido en la familia, no guardas rencor ni  odio, porque comprendes que hay que perdonar. Para él, fue un premio en su vida. Si le hubieran dicho cómo quieres morir, habría dicho:  «cumpliendo con mi deber». 




			



			 




			Luis Carrero Blanco había nacido en Santoña (Cantabria) en 1903, estaba casado y tenía cinco hijos, tres de los cuales eran, como su padre, marinos del Ejército. Entró en la Escuela Naval de la Armada a los quince años. Estudió en la Escuela Naval de Madrid, de la que luego fue profesor, y en la de París. Durante la Guerra Civil estuvo en el bando de Franco y ocupó el cargo de jefe del Estado Mayor de Cruceros. Terminada la contienda, en 1940 entró como subsecretario de la Presidencia del Gobierno, donde ocupó diversos cargos antes de ser nombrado vicepresidente en 1967, un año después de haber ascendido a almirante. El 6 de junio de 1973 fue nombrado presidente del Gobierno.  




			Véase también José Luis Pérez Mogena (pág. 35) y Juan Antonio Bueno Fernández (pág. 32). 




			



			 




			JOSÉ LUIS PÉREZ MOGENA 




			20 de diciembre de 1973. Madrid. Conductor del Parque Móvil.  




			



			 




			José Luis Pérez Mogena, chófer del presidente del Gobierno LUIS CARRERO BLANCO, nació en Madrid en 1940, estaba casado y tenía un hijo de siete años y una hija de cuatro. En febrero de 1974 habría cumplido ocho años sirviendo en el Parque Móvil de Ministerios, los tres últimos destinado en Presidencia del Gobierno. En el momento del atentado su madre se hallaba visitando a una amiga en la ciudad sanitaria Francisco Franco, y cuando oyó la noticia del atentado llamó a la casa de su nuera, desde donde le confirmaron que trasladaban a su hijo, aún con vida, al mismo hospital en el que ella se encontraba. José Luis falleció a las 13:00 horas. 




			Véase el relato completo del atentado en Luis Carrero Blanco (pág. 33). 
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UNA MASACRE NEGADA 




			



			 




			En la historia del terrorismo etarra, el año 1974 se caracterizó por dos hechos relevantes. El primero se produjo cuando la banda declaró «objetivos legítimos» a todos los miembros de los Cuerpos de Seguridad, abriendo el abanico de víctimas a cualquier uniformado. A partir de ahí, cualquier policía o guardia civil pasaba a estar en el punto de mira. El segundo episodio significativo tuvo lugar cuando ETA cometió la primera masacre de civiles al colocar una bomba en la cafetería Rolando de Madrid. 




			El éxito del atentado contra Carrero Blanco llevó a ETA a persistir en sus actuaciones en la capital española, pero al elegir como objetivo una cafetería situada junto a la Dirección General de Seguridad, perpetró una matanza que acabó con la vida de trece personas. Dadas las dimensiones de la catástrofe, los terroristas no quisieron reconocer la autoría del crimen y negaron su implicación en el mismo. Quienes se resistían a calificar a ETA como un grupo terrorista, recurriendo a su política de identificación de objetivos, contemplaron cómo la distinción académica entre violencia y terrorismo desapareció para siempre aquel 17 de septiembre de 1974 en la calle Correo de la capital española.  




			



			 




			GREGORIO POSADA ZURRÓN 




			3 de abril de 1974. Azpeitia (Guipúzcoa). Cabo primero de la Guardia Civil.  




			



			 




			Gregorio Posada Zurrón era el jefe del Grupo de Información que tenía la Guardia Civil en Azpeitia. Habría podido trasladarse a Logroño, pero decidió continuar en la localidad guipuzcoana. El 3 de abril de 1974, el cabo primero, vestido con su uniforme reglamentario, circulaba en su vehículo, un Seat 850, por la calle Juan XXIII. La calzada se encontraba en obras, por lo que el coche avanzaba lentamente. Dos miembros de ETA, armados con subfusiles Marieta, se colocaron delante del vehículo y lo ametrallaron. 




			Los proyectiles destrozaron el cristal delantero y los cristales del lateral izquierdo, y alcanzaron de lleno al conductor, que perdió el control del vehículo y chocó con la puerta de un local. Un niño de unos diez años que presenció el ataque avisó a los clientes de un bar cercano, algunos de los cuales asistieron rápidamente al agente mientras otros acudían a dar aviso al cuartel de la Guardia Civil. Gregorio Posada se encontraba en estado muy grave, pues había sido alcanzado por varios impactos, uno de ellos en la cabeza. A pesar del rápido traslado a un centro de salud, el cabo murió a las 20:00 horas de ese mismo día en el hospital militar de San Sebastián. 




			Los autores materiales del atentado se dieron a la fuga en una motocicleta que fue descubierta poco después y que había sido robada en Azcoitia. De esta acción terrorista fueron acusados José Antonio Garmendia Artola, alias Tupa, y Ángel Otaegui Echevarría. Ambos fueron juzgados en Consejo de Guerra y condenados a muerte. A Garmendia le conmutaron la pena a causa de las heridas en la cabeza que sufrió en el momento de la detención, mientras que Otaegui fue uno de los cinco últimos fusilados durante el régimen de Franco, el 27 de septiembre de 1975. 




			El 8 de abril la organización terrorista emitió un comunicado a través del cual asumía la autoría del atentado contra Gregorio Posada. En este texto la banda declaraba que «todos los sectores de las Fuerzas de Seguridad son objetivos legítimos». Por tanto, a partir de este asesinato ETA incluía como objetivos a todos los agentes policiales por el mero hecho de serlo. 




			El cabo primero asesinado tenía treinta y tres años y nació en Villaferrueña (Zamora). Su padre, ya retirado, fue también guardia civil. Gregorio había ingresado en el Instituto Armado el 1 de mayo de 1962. Estaba casado y tenía dos hijas, una de seis años y otra de cuatro. 




			



			 




			MANUEL PÉREZ VÁZQUEZ 




			3 de junio de 1974. Ataun (Guipúzcoa). Guardia civil. 




			



			 




			El 31 de mayo de 1974, cuatro miembros de ETA armados con subfusiles llevaron a cabo un atraco en las instalaciones de la empresa CAF (Compañía Auxiliar de Ferrocarriles) en Beasain. Los asaltantes entraron en los talleres cortando la alambrada del lugar e intimidando al guarda. En ese momento dos pagadores de la empresa iniciaban la entrega de los sobres con el importe de las nóminas a unos cien obreros, pero los miembros de ETA se apoderaron de la práctica totalidad de los sobres, que contenían unos catorce millones de pesetas. 




			Como respuesta a este atraco, cometido con la complicidad de un empleado, la Guardia Civil estableció un dispositivo de búsqueda en toda la zona para tratar de localizar a los asaltantes. Unas doce horas después del atraco, una pareja de motoristas de la Agrupación de Tráfico localizó cerca de Olaberria un vehículo sospechoso cuyos ocupantes entraron en un edificio en ruinas. Los agentes fueron recibidos a tiros desde el interior del edificio y, tras mantener un breve enfrentamiento, los miembros de ETA se dieron a la fuga. En el interior del inmueble fue encontrado casi todo el dinero robado, así como armamento de diverso tipo. Además, poco después fue localizado y arrestado uno de los asaltantes. 




			La operación policial se prolongó durante varios días más para intentar capturar al resto de los atracadores. Durante la madrugada del 2 al 3 de junio, un vehículo oficial de la Guardia Civil conducido por Manuel Pérez Vázquez, y en el que viajaban el teniente Evaristo García Sotelo y el cabo primero Miguel Alonso Martín, circulaba por el barrio de Ergoyena, en Ataun. Los guardias civiles vieron a dos hombres y una mujer que transitaban por la carretera, por lo que procedieron a detenerse para identificarlos. 




			Dos de los interpelados ofrecieron su documentación a los agentes, pero el tercero, que luego sería identificado como Miguel Ángel Apalategui Aierbe, de diecinueve años, empleado de CAF, sacó una pistola y disparó contra Manuel Pérez, que quedó gravemente herido. 




			El agresor, apodado Apala, que pocos años más tarde alcanzaría gran notoriedad como miembro de ETA, saltó a un río cercano salvando un gran desnivel y huyó amparado por la oscuridad. La sospecha de la Guardia Civil es que Apalategi debió de creer que el etarra detenido por el atraco le habría delatado como informante de la banda en la factoría de la CAF y que, por tanto, el agente iba a detenerle.  




			El guardia civil Manuel Pérez, alcanzado de un disparo en el corazón, murió poco después en la clínica de San Cosme y San Damián de Tolosa. El fallecido era natural de San Román de Retorta (Lugo), tenía veintinueve años y estaba soltero. Estaba destinado en la Comandancia de San Sebastián, adscrito al cuartel de Zarautz. 




			



			 




			MARTÍN DURÁN GRANDE 




			11 de septiembre de 1974. Bilbao. Guardia civil. 




			



			 




			Martín Durán Grande tenía veintiún años cuando fue asesinado en Bilbao en septiembre de 1974. Había nacido en Portugalete, en la margen izquierda de la ría del Nervión, pero tenía su domicilio en Erandio, en la orilla derecha. 




			La primera secuencia del episodio que costaría la vida al joven agente vizcaíno se inició durante la noche del 10 de septiembre en la frontera franco-española. Varios miembros de ETA que intentaban llegar a España a través del río Bidasoa, cerca de la isla de los Faisanes, fueron sorprendidos por agentes de la Guardia Civil. Uno de los miembros de ETA fue detenido, pero el resto consiguió regresar a Francia. 




			Como consecuencia de la información obtenida tras ese incidente, los miembros del Instituto Armado localizaron un piso situado en el número 59 de la calle Doctor Areilza, de Bilbao, que podía estar siendo utilizado por ETA. La mañana del día 11, efectivos policiales penetraron en la casa y detuvieron a MARÍA DOLORES GONZÁLEZ CATARAIN, Yoyes (pág. 590), que doce años más tarde sería también asesinada por ETA. Mientras los agentes se hallaban en la vivienda, llegaron otros dos miembros de la banda, uno de los cuales fue apresado. El segundo, sin embargo, huyó por las escaleras seguido por Martín Durán Grande, que recibió dos disparos a manos del fugitivo. 




			El agresor intentó esconderse en una de las viviendas del inmueble, pero sus ocupantes no se lo permitieron. Salió a la calle, donde efectuó otros disparos, uno de los cuales alcanzó a una mujer, Andre Villamore Silva de Touro, en el glúteo. El guardia herido llegó hasta la calle y allí se desplomó. Fue trasladado rápidamente al hospital militar con dos impactos de bala, uno en el vientre y otro en la pierna. A causa de la gravedad de las heridas falleció el día 15 de septiembre de 1974. 




			Horas más tarde, la Guardia Civil localizó otro piso situado en el número 6 de la calle Astillero, en el barrio bilbaíno de Zorroza, donde se había ocultado el presunto autor de los disparos, Juan José Urcelay Imaz. Al intentar llevar a cabo su detención, tuvo lugar un nuevo enfrentamiento en el que el miembro de ETA resultó muerto. Otro activista de la banda y dos agentes quedaron heridos. 




			



			 




			ANTONIO ALONSO PALACÍN 




			13 de septiembre de 1974. Madrid. Mecánico. 




			



			 




			Hasta que estalló el coche-bomba de Hipercor, en 1987, el atentado de ETA con mayor número de víctimas mortales fue el perpetrado el 13 de septiembre de 1974 en la cafetería Rolando, situada en el número 4 de la calle Correo de Madrid. Una bomba colocada en este establecimiento, ubicado a pocos metros de la céntrica Puerta del Sol, causó la muerte de trece personas. ETA no quiso reconocer la autoría de esta acción terrorista que enfrentó a dos sectores en el seno de la banda. 




			La presencia de varios miembros de ETA en la capital española para realizar los preparativos del atentado contra el almirante Carrero Blanco sirvió también para que se fijaran en la cafetería Rolando, debido a la proximidad del local a la Dirección General de Seguridad. Los etarras supusieron que los clientes del establecimiento serían policías, dada la cercanía del local a la sede oficial. Por ello guardaron la información, estudiaron la forma de perpetrar allí un acto terrorista y, un año después del atentado contra el presidente del Gobierno, decidieron llevar a la práctica sus planes. 




			El 13 de septiembre de 1974, miembros de ETA colocaron una bomba en los aseos de esta cafetería, ocasionando una masacre sin precedentes en la que murieron trece personas y resultaron heridas otras sesenta, once de ellos agentes de Policía. Uno de los testigos del atentado describía de este modo lo ocurrido en la edición del diario ABC del 14 de septiembre de 1974:  




			



			 




			Se produjo una explosión seca y tremenda, se apagó la luz y una lluvia de cascotes cayó sobre todos nosotros. En ese instante creo que no oímos gritos, tan solo el impresionante y ensordecedor ruido. Los cristales volaban por los aires hechos añicos y después todo fue confusión. 




			



			 




			El techo de la cafetería cayó sobre el numeroso público que se encontraba en el establecimiento, mientras que el efecto de la onda expansiva abrió los muros hasta la segunda planta del inmueble, provocando importantes daños en los pisos superiores y en las casas colindantes. Eustaquia Montero, de setenta y cinco años, inquilina de la finca afectada por el atentado, describió cómo vivió aquellos momentos: 




			



			 




			Eran las dos y media de la tarde cuando escuchamos la explosión.  Estábamos esperando a mi nieto para comer. Se nos cayó todo encima. Bajamos corriendo las escaleras en el mismo momento en que todavía caían cristales y cascotes.  




			



			 




			El diario ABC recogía los testimonios de otras víctimas del atentado. Antonio Sánchez, que se encontraba comiendo en el interior de la cafetería, declaró: 




			



			 




			Ha sido algo horrible; creíamos que no podríamos salir de allí, la gente daba gritos, el techo parecía que se iba a hundir, y el humo era cada vez más espeso y teníamos que taparnos la nariz. Fue horrible, tuve que ir parando taxis, creo que llegué hasta veinte, y ahí fui trasladando a las víctimas. Al principio creímos que era una explosión de gas, pero también olía a pólvora. Al principio la confusión fue enorme y la gente, sin darse cuenta, buscaba la salida en dirección contraria a donde se hallaba [...]. Nosotros mismos cogimos a una señora de unos cuarenta y un años y la trasladamos a La Paz en un coche de la Policía Municipal. Esta señora traía la cabeza abierta y falleció antes de ser atendida. 




			



			 




			El sargento primero de la Policía Armada Manuel Corrales Gómez se encontraba también en la cafetería. Al estallar la bomba cayó al sótano, donde estuvo unos veinte minutos a oscuras y del que tuvo que salir a tientas. Una vez fuera de la cafetería se le trasladó a un hospital, donde recibió tres puntos de sutura en el brazo izquierdo. 




			Los especialistas de la Policía calcularon que en el atentado se habían utilizado unos treinta kilos de dinamita y tuercas de unos dos centímetros de diámetro que actuaron como metralla. El primer balance oficial, ofrecido a las 22:00 horas por el director general de Seguridad, confirmó la existencia de nueve muertos, aunque la cifra se iría incrementando con el fallecimiento de los heridos más graves. 




			Antonio Alonso Palacín nació en el pueblo de Alhama de Aragón. Seis días antes de ser asesinado por ETA había contraído matrimonio en la vecina Calatayud. Era empleado de la fábrica de motores Abril. 




			Véase también María Jesús Arcos Tirado (pág. 42), Félix Ayuso Pinel (pág. 42), Francisca Baeza Alarcón (pág. 43), Baldomero Barral Fernández (pág. 43), Gerardo García Pérez (pág. 44), Francisco Gómez Vaquero (pág. 44), Antonio Lobo Aguado (pág. 45), Manuel Llanos Gancedo (pág. 45), Luis Martínez Marín (pág. 46), María Josefina Pérez Martínez  (pág. 47), Concepción Pérez Paino (pág. 47) y María Ángeles Rey Martínez (pág. 47). 




			



			 




			MARÍA JESÚS ARCOS TIRADO 




			13 de septiembre de 1974. Madrid. Telefonista. 




			



			 




			María Jesús Arcos Tirado, de veintiocho años, era natural de Contamina, en la provincia de Zaragoza. El 7 de septiembre había contraído matrimonio con ANTONIO ALONSO PALACÍN. La fotografía en blanco y negro de los dos jóvenes enamorados fue publicada por los medios de comunicación tras el asesinato de ambos en el atentado de la calle Correo. María Jesús trabajaba como telefonista en Alhama de Aragón.  




			Véase el relato completo del atentado en Antonio Alonso Palacín (pág. 40). 




			



			 




			FÉLIX AYUSO PINEL 




			13 de septiembre de 1974. Madrid. Inspector del Cuerpo General de  Policía. 




			



			 




			Félix Ayuso Pinel, de cuarenta y seis años, fue uno de los inspectores de Policía que ingresaron en el hospital de la Cruz Roja herido gravemente tras la explosión de la potente bomba colocada por ETA en la cafetería Rolando. Sobrevivió durante dos años y medio, pero el 16 de enero de 1977 murió como consecuencia de las heridas que había sufrido en el atentado. Sus restos mortales fueron inhumados en el cementerio de Fuencarral, en Madrid, con la asistencia del director general de Seguridad, el gobernador civil de Madrid y el jefe superior de Policía. 




			El mismo día en que Félix Ayuso Pinel era enterrado, la organización terrorista intentaba un nuevo asesinato. Gonzalo Santos Turrientes fue tiroteado en la localidad vizcaína de Las Arenas y resultó herido de máxima gravedad. La banda acusó a la víctima de haber denunciado a la Policía varias acciones cometidas por ETA. Cinco disparos le alcanzaron en diversas partes del cuerpo antes de que la pistola se encasquillara, circunstancia que pudo salvarle la vida.  




			Véase el relato completo del atentado en Antonio Alonso Palacín (pág. 40). 




			



			 




			FRANCISCA BAEZA ALARCÓN 




			13 de septiembre de 1974. Madrid. Maestra. 




			



			 




			Francisca Baeza Alarcón tenía cuarenta y cinco años, estaba soltera y era profesora de Enseñanza General Básica en Valdepeñas (Ciudad Real), donde ejercía desde hacía quince años. Hija única, vivía con sus padres, también maestros pero ya jubilados. El día en que fue asesinada por ETA había ido a Madrid a hacer unas compras. En el momento de la deflagración se encontraba junto a su prima, Maribel González, en la cafetería Rolando. Su prima resultó herida, pero pudo salvar la vida. Fue Maribel quien identificó el cadáver. Ambas solían acudir a dicha cafetería cuando Francisca iba a la capital de compras, como ocurrió ese día. Francisca fue enterrada en Valdepeñas. Numerosos alumnos de la maestra conformaron la comitiva aquel triste día.  




			Véase el relato completo del atentado en Antonio Alonso Palacín (pág. 40). 




			



			 




			BALDOMERO BARRAL FERNÁNDEZ 




			13 de septiembre de 1974. Madrid. Panadero.  




			



			 




			Baldomero Barral Fernández tenía veinticuatro años y estaba casado con MARÍA JOSEFINA PÉREZ MARTÍNEZ. Los dos, naturales de La Coruña, murieron aquel día en el atentado de la cafetería Rolando de la calle Correo de Madrid.  




			Véase el relato completo del atentado en Antonio Alonso Palacín (pág. 40). 




			



			 




			GERARDO GARCÍA PÉREZ 




			13 de septiembre de 1974. Madrid. Camarero.  




			



			 




			Gerardo García Pérez, casado y con tres hijos, fue uno de los tres empleados de la cafetería Rolando que perdieron la vida en el atentado. 




			Su compañero Emilio Candil García, de veintitrés años, también camarero de la cafetería, que sufrió conmoción cerebral, heridas y erosiones múltiples, explicó cómo les sorprendió el atentado:  




			



			 




			En el momento de producirse la explosión yo recuerdo que estaba  trabajando en la barra del bar. Me disponía a cobrar a un cliente. De  pronto sentí una gran avalancha de escombros sobre nosotros e intenté salir para afuera corriendo. Oí gritos de socorro y me pareció como  si perdiera el conocimiento. Al despertar vi a muchos que sangraban,  igual que yo, en medio de los escombros. ¡Fue terrible! Yo no oí ninguna explosión, no oí ruidos. Recuerdo que la caja [registradora] me  daba corriente y sentía el hormigueo por todo mi cuerpo, especialmente en las manos.  
			

			

			 




			Véase el relato completo del atentado en Antonio Alonso Palacín (pág. 40). 




			



			 




			FRANCISCO GÓMEZ VAQUERO 




			13 de septiembre de 1974. Madrid. Cocinero. 




			



			 




			Francisco Gómez Vaquero, de treinta y un años, fue rescatado aún con vida debajo de los escombros, lo cual hizo afirmar a uno de los responsables de la Cruz Roja que intervenía en el rescate que se trataba de un hecho «milagroso». Desgraciadamente, Francisco Gómez, que trabajaba como cocinero de la cafetería Rolando, falleció posteriormente en el hospital Clínico al que fue trasladado. 




			Su esposa, Blanca Condado Aguilar, tenía veinte años y dos hijos cuando quedó viuda y tuvo que ponerse a trabajar como asistenta para sacar adelante a sus niños, pues hasta muchos años más tarde no recibió una pensión, según relata José María Calleja en Contra la barbarie. Un  alegato a favor de las víctimas de ETA (Temas de Hoy, 1997). En ese mismo libro el autor señala lo siguiente sobre Eva Forest, que había colaborado con los miembros de ETA en Madrid: 




			



			 




			En principio se quiso hacer explotar un potente artefacto dentro  de la propia Dirección General de Seguridad. Como esta operación  resultaba descabellada incluso para mentes tan calenturientas e iluminadas como la de Eva Forest, se rebajaron los planteamientos y se decidió, como casi siempre en la historia de ETA, algo más cobarde, con  coste prácticamente nulo para los que colocaron la bomba y elevadísimo riesgo para sus destinatarios y para otras personas que lógicamente iban a estar en el lugar de los hechos por tratarse de una cafetería  muy concurrida. 
			

			

			 




			Véase el relato completo del atentado en Antonio Alonso Palacín (pág. 40). 




			



			 




			ANTONIO LOBO AGUADO 




			13 de septiembre de 1974. Madrid. Ferroviario.  




			



			 




			Antonio Lobo Aguado, nacido en 1919 en Villanueva del Río (Sevilla), estaba casado y tenía dos hijos. Fue una de las primeras víctimas de la matanza de la cafetería Rolando que pudo ser identificada tras ingresar cadáver en la Ciudad Sanitaria de Madrid. Fue enterrado en la localidad sevillana de la que era natural. Ferroviario de profesión, había sido trasladado a la capital de España hacía poco tiempo.  


			

			

			 




			Véase el relato completo del atentado en Antonio Alonso Palacín (pág. 40). 




			



			 




			MANUEL LLANOS GANCEDO 




			13 de septiembre de 1974. Madrid. Camarero. 




			



			 




			El camarero Manuel Llanos Gancedo, de veintiséis años, ingresó todavía con vida, sobre las 15:30 horas, en el hospital de la Cruz Roja. Le fue suministrado oxígeno y se intentó por todos los medios mantenerlo con vida, pero murió antes de que pudiera ser intervenido quirúrgicamente. 




			Manuel Llanos había nacido en la localidad asturiana de Villar de Vildas, pero a los seis años su familia se trasladó a Villablino (León), donde su padre encontró trabajo en una mina. Manuel tuvo que comenzar a trabajar pronto como aprendiz de camarero, ya que eran cinco en la familia viviendo del salario del padre. Su primer trabajo fue en el casino de Villablino. Los arrendatarios del local se trasladaron a Madrid y abrieron una cafetería, y con ellos se fue Manuel para trabajar en el nuevo establecimiento. Al cabo de cuatro o cinco años, los dueños de la cafetería Rolando le ofrecieron empleo como uno de los encargados y aceptó. Su hermano Antonio explicó a Iñaki Arteta y Alfonso Galletero, autores de Olvidados (Adhara, 2006): 




			



			 




			Él en Madrid se encontraba muy a gusto y, por lo que me decía  cuando hablábamos, allí era feliz Era, además, un auténtico apasionado del fútbol y un gran seguidor merengue. Era un tío muy elegante y  siempre que podía se iba a ver los entrenamientos y se codeaba con  toda esa gente. Luego me llamaba y me lo contaba para darme envidia. Yo también he sido desde siempre del Madrid. 
			



			Véase el relato completo del atentado en Antonio Alonso Palacín (pág. 40). 




			



			 




			LUIS MARTÍNEZ MARÍN 




			13 de septiembre de 1974. Madrid. Agente comercial.  




			



			 




			Luis Martínez Marín murió en el atentado de la cafetería Rolando y fue enterrado en el cementerio de La Almudena de Madrid. Había nacido en Valladolid el 8 de octubre de 1896 y residía en la capital de España desde hacía años.  




			Véase el relato completo del atentado en Antonio Alonso Palacín (pág. 40). 




			



			 




			MARÍA JOSEFINA PÉREZ MARTÍNEZ 




			13 de septiembre de 1974. Madrid. Ama de casa. 




			



			 




			María Josefina Pérez Martínez tenía veintiún años cuando se produjo el atentado terrorista que le costó la vida. Su esposo, BALDOMERO BARRAL FERNÁNDEZ, también murió como consecuencia de la bomba colocada por ETA en la cafetería Rolando. 




			Véase el relato completo del atentado en Antonio Alonso Palacín (pág. 40). 




			



			 




			CONCEPCIÓN PÉREZ PAINO 




			13 de septiembre de 1974. Madrid. Administrativa.  




			



			 




			Concepción Pérez Paino, de sesenta y cinco años, era administrativa en la cercana sede de la Dirección General de Seguridad situada en la Puerta del Sol. Fue una de las primeras víctimas del atentado de la cafetería Rolando que pudo ser reconocida, pues sus compañeros de trabajo sabían que solía acudir a ese establecimiento a tomar café en algún descanso. Sus restos mortales fueron enterrados al día siguiente en el cementerio de La Almudena de Madrid.  




			Véase el relato completo del atentado en Antonio Alonso Palacín (pág. 40). 




			



			 




			MARÍA ÁNGELES REY MARTÍNEZ 




			13 de septiembre de 1974. Madrid. Estudiante. 




			



			 




			María Ángeles Rey Martínez, de veinte años, era natural de Burgos. Había empezado a trabajar en el verano de 1974 haciendo prácticas como administrativa en un taller de electricidad, pero le había quedado una asignatura en sus estudios y decidió trasladarse a Madrid para presentarse a los exámenes de septiembre. El día 13 María Ángeles y otras compañeras fueron a la cafetería Rolando a comer cuando la bomba colocada por ETA estalló.  




			El padre de la víctima, Francisco Rey, relató a Iñaki Arteta y Alfonso Galletero, autores de Olvidados (Adhara, 2006), las circunstancias de la muerte de su hija:  




			



			 




			Ellas entraron a comer en la cafetería Rolando. Se aproximaron al  mostrador y entonces —no sé la gente que habría, si estaba a tope o  no— se repartieron las funciones. Mientras unas fueron a la barra a  pedir la comida o el aperitivo, mi hija se separó del resto, supongo que  unos metros, para coger mesa. Y en ese momento fue cuando explotó  la bomba. 




			Muchas veces me ha venido a la mente que, por apenas unos metros, mi hija no se salvó —añade Francisco Rey—. Porque muchos  metros no habría entre el mostrador y las mesas y, sin embargo, mi hija  cayó en el acto y a las amigas no les pasó nada, unos arañazos y poco  más. No llegaron a llevarlas siquiera al hospital. Se curaron allí mismo. 




			



			 




			Francisco Rey, avisado por la Policía, tuvo que trasladarse de Burgos a Madrid en un taxi para reconocer el cadáver de su hija y regresar con ella para enterrarla en su ciudad natal. Recuerda: 




			



			 




			Aquellas navidades fueron muy tristes, muy tristes. Veías a la gente  contenta, en la calle, haciendo compras, llena de alegría, y tú con tu  tristeza y tu pena. Era muy triste para toda la familia. Mi hijo pequeño, que tenía siete años cuando murió su hermana, parece que se dio  menos cuenta, pero las otras dos hijas, que tenían 16 y 14, sí que lo  sintieron mucho. María Ángeles era su hermana mayor y estaban muy  unidas a ella. Les costó mucho superarlo. 
			

			

			 




			Véase el relato completo del atentado en Antonio Alonso Palacín (pág. 40). 




			



			 




			JERÓNIMO VERA GARCÍA 




			29 de octubre de 1974. Pasajes/Pasaia (Guipúzcoa). Guardia civil. 




			



			 




			El sargento Jerónimo Vera García era natural de Murcia, pero desde 1949 residía en Guipúzcoa, donde había vivido veinticinco de sus cuarenta y cinco años.  




			El 29 de octubre de 1974, el sargento y un guardia primero —los dos participaban en una investigación conjunta con la Policía sobre las actividades de ETA— se trasladaron hasta el barrio de Trincherpe, en Pasajes, donde a las 19:30 localizaron a un individuo sospechoso que se encontraba en la confluencia de la variante de San Sebastián con la calle que desemboca en el puerto de Pasajes. Los dos guardias civiles lo sometieron a vigilancia, pero al darse cuenta de que intentaba alejarse de la zona le dieron el alto. El sospechoso, que resultó ser el miembro de ETA Ignacio Iparraguirre, sacó una pistola y disparó contra el sargento, a quien alcanzó en el pecho. Los guardias respondieron a los disparos hiriendo de gravedad al miembro de ETA. 




			Un vehículo particular que pasaba por la zona trasladó al sargento Vera hasta el hospital militar de San Sebastián, donde falleció dos horas y media después. El miembro de ETA fue conducido a otro hospital, en el que fallecería unos días más tarde. 




			



			 




			ARGIMIRO GARCÍA ESTÉVEZ 




			17 de diciembre de 1974. Mondragón (Guipúzcoa). Guardia civil. 




			



			 




			El subteniente LUIS SANTOS HERNÁNDEZ y el agente de la Guardia Civil Argimiro García Estévez acostumbraban a recorrer las calles de Mondragón y a tomar un vino en algún bar, como cualquier otro vecino de la localidad guipuzcoana en la que llevaban destinados siete y seis años, respectivamente. El 17 de diciembre de 1974, los dos guardias, como era su costumbre, tomaron unos chatos y luego se encaminaron por la calle del Ferial. Luis Santos, el comandante del puesto, iba con su uniforme, mientras que su subordinado vestía de paisano. Unos minutos después de las 20:30 horas, los ocupantes de un vehículo Seat matrícula BI-0945-E, que había sido robado unas horas antes a mano armada, se pusieron a la altura de los dos guardias civiles y dispararon una ráfaga de ametralladora. 




			Los dos agentes quedaron tendidos en el suelo a causa de las heridas sufridas, mientras personal y clientes del cine Gurea, situado frente al lugar del atentado, se acercaron para auxiliar a las víctimas. Los terroristas, cuatro o cinco, según los testigos, huyeron en el vehículo y lo abandonaron a unos cuatrocientos metros de distancia después de colisionar con otro turismo. 




			El guardia civil Argimiro García Estévez, de cincuenta años, estaba casado y tenía siete hijos con edades comprendidas entre los catorce y los veintiséis años. Las heridas sufridas por los disparos de ametralladora eran de tal gravedad que falleció antes de llegar a un centro médico de la localidad de Mondragón. Nació en la localidad salmantina de Aldeadávila de la Ribera. Llevaba seis años destinado en Mondragón y hacía veinticinco que prestaba sus servicios al cuerpo de la Guardia Civil. 




			Véase también Luis Santos Hernández (pág. 50). 




			



			 




			LUIS SANTOS HERNÁNDEZ 




			17 de diciembre de 1974. Mondragón (Guipúzcoa). Subteniente de la Guardia Civil. 




			



			 




			El subteniente Luis Santos Hernández resultó muerto en el atentado de Mondragón en el que también falleció su compañero ARGIMIRO GARCÍA ESTÉVEZ. A pesar de las heridas sufridas, el subteniente Luis Santos fue hablando por el camino mientras era trasladado al centro asistencial de Mondragón, y desde allí, al hospital de Cruces, donde fue sometido a una intervención quirúrgica de urgencia. A las 23:30 horas falleció. Santos Hernández era natural de la localidad salmantina de Alamedilla, estaba casado y tenía una hija de veinticuatro años y un hijo de veinticinco. Ingresó en la Guardia Civil en 1944 y estaba destinado en Mondragón desde 1968.  




			Véase el relato completo del atentado en Argimiro García Estévez (pág. 49). 
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LA MUERTE DE FRANCO 




			



			 




			Francisco Franco, el general que había marcado casi cuarenta años de la historia de España desde que se puso al frente del levantamiento de 1936 que condujo a la Guerra Civil y a la dictadura posterior, murió el 20 de noviembre de 1975. Con su desaparición agonizaba también el régimen político que él había liderado, aunque todavía tendrían que pasar casi dos años para la celebración de las primeras elecciones libres y uno más para la aprobación de una Constitución democrática. 




			La transición de la dictadura a la libertad no fue fácil, pero fue posible gracias a la generosidad y altura de miras de casi todos los líderes políticos. Uno de los problemas más graves que tuvieron que afrontar los españoles en ese periodo fue, precisamente, el del terrorismo, que contribuyó a crear tensiones adicionales por su capacidad de desestabilización. Y no fue solamente ETA la organización que actuó en esa época; otros grupos de distinto signo, entre ellos los GRAPO, que tendrían un trágico protagonismo en esos años, también se mantuvieron activos.  




			



			 




			JOSÉ DÍAZ LINARES 




			29 de marzo de 1975. San Sebastián. Policía.  




			



			 




			El subinspector del Cuerpo General de Policía José Díaz Linares, de veintinueve años, casado y con una hija, fue asesinado a las 9:30 horas en la puerta de su domicilio, en el barrio donostiarra de Intxaurrondo. Su esposa, desde un balcón, fue testigo del crimen. 




			El policía, como cada mañana, salió de su casa y se disponía a coger su automóvil para dirigirse al centro de la ciudad. Desde la acera de enfrente, varios individuos parapetados detrás de una furgoneta gris le ametrallaron con una lluvia de balas. La víctima intentó sacar su arma, pero cayó muerto sin poder responder a la agresión. Tenía nueve impactos en la espalda, y en el suelo se encontraron más de cuarenta casquillos de diferente calibre, lo que indica que se usaron varias metralletas. Al oír el ruido de los disparos, la esposa del policía se asomó al balcón y fue testigo del asesinato de su marido.  




			Los autores del atentado habían robado la furgoneta apenas una hora antes del crimen, sorprendiendo al propietario del vehículo cuando descargaba unos artículos de pastelería. Este fue amenazado con una pistola y retenido en el interior de la furgoneta maniatado, amordazado y encapuchado, mientras los terroristas se desplazaban hasta el barrio de Intxaurrondo y cometían el atentado.  




			José Díaz Linares, destinado en la Brigada Social de la comisaría de San Sebastián, había nacido el 24 de agosto de 1945 en la localidad de Vilella (Lugo), donde vivían sus padres. Estudió Magisterio en Lugo, pero no ejerció de maestro, sino que ingresó en la Academia General de Policía. Cuando terminó sus estudios en 1973, fue destinado a San Sebastián. 




			



			 




			JOSÉ RAMÓN MORÁN GONZÁLEZ 




			22 de abril de 1975. Guecho/Getxo (Vizcaya). Inspector de Policía. 




			



			 




			El inspector José Ramón Morán González fue asesinado poco después de bajarse del tren para dirigirse a su puesto de trabajo en la comisaría de Getxo. El policía residía en Sopelana, a siete kilómetros, y se desplazaba a diario hasta Getxo en el tren. Desde la estación caminaba hasta las dependencias oficiales. 




			Cuando realizaba este trayecto habitual, a las 8:40 horas del 22 de abril, un terrorista con una escopeta de caza le disparó por la espalda antes de darse a la fuga en un vehículo que le esperaba en las proximidades. El policía cayó al suelo en la confluencia de las calles Alango y Alangobarri. Aunque fue trasladado rápidamente a la casa de socorro, falleció a los pocos minutos de su ingreso.  




			La organización terrorista ETA se responsabilizó de este crimen mediante un comunicado. Como respuesta a este atentado, el 25 de abril se procedió a establecer el estado de excepción en las provincias de Vizcaya y Guipúzcoa. Esta era la quinta ocasión en que se adoptaba esta medida desde el 5 de agosto de 1968, fecha en que se decretó por vez primera como consecuencia del atentado que acabó con la vida de MELITÓN MANZANAS GONZÁLEZ (pág. 20).  




			El inspector José Ramón Morán, de treinta y dos años, era natural de La Vecilla (León), estaba casado y tenía una hija de tres años. Había intervenido en varias operaciones antiterroristas, aunque cuando se cometió el atentado era el responsable de expedición del Documento Nacional de Identidad (DNI). Había estado destinado en Palma de Mallorca, Torremolinos y Barcelona antes de llegar a Getxo, localidad en la que llevaba tres años. 




			



			 




			ANDRÉS SEGOVIA PERALTA 




			6 de mayo de 1975. Guernica/Gernika (Vizcaya). Guardia civil. 




			



			 




			El atentado que costó la vida al guardia civil Andrés Segovia Peralta, de cuarenta y un años, tuvo lugar minutos antes de las 22:30 horas del 6 de mayo de 1975. El agente había terminado su servicio en la fábrica de armas Astra-Unceta y regresaba al acuartelamiento caminando a pie por la vía férrea Bilbao-Bermeo. Cuando llevaba recorridos unos cien metros, varios individuos que le esperaban en el interior de un vehículo Morris MG de color rojo le dispararon varias ráfagas de metralleta por la espalda. 




			El jefe de estación y los clientes de un bar cercano oyeron los disparos y se acercaron a la víctima, que todavía se encontraba con vida, pese a haber sido alcanzado por más de veinte impactos. Media hora más tarde, el guardia civil murió cuando un taxi lo trasladaba a un centro hospitalario de Bilbao. En el lugar del atentado fueron encontrados cerca de cuarenta casquillos de bala. 




			Andrés Segovia Peralta, nacido en 1934 en la localidad de Moral de Calatrava (Ciudad Real), estaba casado y era padre de una niña de cinco años y de un niño de nueve. Desde su salida de la Academia de la Guardia Civil, en junio de 1969, se encontraba destinado en la localidad de Gernika. El Ayuntamiento de su localidad natal lo nombró hijo adoptivo el día después del atentado. 




			



			 




			FERNANDO LLORENTE ROIZ 




			7 de mayo de 1975. Bilbao. Inspector de Policía.  




			



			 




			Al inspector Fernando Llorente Roiz sus asesinos lo esperaron cuando regresaba a casa al término de su jornada diaria de trabajo. El policía entró en un bar cercano a su vivienda para recoger un paquete, pero permaneció allí un rato para ver por televisión dos asaltos de un combate de boxeo y tomar unos vinos con unos amigos. Luego abandonó el establecimiento y se encaminó hacia su domicilio, en la calle Calixto Díez de la capital vizcaína. Cuando se disponía a entrar en el portal de su casa, dos individuos le dispararon a quemarropa, dejándole mortalmente herido. 




			Algunas personas que se encontraban dentro del bar, al oír los disparos se acercaron a atenderle y le condujeron en un coche particular al hospital de Basurto, donde falleció poco después de ingresar. La víctima presentaba seis heridas de bala.  




			Los terroristas le habían estado esperando e, incluso, unos minutos antes de cometer el atentado, un desconocido llamó por teléfono a su domicilio para preguntar a la esposa del policía si su marido había vuelto a casa. Querían asegurarse de que la víctima no había regresado sin que ellos se diesen cuenta.  




			Una de las hijas de Fernando Llorente se encontraba asomada a la ventana de casa cuando se produjo el atentado contra su padre. 




			Fernando Llorente, natural de Villanueva de Villaescusa (Cantabria), de cincuenta y un años, llevaba veintisiete en la Policía y estuvo destinado en Valladolid antes de ser trasladado a Bilbao. Había estado al mando del 091 y después en las oficinas de expedición del Documento Nacional de Identidad (DNI). Estaba casado y tenía tres hijas de veinte, diecisiete y tres años. Cientos de personas acompañaron a su familia durante la celebración de los funerales.  




			



			 




			DOMINGO SÁNCHEZ MUÑOZ 




			14 de mayo de 1975. Guernica/Gernika (Vizcaya). Teniente de la Guardia Civil. 




			



			 




			El 14 de mayo, efectivos de la Guardia Civil realizaron un despliegue en Gernika para tratar de localizar un piso utilizado por miembros de ETA, a los que se suponía implicados en el asesinato del agente ANDRÉS SEGOVIA PERALTA (pág. 53), ocurrido ocho días antes. 




			Entre las cuatro y las cinco de la madrugada, los agentes del Instituto Armado tomaron posiciones en varias carreteras de acceso a la villa foral. Hacia las 6:00 horas los efectivos policiales acudieron al portal número 47 de la calle Señorío de Vizcaya y llamaron a la  vivienda situada en la planta baja. Los propietarios del inmueble, Ignacio Garay Lejarreta y su esposa, Blanca Saralegui Allende, acudieron a la puerta. 




			En el interior se encontraban dos miembros de ETA, que  intentaron huir por una ventana frente a la cual se hallaba el teniente Domingo Sánchez Muñoz, del Servicio de Información. Los dos miembros de ETA abrieron fuego alcanzando en la cabeza y en el pecho al oficial de la Guardia Civil, que fue trasladado a un hospital de Bilbao, aunque en el momento de su ingreso ya había fallecido. 




			El tiroteo entre los etarras y los guardias civiles se prolongó durante casi media hora y en el incidente resultaron muertos, además del teniente, los dos propietarios de la casa. Los dos miembros de ETA que habían iniciado los disparos lograron huir, aunque dos horas más tarde, uno de ellos, Jesús María Markiegi Aiastui, alias Motriko, fue localizado en una zona de monte de Ajangiz, donde se produjo un nuevo enfrentamiento en el que resultó muerto. El segundo miembro de ETA también intervino en otro tiroteo, pero logró escapar de los perseguidores y ocultarse en Gernika. 




			En el piso se encontró armamento, documentación con información sobre movimientos de la Guardia Civil de la zona, así como un plano en el que se reproducía el itinerario que seguía habitualmente el guardia civil Andrés Segovia Peralta.  




			El teniente Domingo Sánchez Muñoz era natural de la localidad de Sobradillo (Salamanca), tenía cuarenta y ocho años, estaba casado y era padre de cuatro hijos con edades comprendidas entre los veintiuno y los dieciséis años. Su primer destino como guardia civil fue Barcelona, en 1946, donde conoció a su esposa, Raquel Salicio, y donde fue enterrado, pues en la ciudad condal tenía el domicilio familiar. En 1974 ascendió  a oficial y fue destinado a Bilbao. Desde hacía siete meses estaba adscrito al Servicio de Información de la Comandancia de Vizcaya. 




			



			 




			MARIANO ROMÁN MADROÑAL 




			5 de junio de 1975. San Sebastián. Guardia civil. 




			



			 




			Mariano Román Madroñal y su compañero Higinio Martín Domínguez estaban de servicio el 5 de junio de 1975 en el tren correo número 14 de los Ferrocarriles Vascongados. A las 7:00 horas, en la estación de Añorga vieron subir a dos individuos que llamaron la atención de los agentes por llevar gabardinas, a pesar de estar en el mes de junio. 




			Higinio Martín, de treinta y siete años, se acercó para identificar a los dos sospechosos cuando el tren ya estaba en marcha, pero los dos hombres retrocedieron mientras uno de ellos abría fuego con una metralleta contra los agentes. Los impactos alcanzaron a una ventanilla y los cristales desprendidos llegaron hasta los ojos de Higinio. Los dos miembros de ETA aprovecharon esa circunstancia para cambiar de vagón, mientras los agentes se colocaron en las puertas para cubrir la eventual salida de los terroristas. Cuando se encontraban en esa posición, Mariano Román Madroñal salió despedido del tren, fracturándose la base del cráneo en la caída, lo que le ocasionó la muerte instantánea. Los dos etarras saltaron del tren en la estación de Recalde, donde les aguardaba un vehículo en el que se dieron a la fuga.  




			El guardia civil fallecido era natural de Algodonales (Cádiz), estaba casado y era padre de cinco hijos, tres chicos y dos chicas. Llevaba veinte años destinado en la Comandancia de San Sebastián.  




			



			 




			OVIDIO DÍAZ LÓPEZ 




			6 de junio de 1975. Barcelona. Cabo primero de la Policía Nacional. 




			



			 




			En la primavera de 1975, la rama político-militar de ETA decidió enviar varias células a Barcelona y Madrid con la intención de abrir nuevos frentes contra el Gobierno de Franco. Un grupo de etarras se instaló en Barcelona, donde realizaron varios atracos a bancos. El 6 de junio perpetraron uno de esos asaltos. Los etarras entraron en una oficina del Banco Santander en la calle Caspe, pero una empleada activó una alarma conectada a la Jefatura de Policía, desde donde se envió a una patrulla que se encontraba en los alrededores de la oficina. 




			Los miembros de ETA se toparon en la salida con los agentes y abrieron fuego contra los policías. El cabo primero Ovidio Díaz López fue alcanzado por siete disparos, uno de ellos en el corazón, que le causó la muerte. Uno de los asaltantes resultó herido, pero todo el grupo de atracadores —seis o siete— logró darse a la fuga. 




			El cabo Ovidio Díaz tenía treinta y un años, estaba casado y su esposa se encontraba embarazada de su primer hijo. El policía asesinado fue enterrado en La Coruña. 




			Un mes y medio más tarde fueron detenidos en Barcelona dos miembros de ETA político-militar, Ignacio Pérez Beotegui, Wilson, uno de los principales dirigentes de la banda y responsable máximo de sus comandos especiales, y Jon Paredes Manot, Txiki. La Policía les sorprendió cuando preparaban un nuevo atraco bancario. El último fue acusado de intervenir en el tiroteo que costó la vida al policía Ovidio Díaz López, por lo que fue juzgado en Consejo de Guerra sumarísimo y condenado a muerte. La sentencia se ejecutó en el cementerio de Collserola el 27 de septiembre de 1975, día en que, además de Paredes Manot, fueron fusilados el también miembro de ETA Ángel Otaegui y los integrantes del FRAP (Frente Revolucionario Antifascista y Patriota) José Luis Sánchez Bravo, Ramón García Sanz y Humberto Baena. 




			



			 




			CARLOS ARGUIMBERRI ELORRIAGA 




			7 de julio de 1975. Deba (Guipúzcoa). Conductor de autobús. 




			



			 




			Carlos Arguimberri Elorriaga, de cuarenta y tres años, pertenecía a una familia carlista del barrio de Itziar, en el municipio guipuzcoano de Deba. Su padre fue sepulturero, carpintero y cartero. Él trabajó de zapatero y de conductor de autobús. Una parte de la población de Itziar comenzó a involucrarse en actividades nacionalistas, a las que Carlos era ajeno. En la localidad, desde los años sesenta, empezó a extenderse la acusación de que era un chivato al que se le culpaba tanto del traslado del sacerdote decidido por el obispado como de alguna detención. «Según todo lo que he podido saber, no había ni un ápice de verdad en tales rumores», escribió el antropólogo Joseba Zulaika en su obra Violencia vasca. Metáfora y sacramento (Nerea, 1990). En este libro, Zulaika, vecino también de Itziar que conoció personalmente a Carlos Arguimberrri, narra la historia del fallecido. 




			Esas maledicencias dieron a Carlos Arguimberri el papel de «villano oficial» de la localidad. Carlos había sido alcalde pedáneo y concejal de Deba, participaba activamente en la organización de festejos y promovió una sala de fiestas que fue boicoteada por los jóvenes. Miembros de un grupo católico realizaron en 1972 pintadas con las palabras «Karlos hil» («muerte a Carlos»). ETA le incendió el autobús antes de asesinarlo. Estos episodios constituyeron el preámbulo de su asesinato por ETA, el 7 de julio de 1975, cuando conducía el autobús de retorno desde Deba hasta Itziar. Así lo relató Zulaika: 




			



			 




			[Ese día], cuando volvía a casa al mediodía y a tres kilómetros del  pueblo, dos etarras se levantaron hacia Carlos y le obligaron a salir de  la carretera general. Tras gritarle «Hi txakur bat haiz» [«eres un perro»], lo mataron a tiros delante de su hermano y su hermana y de las  mujeres horrorizadas que salieron gritando del autobús. 




			Mientras el cuerpo de Carlos yacía sobre el volante, el autobús comenzó a rodar marcha atrás y casi atropelló a una de las mujeres que  había caído al suelo con las prisas de los momentos de terror. El vehículo se detuvo al chocar contra un muro. La sangre de Carlos derramada sobre la carretera estuvo a la vista durante varios días. 




			



			 




			Con el asesinato de Carlos Arguimberri, ETA iniciaba una campaña de atentados mortales contra personas a las que acusaba de ser confidentes policiales, pero que la mayor parte de las veces eran, simplemente, vascos no nacionalistas.  




			



			 




			FRANCISCO EXPÓSITO CAMIO 




			31 de julio de 1975. Usurbil (Guipúzcoa). Taxista. 




			



			 




			Nacido en Usurbil, Francisco Expósito Camio, de cincuenta y cuatro años, se encontraba el 31 de julio de 1975 a la espera de clientes en el interior de su taxi. Era su último día de trabajo porque tenía previsto coger unas vacaciones y viajar al día siguiente a Alemania, donde su hija acababa de tener un niño. Francisco leía un periódico cuando se acercaron dos individuos, uno por cada lado del vehículo, que, sin mediar palabra, le dispararon a bocajarro causándole la muerte de forma instantánea. Un tercer terrorista les esperaba a bordo de un vehículo en el que se dieron a la fuga. Desde su domicilio, situado a poca distancia de la parada de taxis, su esposa oyó los disparos y rápidamente bajó a ver qué ocurría, pero no pudo hacer nada por él. Los asesinos, en su huida, arrojaron panfletos en los que la organización terrorista ETA acusaba a la víctima de ser confidente de la Guardia Civil, tratando de justificar de este modo el atentado perpetrado.  




			En la década de los cincuenta, Francisco Expósito había sido campeón de España de ciclo-cross. Tenía cuatro hijas. 




			



			 




			DEMETRIO LESMES MARTÍN 




			8 de agosto de 1975. Hernani (Guipúzcoa). Guardia jurado. 




			



			 




			A Demetrio Lesmes Martín la rama militar de ETA intentó matarlo por primera vez el 15 de julio. En ese primer asesinato frustrado, tres miembros de ETA que ocupaban un coche robado le esperaban en una rotonda de Hernani. El vigilante pasó en su coche y los etarras salieron tras él. Dos terroristas abrieron fuego con una pistola y una metralleta desde las ventanillas del vehículo cuando Demetrio se encontraba ante la puerta de la fábrica en la que trabajaba de vigilante. Al darse cuenta de que le estaban disparando, se lanzó al suelo, gracias a lo cual no resultó herido. 




			El mismo grupo de terroristas que le tiroteó en julio fue el que finalmente lo asesinó unos días más tarde. Los terroristas conocían sus costumbres debido a que llevaban tiempo vigilándole. El 8 de agosto de 1975, los terroristas esperaron a Demetrio Lesmes poco después de las 14:00 horas, cuando regresaba de la fábrica una vez terminada su jornada laboral. La víctima recorría a pie el camino hasta su domicilio. Dos de los tres miembros de ETA que le esperaban dentro de un automóvil se apearon del vehículo y caminaron en dirección a la víctima. Al llegar a su altura, los etarras sacaron sus armas y abrieron fuego, dejándolo mortalmente herido en el suelo. A pesar de que fue trasladado rápidamente al ambulatorio de Hernani, no se pudo salvar su vida.  




			Demetrio Lesmes, de cincuenta y cinco años, era natural de la provincia de Salamanca, estaba casado y tenía tres hijas. Trabajaba como guardia jurado en la empresa Pedro Orbegozo desde 1946. 




			



			 




			ESTEBAN MALDONADO LLORENTE 




			5 de octubre de 1975. Santuario de Aránzazu (Guipúzcoa). Guardia civil. 




			



			 




			Un Land Rover de la Guardia Civil ocupado por un cabo, el conductor y tres jóvenes guardias segundos del puesto de la localidad guipuzcoana de Mondragón fue enviado la mañana del 5 de octubre al santuario de Nuestra Señora de Aránzazu, próximo a Oñate, para retirar una ikurriña. En aquel entonces el despliegue de esta bandera estaba todavía prohibido. Los agentes inspeccionaron la zona ante el temor de que hubiera algún explosivo conectado a la bandera. Descubrieron que estaba unida a un paquete que solo contenía arena, y procedieron a  retirarla. 




			A las 13:45 horas, cuando regresaban al cuartel, una carga explosiva compuesta por dinamita y unos trescientos tornillos a modo de metralla fue activada al paso del vehículo policial. La bomba había sido ocultada a un kilómetro del santuario, en un talud situado en la parte derecha de la carretera. Los terroristas habían pintado una marca roja para activar el artefacto a distancia cuando el Land Rover se colocara sobre ella. El vehículo fue alcanzado de lleno en el costado y salió despedido a unos veinte metros de distancia, dando varias vueltas antes de detenerse completamente destrozado. El cabo que mandaba la patrulla, José Gómez Castillo, y el conductor, Juan García Lorente, resultaron heridos de gravedad. Sus compañeros, Esteban Maldonado Llorente, JESÚS PASCUAL MARTÍN LOZANO y JUAN MORENO CHAMORRO,  no tuvieron tanta suerte: los tres murieron al instante; dos de ellos quedaron tendidos en la carretera, y el tercero, con el cuerpo seccionado, quedó tendido en una cuneta. Los primeros en llegar al escenario del atentado fueron varios padres franciscanos que procedían de Oñate y se dirigían al santuario. Ellos se ocuparon del traslado de los dos heridos a un centro sanitario, al tiempo que administraban los últimos sacramentos a los tres fallecidos. 




			El 10 de octubre, la organización terrorista ETA se responsabilizó del atentado a través de un comunicado enviado a la prensa de París. 




			El guardia civil Esteban Maldonado Llorente, de veinte años, era natural de la localidad de San Pedro de Mérida (Badajoz), y se encontraba destinado en el puesto de Mondragón. Había nacido el 3 de enero de 1955 y estaba soltero. Sus restos mortales fueron trasladados hasta Almería porque el joven había pasado su niñez en el Cabo de Gata, donde su padre, miembro del Instituto Armado, había estado destinado. Un hermano de la víctima también prestaba servicios como guardia civil en Almería cuando ocurrió el atentado. 




			Véase también Jesús Pascual Martín Lozano (pág. 61) y Juan  Moreno Chamorro (pág. 61). 




			



			 




			JESÚS PASCUAL MARTÍN LOZANO 




			5 octubre de 1975. Santuario de Aránzazu (Guipúzcoa). Guardia civil. 




			



			 




			Jesús Pascual Martín Lozano, nacido el 2 de junio de 1950 en la localidad segoviana de Villaverde de Íscar, estaba soltero. Había ingresado en la Guardia Civil en el mes de febrero y su primer destino profesional fue el puesto de Mondragón. Murió en el atentado del santuario de Aránzazu junto con sus compañeros ESTEBAN MALDONADO LLORENTE y JUAN MORENO CHAMORRO. 




			Véase el relato completo del atentado en Esteban Maldonado Llorente (pág. 60). 




			



			 




			JUAN MORENO CHAMORRO 




			5 de octubre de 1975. Santuario de Aránzazu (Guipúzcoa). Guardia civil. 




			



			 




			El guardia civil Juan Moreno Chamorro, nacido el 8 de mayo de 1949 en la localidad de Villamesías (Cáceres), tenía veintiséis años cuando fue asesinado; estaba casado y era padre de tres hijos. Al igual que sus  compañeros JESÚS PASCUAL MARTÍN LOZANO y ESTEBAN MALDONADO LLORENTE, estaba destinado en el cuartel de Mondragón.  




			Véase el relato completo del atentado en Esteban Maldonado  Llorente (pág. 60). 




			



			 




			GERMÁN AGUIRRE IRASUEGUI 




			12 de octubre de 1975. Villarreal (Álava). Taxista. 




			



			 




			Tres minutos después de la medianoche, ocho disparos alertaron a la población alavesa de Villarreal. Poco después, los agentes de la Guardia Civil descubrían a unos quinientos metros del cuartel, cerca de la zona de los pantanos, el cuerpo sin vida del taxista Germán Aguirre Irasuegui, vecino de Mondragón. 




			El taxi se encontraba abandonado en un área denominada península de Sabalain, junto al embalse de Santa Engracia. El cuerpo del taxista se hallaba en el suelo con varios impactos de bala que le habían causado la muerte. Unas horas antes, una persona le había contratado un servicio para que lo trasladase de Mondragón a la localidad alavesa de Villarreal. Fue su última carrera, ya que el falso cliente, con la complicidad de otros miembros de ETA, le obligó a dirigirse al descampado, donde le mataron a tiros.  




			Germán Aguirre tenía treinta y ocho años y era natural de Bergara (Guipúzcoa). Estaba casado y tenía dos hijos, de diez y once años de edad. Trabajaba como taxista en Mondragón, localidad en la que llevaba viviendo seis años. Documentos incautados en 1992 al dirigente etarra José Luis Álvarez Santacristina, alias Txelis, incluían un listado con diferentes asesinatos que la organización terrorista ETA se atribuía. Entre ellos se encontraba el de Germán Aguirre, que la banda justificó acusando a la víctima de ser un confidente policial.  




			



			 




			MANUEL LÓPEZ TREVIÑO 




			18 de octubre de 1975. Zarauz/Zarautz (Guipúzcoa). Guardia civil. 




			



			 




			El guardia civil Manuel López Treviño salió, a las 20:00 horas del 18 de octubre de 1975, del cuartel de Zarautz para dirigirse a su domicilio. Dos o tres miembros de ETA esperaban al agente en la calle y le siguieron durante unos metros. Al llegar a la altura del número 15 de la calle San Ignacio, frente al chalé Villa Reineta, le dispararon por la espalda una ráfaga de metralleta. Tres balas alcanzaron al guardia civil en la cabeza y le causaron la muerte de forma instantánea. Algunos vecinos acudieron al cuartel de la Guardia Civil para dar aviso, mientras otros se dirigieron a la cercana Casa de Misericordia para buscar un médico. Una monja de este asilo-hospital fue la primera en acudir al lugar en el que se encontraba el cuerpo de Manuel López y comprobó que no tenía pulso. El médico, que llegó unos minutos más tarde, confirmó la muerte del agente. 




			Cuando el cuerpo se encontraba aún en la acera, pasó por allí un joven que identificó a la víctima del atentado como su padre. Manuel López Treviño, nacido el 17 de marzo de 1927 en la localidad de Monterrubio de la Serena (Badajoz), estaba casado y era padre de seis hijos. 




			ETA se responsabilizó del atentado en un comunicado emitido el 21 de octubre, apenas tres días después de cometer el asesinato. 




			



			 




			ANTONIO ECHEVERRÍA ALBISU 




			24 de noviembre de 1975. Oyarzun/Oiartzun (Guipúzcoa). Alcalde de Oiartzun. 




			



			 




			Antonio Echeverría Albisu, de treinta y tres años, euskaldun (vascoparlante), era el alcalde más joven de Guipúzcoa y ocupaba el cargo de edil de Oiartzun desde agosto de 1974. A las 14:30 horas del 24 de noviembre de 1975, un desconocido de unos veinticinco años llamó a la puerta de su domicilio. Un familiar abrió y el joven dijo que tenía un encargo urgente para Antonio de parte del alcalde de Hernani. 




			La víctima salió a la puerta y en ese momento el desconocido le disparó con una pistola a la altura del pecho. Tras cometer el atentado, se subió a un vehículo que le esperaba a pocos metros de distancia y se dio a la fuga. 




			Antonio Echeverría fue trasladado a la Policlínica de San Sebastián, pero cuando llegó, ya había fallecido. Además de desempeñar la alcaldía de la localidad guipuzcoana de Oiartzun, era agente de la Propiedad Inmobiliaria, con oficinas en Rentería y San Sebastián. Estaba soltero y vivía con sus padres y una hermana en el caserío de Oyarriarre.  




			Al día siguiente del asesinato, la banda terrorista ETA difundió un comunicado en el que amenazaba a todos los alcaldes si no dimitían de sus puestos en el plazo de dos meses. La muerte del primer edil de Oiartzun y la declaración etarra posterior supuso el inicio de una campaña de atentados contra cargos municipales y forales que se prolongaría durante varios años y que dejó tras de sí numerosas víctimas. 
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EL INICIO DE LA TRANSICIÓN 




			



			 




			La llegada de Adolfo Suárez a la presidencia del Gobierno en julio de 1976 supuso el inicio formal del periodo de la Transición democrática con la adopción de medidas de reconciliación como los sucesivos decretos de amnistía, la legalización de partidos políticos y sindicatos, y la puesta en marcha de una estrategia jurídica, plasmada en la Ley para la Reforma Política, con el fin de desmantelar las instituciones del régimen de Franco de manera pacífica. Este proceso culminó con la celebración de las primeras elecciones libres el 15 de junio de 1977. 




			Tras la muerte de Franco, resultaba evidente que la llegada de la democracia era cuestión de tiempo, a pesar de las dificultades que, sin duda, iba a tener que afrontar el país. Incluso los etarras eran conscientes de esta circunstancia, y por eso la rama militar de ETA adoptó una estructura organizativa pensada para continuar su actividad terrorista con mayor eficacia cuando llegara una democracia que sabían generaría dificultades para la práctica del terrorismo.  




			



			 




			MANUEL VERGARA JIMÉNEZ 




			17 de enero de 1976. Villafranca de Ordicia/Ordizia (Guipúzcoa). Guardia civil. 




			



			 




			A Manuel Vergara Jiménez le faltaban seis días para cumplir los veintidós años cuando murió al estallar una bomba de ETA. El sábado 17 de enero de 1976 salió de patrulla en un Land Rover junto con un cabo y otros compañeros del puesto de la Guardia Civil de Ordizia. A las 15:50 horas, los agentes observaron la presencia de una ikurriña colocada en el extremo de un palo que hacía las veces de mástil. La bandera se encontraba sobre un túnel, en la variante de Beasain de la carretera Nacional I. 




			Manuel y sus compañeros se acercaron con precaución, porque sabían que ETA acostumbraba a poner trampas junto a las ikurriñas. Apenas tres meses antes, tres guardias civiles habían perdido la vida en el santuario de Aránzazu después de ser atraídos con una de estas banderas a una emboscada (véase ESTEBAN MALDONADO LLORENTE, pág. 60). 




			Manuel Vergara vio junto al mástil un paquete de periódicos del que asomaba una mecha. Comprobó que se trataba de un falso artefacto, por lo que lo cogió y lo lanzó lejos. Después tiró del mástil de la bandera, sin darse cuenta de que había una carga explosiva enterrada en el suelo y conectada a la ikurriña. Al retirarla, se activó la bomba, cuya onda expansiva lanzó su cuerpo a casi veinte metros de distancia, provocándole la muerte en el acto. La detonación también afectó a otros dos agentes a los que causó heridas leves. 




			El fallecido había nacido el 23 de enero de 1954 en la localidad sevillana de Viso del Alcor. En febrero de 1974 ingresó en la Guardia Civil, a la que pertenecían su padre y un hermano, este último también destinado en Guipúzcoa. En junio de 1975 Manuel fue trasladado al puesto del Instituto Armado en Villafranca de Ordizia. 




			



			 




			VÍCTOR LEGORBURU IBARRECHE 




			9 de febrero de 1976. Galdácano/Galdakao (Vizcaya). Alcalde de  Galdácano. 




			



			 




			Víctor Legorburu Ibarreche era alcalde de Galdácano desde 1966 y estaba sopesando la posibilidad de dejar el puesto para dedicarse a su trabajo en la Caja de Ahorros Municipal de Bilbao y en el pequeño negocio de tipografía que compartía con un hermano. Pensaba abandonar la alcaldía porque creía que ya había cumplido su ciclo como primer edil de Galdácano. 




			Tres meses antes, ETA había lanzado un ultimátum para que todos los alcaldes dimitieran de sus puestos, motivo por el que a Víctor Legorburu le acompañaban dos agentes de la Policía Municipal como protección. Además, dos años antes sufrió un ataque de la banda terrorista contra su negocio. El 22 de enero de 1974, varios encapuchados penetraron en su imprenta, a la que prendieron fuego después de amenazar con una metralleta al propio Víctor Legorburu y a su hermano Julián, que se encontraba con él. En aquella ocasión, Víctor comentó que no esperaba «que me respetaran físicamente. Esperaba incluso que fueran disparadas las armas contra mi persona», según publicó el Diario de Navarra en su edición del 10 de febrero de 1976. 




			El 9 de febrero de 1976, el mismo día en que vencía el ultimátum de ETA, Legorburu salió de su domicilio sobre las ocho de la mañana y se dirigió al garaje, a varias manzanas de su casa, para recoger su coche y acudir a su trabajo en la Caja de Ahorros Municipal de Bilbao. En ese momento cuatro individuos apostados a ambos lados de la calle dispararon varias ráfagas de metralleta contra el alcalde, que fue alcanzado por doce proyectiles que le causaron la muerte. En el atentado resultaron también heridos los policías municipales que le acompañaban: Francisco Ruiz Sánchez, quien, a pesar de recibir once impactos de bala que le ocasionaron graves heridas, logró salvar su vida, y Gerardo García Romero.  




			Víctor Legorburu, de sesenta y tres años, había nacido el 6 de marzo de 1912 en la misma localidad de la que era alcalde, estaba casado y tenía dos hijos de veinte y veintidós años que se encontraban estudiando en Madrid. Su hijo Víctor recordaría, en el testimonio recogido por Iñaki Arteta y Alfonso Galletero (Olvidados, Adhara, 2006), cómo se enteró del atentado: 




			



			 




			Mi madre me llamó y me dijo que mi padre estaba herido, que  quería que fuéramos, que había tenido un atentado y que estaba herido en el hospital y ella con él. Yo me quedé atónito: «Llama a María  José —mi hermana estaba en un colegio mayor y yo en otro— y venid  porque os quiere ver». Y colgó el teléfono. Pero antes de colgar la oí  sollozar. 




			



			 




			Los dos hermanos fueron al aeropuerto y tomaron un vuelo que no pudo aterrizar en Bilbao a causa de la espesa niebla, lo que hizo que el aparato se viera obligado a regresar a Madrid. Al llegar, en el diario vespertino Informaciones leyeron la noticia de que su padre había sido asesinado. Víctor Legorburu evocaba de este modo la figura de su  padre: 




			



			 




			Mi padre era una persona terriblemente honrada, era sincero, no  era ni había sido nunca una persona política, se entregaba al servicio  de los demás y era muy fiel a sus principios. Precisamente eso le costó  la vida, si no hubiera sido fiel a sus principios no habría muerto a manos de ETA, sin duda. Entonces diréis: ¿Cuál es la causa? ¿Por qué lo mataron? Lo mataron por una cosa muy sencilla: porque mi padre creía —al igual que todos los vascos durante muchos siglos han creído— que los vascos, por ser vascos, eran españoles. Los vascos nunca lo habían puesto en duda y mi padre tampoco. Bueno, pues por eso lo mataron. 




			



			 




			Durante el funeral por Víctor Legorburu, el subsecretario de Gobernación impuso sobre el féretro la Cruz de Caballero de Honor de la Orden de Isabel la Católica. Como recogió el diario La Vanguardia, la misa fue presidida por el párroco Yon Onaindia, que señaló lo siguiente: 




			



			 




			Una prueba de que todo el pueblo de Galdácano rechaza la violencia es la asistencia masiva a este funeral. Todos gritarían sin lugar a dudas: «No queremos violencia». Nosotros los sacerdotes, conociendo el sentir del pueblo, públicamente gritamos: «No a la violencia». 




			



			 




			Este mismo diario recogió que «al término del acto religioso, el numeroso público que había asistido al mismo (unas seis mil personas) se manifestó por diversas calles de Galdácano entre gritos de “Ni amnistía, ni perdón, ETA al paredón” y “Menos apertura, más seguridad”». 




			Después del asesinato del alcalde de Oiartzun en octubre de 1975 (véase ANTONIO ECHEVERRÍA ALBISU, pag. 63), el atentado contra Víctor Legorburu suponía la segunda muerte de un cargo municipal en el País Vasco. 




			



			 




			JULIÁN GALARZA AYASTUY 




			10 de febrero de 1976. Cizúrquil/Zizurkil (Guipúzcoa). Mecánico.  




			



			 




			Apenas habían pasado veinticuatro horas desde el asesinato del alcalde de Galdácano (VÍCTOR LEGORBURU IBARRECHE, pág. 65) cuando el País Vasco volvió a ser escenario de un nuevo crimen. La víctima en esta ocasión fue un mecánico de la localidad guipuzcoana de Zizurkil. 




			Unos minutos antes de las 13:00 horas del 10 de febrero, Julián Galarza Ayastuy se detuvo en un bar a tomar un vino en compañía de un amigo, como hacía habitualmente antes de dirigirse a comer a su domicilio. Salió del establecimiento en compañía de su amigo y se encontró con unos familiares. Caminaron unos metros juntos antes de despedirse para cruzar la calle que le separaba de su domicilio.  




			Varios miembros de ETA que le estaban esperando le dispararon a bocajarro y, tras cerciorarse de que estaba muerto, abandonaron el lugar del atentado. Lo hicieron en el mismo vehículo en el que llegaron, un taxi que esa mañana habían robado después de obligar a su conductor a bajarse del coche y a no contactar con nadie en las dos horas siguientes. El coche fue posteriormente abandonado cerca del lugar del atentado.  




			Julián Galarza, de treinta y siete años, se había casado el 7 de diciembre de 1975, apenas dos meses antes de su muerte. El 12 de febrero la organización terrorista hizo público un comunicado en el que reconocía haberse equivocado de blanco al asesinar a Galarza.  




			



			 




			EMILIO GUEZALA ARAMBURU 




			1 de marzo de 1976. Lezo (Guipúzcoa). Inspector de autobuses. 




			



			 




			El atentado que costó la vida a Emilio Guezala Aramburu se inscribía en la misma campaña de intimidación que ETA había puesto en marcha en julio de 1975 con el asesinato de CARLOS ARGUIMBERRI ELORRIAGA (pág. 57) en la población de Itziar. Se trataba de atentados contra personas de origen vasco a las que la banda acusaba de ser confidentes policiales. 




			Emilio Guezala Aramburu y su primo, Fernando Inchaundarrieta, salían de un bar de Lezo cuando fueron ametrallados desde un coche en marcha. Emilio fue alcanzado por ocho impactos de bala que le ocasionaron la muerte. Su primo resultó herido en una pierna.  




			La víctima, que se encontraba en aquellos momentos de vacaciones, había ejercido como veterinario durante varios años en Rentería, hasta que decidió cambiar de profesión ante un inminente traslado a Canarias. Desde entonces trabajó como inspector de los autobuses interurbanos San Sebastián-Fuenterrabía, empresa de la que era enlace sindical y en la que estuvo en activo durante quince años.  




			Emilio Guezala, de cuarenta y nueve años, estaba viudo desde hacía cuatro años y vivía con su madre, octogenaria, en Lezo. Tenía un hijo que se encontraba cumpliendo el servicio militar en Canarias y cuatro hijas con edades comprendidas entre los doce y los dieciocho años. 




			



			 




			MANUEL ALBIZU IDIÁQUEZ 




			13 de marzo de 1976. Guetaria/Getaria (Guipúzcoa). Taxista. 




			



			 




			Una pareja de novios descubrió, a las 8:30 horas del 13 de marzo de 1976, un coche con las luces encendidas y el motor en marcha en un paraje alejado de la carretera. Los jóvenes, sorprendidos, se acercaron y descubrieron en el interior del vehículo el cuerpo sin vida del conductor, que tenía el rostro ensangrentado. Se trataba de Manuel Albizu Idiáquez, a quien le habían disparado dos balas a través del cristal delantero de su coche. 




			Su hija recuerda aquel día en el documental de Iñaki Arteta Voces  sin libertad (2004) y comenta: «Cuando iba por la carretera general […] le desviarían, y allí le dieron dos tiros en la cabeza y le dejaron dentro del coche. Así lo encontraron».  




			Manuel Albizu, de cincuenta y tres años, estaba casado y tenía cuatro hijos. Tres años antes había sido policía municipal y era  hermano de un concejal del Ayuntamiento de Deba y del levantador de piedras Soarte, ex campeón nacional en esta especialidad. Todos nacieron en el caserío de Soarte, en el barrio de Lastur de la localidad guipuzcoana de Itziar-Deba. Sus cuatro hijos tenían edades comprendidas entre los once y los veinticinco años. Estaba domiciliado en Zumaya y trabajaba en Rentería como tractorista en unas excavaciones. Los fines de semana Manuel Albizu realizaba servicios de taxista en un coche de su propiedad y con una licencia alquilada. 




			Según recoge Cristina Cuesta en su libro Contra el olvido (Temas de Hoy, 2000), los hijos de Manuel Albizu, como tantos otros familiares de víctimas de ETA, cruzaron la frontera con Francia en busca de una explicación al asesinato de su padre; sin embargo, nadie satisfizo su necesidad de saber. Cuando comenzó a circular por Zumaya el rumor de que era un confidente de la Policía, un sector de la familia dijo que «si lo habían matado por algo sería, que si hubiera estado callado no le habrían matado, no habrían llegado a esto». Su hija afirmaba en el documental de Iñaki Arteta: «No hay por qué, el porqué te lo ponen ellos después, te dicen que uno es chivato, el otro no pagaba, el otro esto, el otro lo otro… Ya ellos se dedican a ponerte las etiquetas y con ellas te quedas». 




			Aunque el funeral fue bastante concurrido, numerosos vecinos no acudieron por miedo. La falta de libertad y la sombra de la organización terrorista ya estaban muy presentes en la vida diaria, como sugería la hija de Manuel: «Tú sabes a quién tienes que dirigirte y a quién no tienes que dirigirte. Tú sabes en un sitio dónde puedes hablar y dónde no, porque es un pueblo pequeño y nos conocemos todos. Y yo sé dónde puedo decir algo y dónde no debo decir algo, porque poder, debería poder». Esta fue la respuesta que la hija de Manuel dio a uno de sus hermanos cuando este le preguntó por qué participaba tanto en las movilizaciones contra ETA y el terrorismo: «Si no estoy consiguiendo nada para mí, estoy consiguiendo que mis hijos y tus hijos, el día de mañana, puedan vivir libres» (Iñaki Arteta, Voces sin libertad, 2004). 




			



			 




			ÁNGEL BERAZADI URIBE 




			18 de marzo de 1976. San Sebastián. Industrial. 




			



			 




			Ángel Berazadi Uribe, de cincuenta y ocho años, era el director gerente de la empresa Sigma, de Elgoibar, y estaba casado con la hija del fundador de esta factoría de máquinas de coser. Hombre de costumbres fijas, la tarde del 18 de marzo no regresó a su domicilio en el barrio donostiarra de Intxaurrondo. Sus familiares, sorprendidos por el retraso, recorrieron el trayecto entre San Sebastián y Elgoibar por si se hubiera producido un accidente y nadie lo hubiera comunicado. Al día siguiente la esposa de Ángel denunció oficialmente su desaparición. 




			Al parecer, Ángel Berazadi fue sorprendido por un comando terrorista después de salir de la empresa cuando circulaba por el acceso a la autopista Bilbao-Behobia. Los secuestradores y su víctima se dirigieron a un área de servicio de la autopista, donde abandonaron el coche del industrial y el de los terroristas. Berazadi fue introducido en un tercer vehículo, con el que se dirigieron al caserío Ipiola, en Itziar, donde el secuestrado permaneció los veinte días que duró su cautiverio. Los autores del secuestro eran miembros de la rama de los Comandos Bereziak (especiales) de ETA político-militar. El secuestro tuvo lugar en medio de un enfrentamiento abierto entre los Bereziak, encabezados por Francisco Múgica Garmendia, Pakito; Eugenio Etxebeste, Antxon, y Miguel Ángel Apalategi, Apala, y la dirección de ETA político-militar, liderada por EDUARDO MORENO BERGARECHE, Pertur (pág. 78). 




			Los primeros, que se habían situado al margen de la disciplina oficial de ETA político-militar, solicitaron el pago de un rescate de doscientos millones de pesetas antes del 5 de abril. La familia estuvo representada en las negociaciones con los terroristas por miembros del Partido Nacionalista Vasco (PNV), ya que Berazadi era una persona próxima a este partido. Según el relato de José María Irujo y Ricardo Arqués (ETA. La derrota de las armas, Plaza y Janés, 1993), el propio Xabier Arzalluz intervino en las gestiones para conseguir la liberación del empresario. Por parte de los Bereziak, fue Eugenio Etxebeste quien participó en las negociaciones. 




			La familia no logró reunir la cantidad exigida por los Bereziak, y estos se mostraron inflexibles y ordenaron al comando que había llevado a cabo el secuestro que asesinara a la víctima. Según recoge la edición del 14 de abril de El Correo, «los secuestradores dijeron a Berazadi que lo iban a cambiar de escondite» y lo introdujeron en un vehículo en el que lo llevaron hasta el lugar donde lo asesinaron. El cuerpo sin vida del industrial apareció a la 1:45 horas de la madrugada del 8 de abril, tras veinte días de secuestro, en una cuneta de la carretera comarcal Elgoibar-Azcoitia. Estaba tendido boca arriba, con los ojos cubiertos por unas gafas de soldador, y mostraba un tiro en la nuca. Junto al cadáver había siete balas sin disparar. En las muñecas del empresario se apreciaban señales de presión, sobre todo en la izquierda, causadas por esposas o grilletes, lo que indicaba que había permanecido atado o encadenado a un lugar fijo. Aquella fue la primera vez que un secuestro de ETA se resolvía con el asesinato del secuestrado. 




			El antropólogo Joseba Zulaika, que conversó con dos de los autores del secuestro y asesinato, relata en Violencia vasca. Metáfora y sacramento (Nerea, 1988) las circunstancias del desenlace:  




			



			 




			Las negociaciones con su familia efectuadas por los dirigentes de  ETA en el sur de Francia no avanzaron oportunamente. Entre tanto,  algunos habitantes del pueblo habían descubierto que los secuestradores tenían a Berazadi en el desván de un caserío abandonado en el  centro de Itziar. La situación era apurada y, siguiendo órdenes de  ETA, los cuatro militantes de Itziar ejecutaron al secuestrado. 




			



			 




			Zulaika asegura que los secuestradores y la víctima  




			



			 




			se habían hecho buenos amigos. Habían hablado largo y tendido y  bromeado a menudo. Berazadi les había hecho la comida y había compartido con ellos sus dormitorios. Raptores y prisionero habían hecho  planes para encontrarse en algún punto del sur de Francia a fin de  compartir un banquete y festejar su camaradería forzada una vez resuelto el incidente. Según me dijo uno de ellos, «lo peor es que acabas  haciendo amistad y entonces…». 




			



			 




			Tres de los asesinos fueron capturados pocos días después en un control en San Sebastián, cuando la Policía encontró en el coche en el que viajaban el casquillo de la bala con la que habían matado a Berazadi. 




			Ángel había nacido en Zarautz el 8 de febrero de 1918, estaba casado y tenía seis hijos. Hablaba perfectamente euskera y se le consideraba un gran impulsor de la cultura vasca, pues había patrocinado la creación de varias ikastolas en Elgoibar, Zarautz y San Sebastián. Fue presidente del C. D. Zarautz de fútbol y era un consumado pescador de altura de atún. En agosto del año anterior había recibido una carta amenazadora de la organización terrorista ETA en la que le exigían la entrega de diez millones de pesetas bajo amenaza de represalias. La carta era similar a las recibidas por otros importantes industriales del País Vasco. El industrial era amigo de Francisco Luzuriaga, que formaba parte del Consejo de Administración de Sigma y que sufrió un intento de secuestro el 11 de enero de ese mismo año. 




			



			 




			VICENTE SORIA BLASCO 




			30 de marzo de 1976. Placencia de las Armas (Guipúzcoa). Obrero. 




			



			 




			Miembros de ETA esperaron a Vicente Soria Blasco apostados en las inmediaciones de la fábrica Tornillos Ormaechea, donde trabajaba. A las 8:10 horas del 30 de marzo, cuando Soria caminaba en dirección a  u empresa, los terroristas se cruzaron en su camino y le dispararon a bocajarro. Dos proyectiles le alcanzaron en el estómago y le causaron la muerte poco tiempo después. Un compañero de trabajo fue testigo presencial del atentado y el primero que acudió a socorrerle. Según El  Correo, en su edición del 31 de marzo, cuando se acercó a la víctima, todavía con vida, Vicente Soria dijo: «Me han matado, me han matado». A continuación, con la ayuda de otro compañero de trabajo, Vicente fue conducido hasta el médico de la localidad y posteriormente al hospital de San Sebastián, donde ingresó ya cadáver. 




			Los asesinos huyeron en un vehículo y, mientras se alejaban, dejaron caer una granada de fabricación alemana con el seguro puesto, por lo que no explotó. El proyectil permaneció en aquel lugar hasta que dos horas después fue retirada por la Guardia Civil.  




			La víctima, de cuarenta y ocho años, casado y padre de cuatro hijos de entre seis y dieciséis años, vivía desde hacía dos décadas en Placencia de las Armas, pero era natural de Ceclavín (Cáceres). Para completar su salario, los fines de semana trabajaba como portero en la discoteca Dantzari.  




			La organización terrorista ETA se atribuyó el atentado en un comunicado emitido el 30 de marzo en Bayona. 




			



			 




			JOSÉ MARÍA GONZÁLEZ ITUERO 




			3 de abril de 1976. Hendaya (Francia). Inspector de Policía. 




			



			 




			Ese día dos inspectores de Policía de San Sebastián, José María González Ituero, de veinticinco años, y JOSÉ LUIS MARTÍNEZ MARTÍNEZ, de treinta y uno, cruzaron la frontera de Irún para dirigirse a Hendaya, tras dejar sus armas en el puesto de control aduanero. Los agentes habían comido en una pizzería de la capital guipuzcoana y después decidieron ir a ver una película en el cine Varietés, en Hendaya. En la puerta de este establecimiento fueron vistos con vida por última vez. Los agentes no acudieron a recoger sus armas, por lo que de inmediato se dio la voz de alarma. La Policía francesa, alertada por las autoridades españolas, llevó a cabo una operación de gran envergadura para localizar a los dos agentes, pero no se obtuvieron resultados positivos. Hubo unos cuarenta detenidos, a algunos de los cuales se les confinó en la Isla de Yeu, pero la única pista que se encontró fue el hallazgo de la documentación de los policías en el domicilio de un miembro de ETA político-militar. 




			Los dos inspectores estuvieron desaparecidos durante un año entero, hasta que el 19 de abril de 1977, tres adolescentes que jugaban en la playa Chambres D’Amour, de Anglet, se introdujeron en un búnker construido por los alemanes durante la Segunda Guerra Mundial. Allí, enterrados en la arena, los jóvenes encontraron dos cadáveres en avanzado estado de descomposición. Los cuerpos, que luego serían identificados como los de los dos policías, estaban maniatados y presentaban mutilaciones en los dedos. La autopsia reveló que uno de ellos había muerto de dos disparos en la cabeza efectuados a quemarropa con una pistola del calibre 7,65. Su compañero presentaba un impacto de bala. 




			José María González Ituero habría cumplido veintiséis años en mayo de 1976. Era natural de Madrona, provincia de Segovia, y el segundo de los seis hijos del matrimonio González Ituero. Se había incorporado en septiembre de 1975 al cuerpo de la Policía Nacional tras terminar el servicio militar y estaba destinado en la oficina de hospedería. 




			Véase también José Luis Martínez Martínez (pág. 74). 




			



			 




			JOSÉ LUIS MARTÍNEZ MARTÍNEZ 




			3 de abril de 1976. Hendaya (Francia). Inspector de Policía. 




			



			 




			José Luis Martínez Martínez era natural de Calatayud (Zaragoza), pero su padre fue trasladado a Almería siendo él muy pequeño. Después de terminar el servicio militar, ingresó en la Academia General de Policía, de donde salió destinado al servicio del 091 de San Sebastián, puesto en el que llevaba apenas unos días cuando fue secuestrado junto a su compañero, JOSÉ MARÍA GONZÁLEZ ITUERO.  
			



			Véase el relato completo del atentado en José María González  Ituero (pág. 73).  




			



			 




			MIGUEL GORDO GARCÍA 




			11 de abril de 1976. Baracaldo/Barakaldo (Vizcaya). Guardia civil. 




			



			 




			El guardia civil Miguel Gordo García murió electrocutado en Barakaldo al retirar una ikurriña de un cable de alta tensión en la calle León, frente al edificio de Telefónica. La colocación de la bandera había sido comunicada al cuartel de la Guardia Civil, que envió a varios agentes para retirarla. Miguel Gordo se subió a una plataforma de Telefónica que fue elevada hasta la altura del cable en el que estaba situada la ikurriña. La descarga se produjo al intentar cortar con un alicate la argolla metálica que unía la bandera con el cable.  




			Miguel Gordo era técnico en desactivación de explosivos, por lo que había intervenido en diversas ocasiones en la retirada de ikurriñas, a menudo adosadas a cargas explosivas. Él había sido el encargado de quitar todas las banderas con explosivos de la provincia de Vizcaya a lo largo de la última semana. Durante ese fin de semana, en las tres provincias vascas fueron colocadas, al menos, diez ikurriñas, tres de ellas con explosivos simulados, y otras adosadas a cables de alta tensión. Este tipo de actividad continuó durante los días siguientes. Veinticuatro horas después de la muerte de Miguel Gordo, otra bandera fue colocada en la parte vieja de San Sebastián, con una inscripción firmada por ETA, y unida por cables a dos paquetes, uno de los cuales contenía un potente explosivo.  




			Nacido en 1935 en Villabrán de Cea (Palencia), Gordo estaba casado y tenía un hijo de seis años de edad. Ingresó en la Guardia Civil diecisiete años antes. Su primer destino fue en Ochandiano (Vizcaya), de donde pasó a la Comandancia de Bilbao en calidad de técnico en desactivación de explosivos. Fue enterrado en la localidad de Riesgo de la Vega (León), localidad de la que era natural su viuda. 




			Con la muerte de Miguel Gordo se elevaban a cinco los guardias civiles asesinados en circunstancias similares en apenas seis meses. 




			



			 




			ANTONIO DE FRUTOS SUALDEA 




			3 de mayo de 1976. Legazpia/Legazpi (Guipúzcoa). Guardia civil. 




			



			 




			La colocación de una ikurriña fue el cebo utilizado el 3 de mayo de 1976 para atraer a un grupo de guardias civiles hacia el embalse de Urtatxa, a unos dos kilómetros de Legazpia. En un muro de contención de la presa se había colocado una bandera junto a un paquete que parecía contener un explosivo. 




			Cuando los agentes realizaban el reconocimiento de la zona, tuvieron noticia de que durante la madrugada anterior un artefacto explosivo había destruido el vehículo propiedad del regente de un establecimiento hostelero de Legazpia. El cabo Antonio de Frutos Sualdea ordenó a los dos agentes que le acompañaban que establecieran un cordón de seguridad en la zona ante el temor de que el paquete sospechoso contuviera un explosivo. Mientras tanto, él se trasladó en automóvil al cuartel para recibir información sobre la bomba que había estallado horas antes. 




			El cabo, a bordo de un Seat 850, inició el camino de regreso hacia el cuartel. Llevaba recorridos apenas doscientos metros cuando estalló una bomba con seis kilos de explosivos colocada en un talud del camino. Los terroristas accionaron a distancia el artefacto, cuya onda expansiva alcanzó de lleno a Antonio de Frutos, que murió de forma instantánea.  




			Antonio de Frutos nació en Valtiendas (Segovia) el 19 de abril de 1932, y dejó viuda, María Martín Peña, y tres hijas: María Jesús, de doce años; Teresa, de diez, y Antonia, de ocho. En 1963 había ingresado en la Guardia Civil y su primer destino fue la localidad guipuzcoana de Bergara, donde nació su primera hija. Después fue trasladado a la villa segoviana de Riaza, donde estuvo seis años, hasta que en junio de 1971 ascendió a cabo primero y fue destinado a Legazpia. 




			Isabel San Sebastián, en su libro Los años de plomo (Temas de Hoy, 2003), recoge las impresiones de la viuda de Antonio de Frutos, quien señala que en diciembre de 1975 habían puesto una bomba en la garita del puesto de guardia del cuartel, bomba que fue desactivada. Desde aquel momento Antonio de Frutos y su familia no vivieron a gusto en Legazpia y pensaron en trasladarse a Madrid, donde habían comprado una vivienda. A la pregunta de si Antonio tenía miedo, su esposa recuerda una conversación y cita las palabras expresadas por su marido: «Que conste que yo me quedo aquí por las niñas, para que terminen el curso y eso. De lo contrario, me marcharía mañana mismo a Madrid; como fuera me marcharía, porque yo hasta ahora no he tenido miedo, pero ahora ya es pánico lo que tengo».  




			En aquellos días se celebraban las fiestas de la Santa Cruz en Legazpia, pero todos los actos fueron suspendidos tras el atentado. A la salida de la iglesia, durante el funeral, su esposa recuerda los aplausos de la gente del pueblo. Ese mismo día se fue a vivir a Madrid con sus hijas. 




			



			 




			LUIS CARLOS ALBO LLAMOSAS 




			9 de junio de 1976. Basauri (Vizcaya). Abogado. 




			



			 




			La noticia del atentado que costó la vida a Luis Carlos Albo Llamosas compartió la portada del Diario de Navarra del 10 de junio con la de la aprobación del Proyecto de Ley del Derecho de Asociación, que abría el horizonte a la legalización de los partidos políticos.  




			Luis Carlos Albo fue asesinado a las 16:10 horas, cuando se dirigía al instituto mixto de enseñanza media de Basauri, donde impartía clases de Formación Política, para asistir a un examen. Tres terroristas, que esperaban a la víctima en plena calle en un automóvil robado poco antes en Bilbao, se apearon del coche cuando vieron llegar a Albo y le dispararon a bocajarro varias veces. El abogado recibió seis impactos de bala, la mayoría de ellos en la cabeza, que le causaron la muerte de forma instantánea. Los agresores huyeron en el automóvil en dirección a la capital vizcaína. 




			Luis Carlos Albo, hijo de Fausto Albo, un militar que fue alcalde de Barakaldo durante diecinueve años, era jefe local del Movimiento Nacional, el partido único del régimen de Franco. Tenía cincuenta y seis años y era natural de Arnuero (Cantabria). Estaba casado y tenía seis hijos con edades comprendidas entre los once y los veinticinco años. Albo era abogado y su despacho se hallaba en Basauri. Con él trabajaba su hija como secretaria. «No había recibido amenazas directas, pero creía que algo le podía pasar», declaró la joven al diario El País un día después del crimen. Aun así no tomaba precauciones y, aunque tenía permiso de arma corta, nunca iba armado. Se sabía que un comando de ETA había entrado en España y se habían tomado medidas de seguridad, principalmente entre miembros de la Guardia Civil y la Policía. Al inicio del funeral, su hijo mayor rogó que no se lanzaran voces de odio ni rencor: «Creo que así interpreto fielmente el pensamiento de mi padre», dijo. 




			



			 




			EDUARDO MORENO BERGARECHE 




			23 de junio de 1976. Miembro de ETA político-militar. 




			



			 




			El que fuera dirigente y principal ideólogo de ETA político-militar, Eduardo Moreno Bergareche, Pertur, desapareció el 23 de julio de 1976, después de ser visto por última vez en compañía de los dirigentes del mismo grupo Francisco Múgica Garmendia, Pakito, y Miguel Ángel Apalategui Aierbe, Apala, cabecillas de los Bereziak (los comandos especiales), con los que mantenía importantes diferencias ideológicas y estratégicas. Algunos testigos vieron cómo Apalategui Aierbe y Múgica Garmendia recogieron a Moreno Bergareche en un automóvil en San Juan de Luz. Según declararon estos al ser interrogados por la Policía francesa, lo llevaron hasta Biriatou, donde supuestamente tenía una cita a la que nunca llegó. 




			La desaparición del ideólogo de ETA se produjo en un momento de fuertes divisiones internas dentro de la organización terrorista, cuando el inicio de la Transición en España provocaba diferentes estrategias de cara al futuro. Moreno Bergareche, al frente del sector mayoritario de ETA político-militar, era consciente de que el escenario político que estaba a punto de aparecer en España era muy distinto del conocido hasta entonces, por lo que las respuestas debían ser también diferentes. Él defendía la formación de un partido político revolucionario para actuar en la legalidad, partido al que quedaría subordinada la organización terrorista. Esta postura, que triunfó en el seno de ETA una vez desaparecido su impulsor, abrió paso a una lógica diferente en el seno de los «polimilis», que llevó a sus miembros unos años más tarde a renunciar a las armas. 




			Moreno Bergareche y quienes le apoyaban se encontraban con la oposición del sector de los Comandos Bereziak, unos comandos especiales creados en 1975 para llevar a cabo atentados y cuya única lógica era la de las armas. El secuestro de ÁNGEL BERAZADI URIBE (pág. 70), un industrial afín al Partido Nacionalista Vasco (PNV), a manos de los Bereziak puso de manifiesto las profundas diferencias existentes en el seno de ETA político-militar. Los primeros optaron por asesinar al rehén ante la imposibilidad de acuerdo con la familia y en contra de la opinión de Moreno Bergareche y de otros dirigentes de ETA político-militar. 




			La evolución ideológica que se mostraba en las posturas de Moreno Bergareche en 1976 no gustaba nada a la fracción encabezada por Miguel Ángel Apalategui, Eugenio Etxebeste, Antxon, y Francisco Múgica Garmendia. Este grupo, en el mes de abril de 1976 lo mantuvo secuestrado acusándolo de cometer una «falta de seguridad» al haber enviado una carta a un miembro de ETA encarcelado en la que relataba algunos problemas de la organización terrorista. El secuestro, además, tenía por objeto impedir que Moreno Bergareche asistiera a una conferencia de dirigentes de la banda en la que intervino Etxebeste para justificar la privación de libertad de su compañero. El secuestro provocó un debate que culminó con la decisión de exigir a los «berezis» que pusieran en libertad a Eduardo Moreno. 




			Apenas dos meses después, el 23 de junio, volvía a desaparecer en las proximidades de la frontera franco-española y, curiosamente, después de ser visto en el interior de un coche con dos de sus máximos enemigos en el seno de ETA: Francisco Múgica Garmendia, y Miguel Ángel Apalategui. Fue otro miembro de la organización terrorista quien vio a los tres en el interior de un Renault 5 de color azul. Al volante se encontraba Apalategui; en el asiento trasero Múgica Garmendia, y en el del copiloto, Eduardo Moreno. Sin embargo, cuando Múgica fue interrogado por la Policía francesa, declaró que él ocupaba el asiento delantero y Moreno Bergareche el de atrás, pues este había pedido a sus compañeros que lo trasladasen a Behobia, donde tenía una cita. 




			Aunque un grupo de extrema derecha se atribuyó el secuestro y el asesinato, lo cierto es que la familia de Moreno Bergareche sostiene públicamente desde 1978 que fueron sus antiguos compañeros los responsables de su muerte. Catorce años después de su desaparición, un juzgado de Irún tramitó, a petición de la familia, un expediente para declararle oficialmente muerto. 




			Eduardo Moreno Bergareche tenía veinticinco años cuando desapareció. Nacido en 1950 en San Sebastián, estudió en el Colegio Alemán y en los marianistas, donde fue compañero de curso de Jaime Mayor Oreja, que años después sería líder del centro-derecha vasco y ministro del Interior, así como amigo íntimo de Gorka Knorr, que fue secretario general de Eusko Alkartasuna. Formó parte también de un grupo de música denominado Los Amis. En 1972 huyó a Francia, donde se convirtió en el ideólogo más relevante de ETA político-militar. 




			



			 




			JUAN MARÍA DE ARALUCE VILLAR 




			4 de octubre de 1976. San Sebastián (Guipúzcoa). Presidente de la Diputación de Guipúzcoa. 




			



			 




			Cuatro individuos armados con metralletas dispararon casi un centenar de proyectiles contra el coche oficial en el que viajaba Juan María de Araluce Villar, presidente de la Diputación de Guipúzcoa, consejero del Reino y procurador en Cortes, y contra el vehículo de la escolta, ocupado por tres policías. Además de Araluce, en el atentado murieron el conductor, JOSÉ MARÍA ELÍCEGUI DÍAZ, y los tres miembros de su escolta, ALFREDO GARCÍA GONZÁLEZ, ANTONIO PALOMO PÉREZ y LUIS FRANCISCO SANZ FLORES. 




			Menos de ochocientos metros separaban la sede de la Diputación, en la céntrica plaza de Guipúzcoa, del domicilio de Juan María Araluce. El coche oficial del presidente de la Diputación realizó aquel trayecto, como de costumbre, seguido por el vehículo en el que viajaban los miembros de su escolta. Los dos turismos se detuvieron ante el domicilio del político y, cuando Juan María Araluce abrió la puerta para apearse, tres individuos que se encontraban bajo una marquesina de autobús dispararon al mismo tiempo sus metralletas sobre ambos coches. Por los casquillos encontrados posteriormente se calcula que hicieron un centenar de disparos. Además de matar a los cinco ocupantes de los vehículos, los terroristas hirieron a diez transeúntes. Una vez cometido el atentado, los agresores huyeron en un vehículo que más tarde abandonaron. 




			«Acabábamos de empezar a comer cuando oímos varios tiros; nos abalanzamos a la ventana y vimos en la acera, al borde del coche, el cuerpo ensangrentado de mi padre. Dos de mis hermanos bajaron inmediatamente a la calle, mientras los demás atendíamos a mi madre», declaraba Juan María, hijo mayor del presidente de la Diputación, horas después de producirse el atentado, según publicó El País el día 6 de octubre. El diario ABC también señala que Araluce comentó en torno a su propia seguridad con un sacerdote amigo de la familia: «No va a pasar nada. Un atentado contra la Diputación sería un acto anti-político». Seis horas después lo asesinaron. La escolta se había establecido ante las diversas amenazas que había recibido José María Araluce por parte de ETA desde 1973. 




			El ministro de la Gobernación, Rodolfo Martín Villa, en declaraciones recogidas por El Correo en su edición del 5 de octubre, se refirió a la personalidad del político asesinado diciendo que se trataba de un íntimo colaborador y que fue «un gran compañero en las tareas del Consejo del Reino», con quien tenía previsto una reunión de trabajo para el día siguiente al atentado.  




			Tres horas y media después de la acción terrorista, sendas llamadas anónimas a la emisora La Voz de Guipúzcoa y al diario La Voz de España se responsabilizaban en nombre de ETA V Asamblea, rama militar, de la autoría de los asesinatos. A última hora de la noche, ETA V Asamblea reiteraba oficialmente la autoría del atentado desde la localidad francesa de Bayona a través de las llamadas efectuadas a diversos diarios y emisoras de radio.  




			Juan María de Araluce Villar, casado y padre de nueve hijos, nació el 24 de junio de 1917 en Santurce (Vizcaya). Teniente piloto de aviación de caza, combatió durante la Guerra Civil española. En 1947 obtuvo por oposición la notaría de Tolosa. Desde 1968 ocupaba el cargo de presidente de la Diputación de Guipúzcoa. 




			Véase también José María Elícegui Díaz (pág. 81), Alfredo García González (pág. 82), Antonio Palomo Pérez (pág. 82) y Luis Francisco Sanz Flores (pág. 83). 




			



			 




			JOSÉ MARÍA ELÍCEGUI DÍAZ 




			4 de octubre de 1976. San Sebastián (Guipúzcoa). Conductor del  vehículo oficial del presidente de la Diputación. 




			



			 




			José María Elícegui Díaz tenía veinticinco años de edad, iba a casarse próximamente y había sustituido al conductor anterior cuando este se jubiló. Tal como recoge Cristina Cuesta en su libro Contra el olvido (Temas de Hoy, 2000), era el último día de trabajo para José María Elícegui como chófer del presidente de la Diputación, JUAN MARÍA DE ARALUCE VILLAR, asesinado por ETA ese mismo día. Llevaba un año trabajando como interino y lo quería dejar. Así recordaba su hermano Jesús la situación de José María: 




			



			 




			José María no necesitaba ese trabajo, que desde luego no era un  chollo, más bien lo contrario. No era policía ni militar y estaba preocupado. ETA había matado a Carrero Blanco y en la Diputación le  habían avisado de que tenía que llevar pistola. Yo le había recomendado y así lo había decidido. 




			



			 




			El funeral de José María Elícegui se celebró el 6 de octubre en la localidad guipuzcoana de Pasajes, próxima a San Sebastián. En palabras de Clementina, la madre de José María, «muchas vecinas me dijeron que como la muerte había sido así, es decir, un atentado terrorista, tenían miedo y no podían ir al funeral [...]. Después del atentado la gente cambió de actitud y comportamiento con la familia, no reaccionaban con normalidad [...]. Mi marido y yo tuvimos que irnos unos meses fuera, no aguantamos las malas miradas, el olvido, el vacío, nos sentíamos aislados». 




			Véase el relato completo del atentado en Juan María de Araluce Villar (pág. 80). 




			



			 




			ALFREDO GARCÍA GONZÁLEZ 




			4 de octubre de 1976. San Sebastián. Policía nacional. 




			



			 




			El policía Alfredo García González era el conductor del coche de escolta de JUAN MARÍA DE ARALUCE VILLAR, presidente de la Diputación de Guipúzcoa, también asesinado por ETA ese mismo día. Tenía veintinueve años, estaba soltero y era natural de Lago de Babia (León), donde había nacido el 5 de noviembre de 1946. 




			Véase el relato completo del atentado en Juan María de Araluce Villar (pág. 80). 




			



			 




			ANTONIO PALOMO PÉREZ 




			4 de octubre de 1976. San Sebastián. Policía nacional. 




			



			 




			Antonio Palomo Pérez era subinspector de Policía y formaba parte de la escolta de JUAN MARÍA DE ARALUCE VILLAR, presidente de la Diputación de Guipúzcoa. Natural de Osuna (Sevilla), había nacido en mayo de 1952 y estaba soltero. Llevaba un año y medio destinado en Guipúzcoa. Fue enterrado en Madrid el 6 de octubre junto a su compañero LUIS FRANCISCO SANZ FLORES.  
			



			Véase el relato completo del atentado en Juan María de Araluce Villar (pág. 80). 




			



			 




			LUIS FRANCISCO SANZ FLORES 




			4 de octubre de 1976. San Sebastián. Policía nacional. 




			



			 




			Luis Francisco Sanz Flores hubiese cumplido veinticinco años el día siguiente del atentado que costó la vida de cinco personas, entre ellas la de JUAN MARÍA DE ARALUCE VILLAR, presidente de la Diputación de Guipúzcoa. Luis Francisco era otro de los escoltas de Araluce. El policía era natural de Madrid, donde había nacido el 5 de octubre de 1951, y se había casado quince días antes con una mujer donostiarra. Miles de personas presenciaron el 6 de octubre en Madrid el traslado de los cadáveres de Luis Francisco Sanz y ANTONIO PALOMO PÉREZ en un ambiente tenso pero sin incidentes. En las inmediaciones de San Sebastián de los Reyes, a unos veinte kilómetros de Madrid, varios centenares de personas, en su mayor parte funcionarios de Policía que esperaban la llega da de los furgones mortuorios, formaron un cortejo fúnebre hasta la Puerta del Sol. Finalizado el acto religioso, fueron sacados los féretros a hombros de compañeros, familiares y amigos, y recibidos por la multitud que se agolpaba en las inmediaciones de la iglesia con una cerrada ovación. 




			Véase el relato completo del atentado en Juan María de Araluce Villar (pág. 80). 
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ETA CONTRA LA DEMOCRACIA 




			



			 




			El 9 de diciembre de 1977 salía de la cárcel el último preso etarra en virtud de la Ley de Amnistía aprobada en el mes de octubre como parte de las medidas de democratización y reforma impulsadas durante la Transición. No quedaba ni un solo miembro de ETA en prisión, pero en el otoño de ese año la banda terrorista había sentado ya las bases de lo que iba a ser su enfrentamiento contra la democracia a partir de ese momento.  




			En septiembre, los denominados Comandos Bereziak (especiales), que se habían escindido de ETA político-militar, se fusionaron con la rama militar de la banda (ETA militar). Esta unión entre los Bereziak y los militares sirvió para reforzar a esta última facción y para poner en marcha una ofensiva terrorista. ETA militar, con un importante número de efectivos en sus filas, con recursos materiales y con voluntad para realizar una escalada terrorista, se convirtió a partir de ese momento en la mayor amenaza para la libertad y la seguridad de los españoles. El asesinato del presidente de la Diputación de Vizcaya, en el mes de octubre, supuso el inicio de una intensa campaña de atentados que convirtió los tres años siguientes en el periodo más duro del terrorismo etarra. El periodo comprendido entre 1978 y 1980, en el que ETA cometió el 29 % de todos los asesinatos de su historia, pasaría a conocerse como «los años de plomo».  




			



			 




			CONSTANTINO GÓMEZ BARCIA 




			13 de marzo de 1977. Mondragón (Guipúzcoa). Guardia civil. 




			



			 




			Constantino Gómez Barcia tenía veintiún años cuando fue asesinado el 13 de marzo de 1977. Ese día, junto con otros tres compañeros, salió a divertirse y a bailar a una discoteca de Mondragón. A las 2:45 de la madrugada, los agentes abandonaron la sala de fiestas y subieron a un Renault 12 perteneciente a uno de los guardias destinado en el cuartel de Mondragón. El propietario del coche y su novia se colocaron en los asientos delanteros. En la parte trasera se sentaron Constantino y sus compañeros del puesto de Oñate, Miguel Santaella Carretero, de veinticinco años, y José Castaño Vázquez, de veintiséis. 




			El coche circuló por la carretera C-6322, Beasain-Durango, hasta llegar al cruce con la de Mondragón-Bergara. Un turismo Seat 1430, matrícula BU-0651-A, que precedía al ocupado por los agentes, se detuvo ante una señal de ceda el paso y tras él paró el Renault 12. Del Seat se apearon dos individuos armados con escopetas repetidoras de cañones recortados con las que tirotearon a los guardias civiles. 




			El conductor y su novia se apercibieron del ataque y se agacharon en sus asientos, gracias a lo cual consiguieron salir ilesos, pero los ocupantes de la parte de atrás no tuvieron tiempo de reaccionar y fueron alcanzados por los disparos. Constantino Gómez Barcia resultó muerto en el acto. Miguel Santaella recibió heridas de pronóstico muy grave, mientras que José Castaño sufrió lesiones de diversa consideración. Vecinos de los inmuebles próximos acudieron en auxilio de los heridos y los trasladaron urgentemente al centro asistencial de Mondragón, donde se certificó la defunción de Constantino.  




			El vehículo utilizado para perpetrar el atentado fue hallado en las proximidades del pueblo. El propietario del mismo había sido introducido por la fuerza en el maletero del coche sobre las nueve de la noche. ETA asumió la autoría del atentado cuarenta horas después del mismo, con dos llamadas al diario de San Sebastián La Voz de España, en las que se indicaba que el atentado era una venganza por la muerte, la semana anterior, de dos activistas de ETA en un enfrentamiento con la Guardia Civil en Zumárraga. La banda advertía también de que «caerían más policías».  




			Constantino Gómez era natural de Lugo, pero fue enterrado en Oviedo. A su funeral asistieron más de mil personas. El joven agente estaba soltero. Su padre había sido miembro de la Guardia Civil, cuerpo al que también pertenecían sus tres hermanos en el momento del atentado. 




			



			 




			ANTONIO GALÁN ACEITUNO 




			29 de abril de 1977. Tolosa (Guipúzcoa). Sargento de la Guardia Civil. 




			



			 




			Antonio Galán Aceituno llevaba apenas un mes destinado en Guipúzcoa cuando fue asesinado por ETA el 29 de abril de 1977. Ese día, a primera hora de la mañana, un comando de ETA político-militar asaltó una oficina del Banco Hispano Americano situada en la calle Gorosabal, de Tolosa, y se apoderó de veinte millones de pesetas. Los responsables de la entidad bancaria dieron aviso a la Guardia Civil. El sargento Antonio Galán se desplazó a las oficinas asaltadas para iniciar la preparación de las diligencias correspondientes. Se encontraba en esa tarea cuando, a las 8:30 horas, otro comando etarra, en esta ocasión de la rama ETA militar, formado por cuatro personas, entró en el mismo banco con la intención de realizar un atraco. 




			Uno de los terroristas iba vestido con uniforme de la Guardia Civil, lo que confundió al sargento Antonio Galán. Los asaltantes dispararon una ráfaga de metralleta a la que el suboficial respondió con su arma reglamentaria, hiriendo en el hombro a uno de los etarras, precisamente el que iba vestido con el uniforme de la Guardia Civil. Sin embargo, los terroristas alcanzaron a Galán Aceituno, que murió en el acto. Aunque fue trasladado de inmediato a la clínica de San Cosme y San Damián, los médicos solo pudieron certificar su muerte. 




			Antonio Galán, de cuarenta y siete años, natural de Castilblanco (Badajoz), estaba casado con Carmen López Corral y tenía tres hijas de entre cinco y once años. Había estado destinado en Pontevedra durante catorce años y, al ascender, fue trasladado a Tolosa, donde llevaba menos de un mes, por lo que su familia aún seguía en Pontevedra. En el bolsillo de su chaqueta llevaba preparadas dos cartas para echar en un buzón de correos, una para sus padres y otra para su esposa. 




			La localidad natal del sargento acordó el 12 de junio de 1982 poner el nombre de Antonio a una de las calles de la localidad. Castilblanco se convirtió en uno de los municipios que antes homenajeó a una víctima del terrorismo. 




			



			 




			MANUEL ORCERA DE LA CRUZ 




			18 de mayo de 1977. San Sebastián. Policía armada. 




			



			 




			El atentado que costó la vida a Manuel Orcera de la Cruz fue cometido por miembros de un comando de ETA político-militar. El agente se encontraba de servicio en el interior de la estación de Amara la tarde del 18 de mayo de 1977. Dos individuos se apearon de un vehículo y penetraron en el interior del recinto ferroviario, donde tirotearon a Manuel Orcera causándole la muerte. 




			Un segundo policía que también se encontraba de servicio en el andén efectuó varios disparos contra los agresores, pero sin conseguir alcanzarles. Los casquillos hallados se correspondían con la munición habitual de ETA. El vehículo utilizado por los autores del atentado había sido robado en el barrio de Gros.  




			Un atentado similar tuvo lugar al día siguiente contra otra pareja de la Policía Armada que estaba de servicio en la estación de Renfe de Pamplona. En esta ocasión no hubo que lamentar víctimas mortales. 




			Manuel Orcera nació el 27 de mayo de 1953 en Úbeda (Jaén). Estaba casado, tenía una hija de corta edad y su esposa estaba embarazada en el momento del atentado. Estudió en la Academia de Policía de Badajoz y llevaba destinado en San Sebastián desde abril de 1976. Durante el funeral, celebrado en Úbeda, su localidad natal, se congregaron cerca de quince mil personas.  




			



			 




			JAVIER DE YBARRA Y BERGÉ 




			20 de mayo de 1977. Alto de Barazar (Vizcaya). Industrial. 




			



			 




			El viernes 20 de mayo de 1977, sobre las 8:00 horas, una célula de los Comandos Bereziak de ETA político-militar secuestró al industrial Javier de Ybarra y Bergé en su domicilio de Neguri (Getxo). Los autores del secuestro estaban prácticamente separados de ETA político-militar y pronto se pasarían a ETA militar. De hecho, esta última organización incluye el asesinato de Ybarra en la lista de sus acciones terroristas. 




			Uno de los hijos de la víctima, Javier Ybarra, ha dejado su relato del secuestro en su libro Nosotros, los Ybarra (Tusquets, 2002). En él relata la llegada a la casa familiar de «cuatro terroristas de ETA, disfrazados de enfermeros y tapándose los rostros con unas capuchas negras» que acudieron a secuestrar a su padre.  




			



			 




			Era el 20 de mayo de 1977 y faltaban veinticinco días para que se  celebrasen las primeras elecciones democráticas tras casi cuarenta  años de franquismo. España, en plena Transición política, soportaba  estoicamente la coz del terrorismo, mientras Europa y, sobre todo,  Francia miraban para otro lado […]. 




			Una vez dentro de casa, los terroristas comenzaron a sacar las metralletas de entre las batas de falsos enfermeros con las que habían  venido disfrazados. Luego le dijeron a Marcelina [la empleada de   hogar]: 




			—Venimos a por don Javier. Tú te pones delante de nosotros y nos  conduces hasta él. 




			De los cuatro terroristas que entraron en casa, uno se quedó abajo,  por los salones, vigilando y curioseando fotos, libros y papeles [...].  Mientras el terrorista del salón seguía curioseando y vigilando esa parte de la casa, los otros tres secuestradores marchaban, tras los pasos de  Marcelina, hacia el cuarto de baño de mi padre. Por el camino, uno  de ellos fue entrando en los dormitorios de mis hermanos solteros:  Enrique, Borja, Ana y Cosme (Ramón no había dormido esa noche en  casa), despertándoles a punta de metralleta mientras les decía:  




			—Tranquilos, que no pasa nada. 




			De todos los dormitorios en los que entraron los secuestradores, el  que les pareció más chocante fue el de nuestro hermano pequeño,  Cosme, de quince años, que tenía las paredes empapeladas con todo  tipo de carteles y banderas, entre las que destacaban la ikurriña y un  póster del Che Guevara. A los etarras se les escapó la frase de «¡Qué  cuarto más agradable!». 




			



			 




			Los terroristas llegaron hasta el cuarto de baño donde estaba Javier de Ybarra y llamaron a la puerta identificándose como miembros de ETA, pero su víctima pensó que se trataba de una broma de sus hijos. 




			



			 




			Nuestro padre se había negado a pagar el impuesto revolucionario  que ETA le venía exigiendo desde hacía ya unos diez años. Algunas  noches, los etarras le telefoneaban para recordárselo y amenazarle. Él  les llamaba majaderos y colgaba. Quería dar la impresión de que aquellos «majaderos» no habían logrado alterarle.  




			



			 




			Cuando por fin salió del baño, los etarras le ordenaron que se vistiera, mientras en una habitación contigua eran recluidos todos los hijos y el personal de servicio de la familia. 




			



			 




			Al cabo de un rato, los secuestradores se presentaron con nuestro  padre en la habitación donde estaban todos. En ese instante uno de  ellos sacó del bolsillo una vieja cámara fotográfica y comenzó a disparar fotos.  




			



			 




			Cuando el jefe del comando indicó a su víctima que era hora de irse, Javier de Ybarra se dirigió a sus hijos: «No os preocupéis por mí. Lo más que estos van a poder hacer es pegarme un tiro y, en ese caso, iré a reunirme con vuestra madre en el cielo». 




			Los secuestradores introdujeron al industrial en un Seat 124 de color blanco, camuflado de ambulancia, con el que huyeron haciendo sonar la sirena. Otros miembros de ETA esposaron a todos los que estaban en la casa y les taparon la boca para que no pudieran gritar. 




			Cinco días más tarde la familia recibió la primera carta de ETA, fechada el 22 de mayo y firmada por «el Comando de Intervención Popular Zaharra». En ella se describía al rehén como «miembro de la clase dominante». Unos días más tarde se supo que ETA reclamaba mil millones de pesetas como rescate. «La oligarquía de los Ybarra entregará a ETA la cantidad de mil millones de pesetas. En caso contrario, J. Ybarra será ejecutado, como lo fue ÁNGEL BERAZADI URIBE [pág. 70]», afirmaban los terroristas en una de sus misivas.  




			Uno de los hijos del rehén, Juan Antonio, constituyó un «comité de liberación», en el que estaban representados varios familiares y destacados hombres de negocios, con el objetivo de conseguir que los dos principales bancos, el Vizcaya y el Bilbao, realizaran un préstamo con el que poder pagar el dinero reclamado. Las gestiones realizadas no les permitieron conseguir más que cincuenta millones, cifra que no satisfizo las exigencias de los terroristas. En el programa Las cárceles de ETA, emitido por Telemadrid el 26 de junio de 2006, Javier Ybarra hijo declaró: 




			



			 




			El sentimiento que tuvimos fue de enorme impotencia, porque  estábamos aislados, solos, éramos muy jóvenes, éramos diez hermanos  y teníamos una sensación de impotencia total. 




			



			 




			En los hijos del secuestrado quedó un sentimiento de dolor ante el abandono y la falta de apoyos que encontraron en la clase económica y financiera de Neguri, con la que tenían estrechos lazos familiares. Juan Antonio Ybarra Ybarra, hijo de la víctima, declaró al diario El Mundo el 28 de abril de 2002: 




			



			 




			A raíz del secuestro y asesinato de mi padre se rompe la unidad  que había existido en las familias de nuestro entorno para acometer  grandes empresas económicas. A partir de entonces hay una diáspora,  física, porque la gente se marcha, e intelectual, porque cada uno ya  solo piensa en nadar y guardar la ropa.  




			



			 




			El 2 de junio de 1977 fue detenido en la localidad francesa de Hendaya Miguel Ángel Apalategui, uno de los principales líderes de los Comandos Bereziak y sospechoso de haber ordenado el secuestro. El 13 de junio la familia Ybarra recibió un ultimátum en el que se fijaba como plazo para entregar el rescate las doce de la noche del día 15, fecha que posteriormente sería ampliada al 18 del mismo mes. 




			El 20 de junio se recibió un comunicado en Radio Popular de San Sebastián indicando dónde había sido depositado el cadáver de Javier de Ybarra. Junto al comunicado se adjuntaba un plano del Alto de Barazar. Los agentes de la Guardia Civil desplazados al lugar tomaron las medidas pertinentes al sospechar que se pudiese tratar de una emboscada, pero no encontraron nada. Avisos telefónicos posteriores aseguraron que Javier de Ybarra seguía todavía con vida.  




			Sin embargo, el 22 de junio fue encontrado el cadáver cerca del caserío de Rekarte, un refugio de montañeros en el Alto de Barazar, envuelto en plásticos y cubierto por ramas de árboles, tal y como indicaba el comunicado de ETA que en primera instancia pareció falso al no encontrarse el cuerpo. El secuestrado presentaba un disparo en la cabeza que podría haberse producido unos tres días antes. En el lugar se encontraron también diversos efectos personales de la víctima: un rosario, un misal y sus gafas.  




			Javier de Ybarra era natural de Bilbao, donde nació el 2 de julio de 1913. Cursó Derecho en las universidades de Deusto y Salamanca, y se licenció en 1934. De su padre, creador del primer centro tutelar de menores en España, heredó su pasión por ayudar a la reeducación de los jóvenes. Para desempeñar mejor su labor se diplomó en Psicología y Pedagogía. Fue nombrado presidente del Consejo Superior de Protección de Menores en España, cargo que desempeñó hasta pocos años antes de su asesinato. En el momento del mismo ostentaba la presidencia del Tribunal Tutelar de Menores de Vizcaya. También había sido nombrado presidente de la Asociación Internacional de Magistrados de la Juventud, con sede en Bruselas.  




			Ybarra también destacó por ser un importante industrial: presidió la Babcock-Wilcox en Bilbao y fue consejero del Banco de Vizcaya, de Iberduero y del diario El Correo. En el campo político fue presidente de la Diputación Provincial de Vizcaya desde 1947 hasta 1969 y alcalde de Bilbao entre 1963 y 1969. Gran amante del País Vasco, tenía una casa de campo en Álava y le encantaba salir al monte.  Precisamente, el Alto de Barazar, donde fue encontrado sin vida, era uno de sus parajes preferidos.  




			



			 




			VALENTÍN GODOY CEREZO 




			26 de junio de 1977. La Puebla de Arganzón (Burgos). Policía armada. 




			



			 




			El agente Valentín Godoy Cerezo llevaba seis meses destinado en Vitoria cuando se produjo su asesinato. En la capital alavesa compartía una vivienda con un compañero de trabajo. Antes estuvo destinado en la localidad burgalesa de Miranda de Ebro, como miembro de una de las compañías de Reserva de la Policía que con frecuencia eran enviadas al País Vasco para reforzar a las plantillas ordinarias de esta comunidad. 




			Nacido en la localidad de Santa Amalia (Badajoz), Valentín Godoy fue asesinado de tres disparos en la cabeza el 26 de junio de 1977. Su asesinato fue un crimen sin testigos. El cuerpo sin vida del agente, que trabajaba como practicante en la enfermería del cuartel de la Policía Armada, fue hallado con tres disparos en la cabeza en la localidad de La Puebla de Arganzón, en el límite entre Álava y Burgos. 




			El vehículo propiedad de Valentín, un Renault 12 de color burdeos, fue encontrado por una patrulla de la Guardia Civil de Tráfico a las 11:00 horas, estacionado y con las luces encendidas, junto a la carretera Nacional I. El cuerpo sin vida del agente aparecía reclinado sobre el asiento derecho. Los impactos que presentaba en la cabeza fueron realizados a corta distancia y desde la parte posterior. 




			Un grupo desconocido autodenominado «Doble G» (Gazte Gudaroste-Ejército Joven) asumió la autoría del crimen. 




			Valentín Godoy, que estaba soltero, fue enterrado en su localidad natal. El 17 de marzo de 2000, el Consejo de Ministros le concedió la Gran Cruz de Reconocimiento Civil a las Víctimas del Terrorismo. 




			



			 




			ANTONIO HERNÁNDEZ FERNÁNDEZ-SEGURA 




			8 de octubre de 1977. Guernica/Gernika (Vizcaya). Guardia civil. 




			



			 




			Antonio Hernández Fernández-Segura, de veintitrés años, casado y con un hijo de seis meses, había ingresado en la Guardia Civil el 17 de febrero de 1975. Natural de Baños de Graena (Granada), llevaba muy poco tiempo destinado en la localidad de Gernika. Murió en el atentado que costó las vidas del presidente de la Diputación de Vizcaya, AUGUSTO GUILLERMO UNCETA BARRENECHEA, y del guardia civil ÁNGEL RIVERA NAVARRÓN. 
			



			Véase el relato completo del atentado en Augusto Guillermo Unceta Barrenechea (pág. 93). 




			



			 




			ÁNGEL ANTONIO RIVERA NAVARRÓN 




			8 de octubre de 1977. Guernica/Gernika (Vizcaya). Guardia civil. 




			



			 




			Ángel Antonio Rivera Navarrón era natural de Socuéllamos (Ciudad Real) y estaba soltero. Había ingresado en el Cuerpo en febrero de 1976. Falleció en el atentado de Gernika de 1977 en el que también murieron el presidente de la Diputación de Vizcaya, AUGUSTO GUILLERMO UNCETA BARRENECHEA, y el guardia civil ANTONIO HERNÁNDEZ FERNÁNDEZ-SEGURA. 
			



			Véase el relato completo del atentado en Augusto Guillermo Unceta Barrenechea (pág. 93). 




			



			 




			AUGUSTO GUILLERMO UNCETA BARRENECHEA 




			8 de octubre de 1977. Guernica/Gernika (Vizcaya). Presidente de la Diputación de Vizcaya. 




			



			 




			Como todos los sábados, aquel 8 de octubre Augusto Guillermo Unceta Barrenechea se dirigió al frontón Jai Alai de Gernika, localidad de la que había sido alcalde, para jugar un partido de pala con unos amigos. Le acompañaban dos agentes de la Guardia Civil que formaban parte de su escolta. A las 12:50 horas, el presidente de la Diputación estacionó su vehículo en un aparcamiento próximo al frontón, mientras los dos guardias de su escolta, que viajaban en otro automóvil, se detuvieron un poco más adelante. Augusto Unceta se apeó y abrió el maletero para recoger la bolsa con la ropa de deporte. En ese momento un individuó le disparó un primer tiro a la cabeza, al que siguió una ráfaga de metralleta. En total, once impactos de bala le ocasionaron la muerte de forma instantánea. 




			Los guardias civiles ANTONIO RIVERA NAVARRÓN y ÁNGEL FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ-SEGURA se encontraban todavía dentro de un turismo cuando desde un Seat 1430 fueron tiroteados. Los agentes dieron marcha atrás para alejarse del foco de los disparos, pero la maniobra quedó interrumpida por la colisión con otro turismo ocupado por tres personas. Uno de los agentes pudo sacar su pistola y salir del coche, pero no tuvo tiempo de responder al fuego de los terroristas y cayó sobre el pavimento con el arma en la mano. Su compañero también pudo salir del coche, pero falleció a los pocos minutos. Ángel Rivera presentaba diecisiete impactos de bala, mientras que el segundo agente fue alcanzado por doce. 




			Minutos antes del atentado, Augusto Unceta había salido de la fábrica de armas Astra, Unceta y Cía. que fundara su padre. Desde que se produjo el asesinato del presidente de la Diputación de Guipúzcoa, JUAN MARÍA ARALUCE VILLAR (pág. 80), el Ministerio del Interior le  había asignado vigilancia policial. Precisamente, el último acto oficial al que asistió había sido una misa por el aniversario del asesinato de Araluce. Además, Unceta había recibido numerosas amenazas de ETA, especialmente después de que desde la presidencia de la Diputación de Vizcaya se opusiera a la legalización de la ikurriña. Pese a ello, siguió haciendo su vida habitual en Gernika. 




			Unceta, nacido el 5 de diciembre de 1923 en Gernika, casado y con tres hijos, era un gran deportista, aficionado a la pesca y al frontón. Era propietario de la empresa de armas Astra, Unceta y Cía., y tenía participaciones en otras empresas como Trébol y Jipsal, dedicadas a la elaboración de objetos de cubertería. Su actividad pública le había llevado a ocupar la alcaldía de Gernika en los años sesenta y a la presidencia de la Diputación de Vizcaya. 




			La organización terrorista ETA se atribuyó el atentado a través de varias llamadas telefónicas a diversos medios de comunicación de Bilbao. Este atentado supuso el inicio de una ofensiva de la rama ETA militar, que se había visto reforzada con la fusión de los Comandos Bereziak, procedentes de ETA político-militar. 




			Véase también Antonio Hernández Fernández-Segura (pág. 92) y Ángel Antonio Rivera Navarrón (pág. 92). 




			



			 




			JOSÉ DÍAZ FERNÁNDEZ 




			2 de noviembre de 1977. Irún/Irun (Guipúzcoa). Policía municipal. 




			



			 




			La tarde del 2 de noviembre, el sargento de la Policía Municipal de Irún José Díaz Fernández acudió a su domicilio como hacía habitualmente. Hacia las 20:15 horas pasaba un momento por su casa, se comía un bocadillo y luego continuaba su trabajo. Aquel día, sin embargo, los terroristas le estaban esperando. 




			José Díaz entró en el portal y se disponía a subir las escaleras de su domicilio cuando tres individuos le dispararon a corta distancia. La primera persona en atenderle fue su hijo, que todavía lo encontró con vida, aunque José falleció poco después. Los autores del atentado utilizaron un taxi robado para dirigirse al domicilio del sargento de la Policía Municipal, así como para huir una vez perpetrado el crimen. Dos horas más tarde, hacia las 22:30 horas, un comunicante anónimo informó del paradero del dueño del taxi, que apareció amordazado en un monte cerca de Oiartzun. El vehículo fue hallado en Rentería. 




			José Díaz, de cincuenta y cuatro años, era natural de Asturias, estaba casado y tenía dos hijos. Llevaba más de veinte años en el cuerpo de la Policía Municipal. Nunca había recibido amenazas, pero era consciente de su riesgo. Según recoge el diario ABC el 3 de noviembre, él mismo había hablado con algunos allegados sobre la posibilidad de adoptar medidas de seguridad: «¿Para qué?, si no sirve de nada —había dicho—. Cuando le esperan a uno en la escalera de su casa, ¿qué le vamos a hacer? Lo único es esperar a ver a quién le toca la china la próxima vez».  




			Al día siguiente del atentado, el hijo menor de José, como tantas otras víctimas a lo largo de los años, expresaba su repulsa y su deseo de que no volviera a ocurrir una desgracia como aquella: «Quisiera que esto no pase a nadie más». (El Correo, 3 de noviembre de 1977).  




			



			 




			JOAQUÍN IMAZ MARTÍNEZ 




			26 de noviembre de 1977. Pamplona. Comandante de la Policía Armada. 




			



			 




			El cuerpo sin vida del comandante Joaquín Imaz Martínez fue encontrado tendido al pie de un árbol, cubierto por una manta, en los aparcamientos contiguos a la plaza de toros de Pamplona. Varios miembros de ETA le habían esperado al anochecer del día 26 cuando se dirigía a coger su automóvil, estacionado cerca del coso taurino. El comandante Imaz era un hombre conocido en Pamplona que acostumbraba a salir con sus amigos. Los terroristas sabían de esta faceta social del militar y esperaron a que regresara a coger el coche para llevar a cabo el  atentado. 




			Sobre las 22:15 horas, los miembros de un comando etarra le dispararon por la espalda, alcanzándole en la cabeza. Cuando cayó al suelo le remataron con un tiro en la sien. Este asesinato fue el primero que cometió la banda terrorista en Navarra. 




			Joaquín Imaz, comandante jefe de la Policía Armada de Pamplona, nació en Pamplona en 1927. Estaba casado y tenía una hija de siete años. Ingresó en 1946 en la Academia Militar y su primer destino fue el Sáhara, donde prestó servicios con el grado de teniente. En Santa Cruz de Tenerife, con igual graduación, desempeñó funciones en la Policía Armada. Dentro de este cuerpo de orden público fue nombrado ayudante del comandante en Bilbao. Ascendió a capitán y se reincorporó al Ejército con destino en Cataluña y después en el regimiento América 66 de Pamplona. Ya con el grado de comandante, volvió a la Policía Armada y fue destinado a San Sebastián, donde permaneció más de un año. Desde allí se trasladó de nuevo a su ciudad natal para hacerse cargo del mando de la 64 Bandera de la Policía Armada. 




			Joaquín Imaz recibió varias amenazas de muerte a las que no concedió demasiado crédito. La última tuvo lugar pocos días antes del atentado y en ella se decía que le quedaban pocas horas de vida. Al parecer, esta amenaza la tomó más en serio, pero siguió negándose a ser protegido por una escolta o a llevar encima arma alguna. Como recogía el diario El País del 30 de noviembre, solía decir a sus amigos: «sería inútil, pues si han de matarme, lo harán por la espalda». De hecho, al comentar la última amenaza recibida, dos de sus amigos se ofrecieron a acompañarle, pero él rechazó la oferta con estas palabras: «Mejor será que caiga yo solo a que sean tres las víctimas». 




			La sentencia número 39 dictada en 1979 por la sección 2.ª de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional condenó al miembro de ETA Francisco Javier Martínez Apesteguia por su participación en este asesinato. La sentencia incluía también la obligación del acusado de indemnizar a los herederos legales de la víctima con 5 millones de pesetas. 




			



			 




			JULIO MARTÍNEZ EZQUERRO 




			16 de diciembre de 1977. Irún/Irun (Guipúzcoa). Concejal del Ayuntamiento de Irún. 




			



			 




			Julio Martínez Ezquerro, de cuarenta y seis años, estuvo la tarde del 16 de diciembre en una reunión celebrada en el Ayuntamiento de Irún, del que era concejal. Terminada la reunión, regresó en coche a su domicilio. A las 22:30 horas detuvo el vehículo en la puerta del garaje y se preparaba para apearse y abrir la puerta de entrada al aparcamiento cuando varios terroristas le dispararon a quemarropa. El edil recibió tres impactos en la cabeza y el tórax que le causaron la muerte de forma instantánea. 




			La mujer de la víctima escuchó los disparos desde el domicilio y, cuando bajó a la calle, se encontró a su marido muerto en el suelo. Al día siguiente del atentado, la viuda de Julio Martínez señaló que  cuando llegó a la calle vio mucha gente alrededor de su esposo, pero que, sin embargo, cuando fue a levantarlo, «pedí ayuda a los que allí se encontraban, pero nadie movió un solo dedo para ayudarme», según publicó El Correo en su edición del 18 de diciembre. El atentado se produjo en la calle Larretxipi, la misma en la que unas semanas antes había sido asesinado el policía municipal JOSÉ DÍAZ FERNÁNDEZ (pág. 94). 




			Los autores del atentado habían robado el vehículo empleado para la fuga el día anterior en San Sebastián, y fue encontrado al día siguiente en la zona de Larreundi.  




			



			 




			Julio Martínez nació en Logroño, pero llevaba casi toda su vida residiendo en Irún. Estaba casado, tenía dos hijas y regentaba un quiosco de prensa en la plaza de España de esa localidad. Fue miembro de la Guardia de Franco y era uno de los cuatro concejales que seguían en su puesto tras la dimisión del resto de la corporación a causa de la situación política. En los días posteriores al atentado, el alcalde se disponía a solicitar al gobernador civil de Guipúzcoa la creación de una gestora hasta las elecciones.  




			Los miembros de la organización terrorista ETA Eugenio Sein Echevarría y Francisco Javier Arocena Salaberria fueron procesados y condenados por la sección 1.ª de lo Penal de la Audiencia Nacional en la sentencia número 95 de 10 de noviembre de 1980. Sein y Arocena fueron considerados autores materiales del asesinato y condenados a 27 años de prisión mayor y al pago de 5.037.000 pesetas. En febrero de 1979 fue detenido también por este asesinato José Ignacio Picabea Burunza, quien posteriormente sería proclamado diputado al Parlamento Vasco en marzo de 1980 por la provincia de Guipúzcoa. Posteriormente, Picabea fue condenado a 30 años de cárcel por la muerte de Julio Martínez Ezquerro. 
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A TIROS CON LA CONSTITUCIÓN 




			



			 




			La institucionalización democrática de España culminó el 6 de diciembre de 1978 con la aprobación en referéndum del texto de la Constitución que consolidaba un importante régimen de libertades y establecía, además, un Estado autonómico en el que las regiones disponían de reconocimiento político y de un amplio margen para el autogobierno. 




			ETA hizo caso omiso de la voluntad mayoritaria de la ciudadanía y de lo que significaba la aprobación de la Constitución, hasta el punto de que acompañó de atentados cada paso que se dio en el largo proceso parlamentario de elaboración de la Carta Magna. El año anterior había incluido a los militares en su cada vez más amplia lista de objetivos, y a partir de 1978 comenzó a realizar atentados contra destacados miembros de las Fuerzas Armadas que tuvieron efectos desestabilizadores. La elección de algunos objetivos de gran relevancia pública fue acompañada de un aumento del número de atentados, hasta el punto de que la cifra de víctimas de 1978 fue casi superior a las provocadas anteriormente. 




			



			 




			JOSÉ MANUEL BAENA MARTÍN 




			11 de enero de 1978. Pamplona. Inspector del Cuerpo General de Policía. 




			



			 




			La actividad de ETA en Navarra fue particularmente intensa en los meses finales de 1977. La Brigada de Información de la Policía de Pamplona, a la que pertenecía el inspector Baena Martín, había encontrado una pista sobre los terroristas autores de los últimos atentados en la región, pista que llevó a varios agentes a un inmueble de la avenida de San Jorge, en Pamplona, donde sospechaban que podían ocultarse los miembros de ETA. 




			A las 14:30 horas del 11 de enero de 1978, un grupo de agentes, entre los que se encontraba José Manuel Baena, se dispuso a subir las escaleras para acceder al piso sospechoso. Ya en las escaleras, los policías se toparon con un vecino al que pidieron que se identificara para asegurarse de que no vivía en la vivienda que pretendían registrar. En ese momento, los miembros de ETA penetraron en el portal para ir al piso franco, se percataron de la presencia de los agentes y abrieron fuego contra ellos.  




			José Manuel Baena fue mortalmente herido por las balas de los terroristas, que salieron a la calle perseguidos por los demás agentes. En la vía pública continuó un intenso intercambio de disparos y dos de los miembros de ETA, Ceferino Sarasola Arregui y Joaquín Pérez de Viñaspre, murieron. Varios transeúntes resultaron también heridos en el tiroteo y tuvieron que ser trasladados a centros hospitalarios. 




			José Manuel Baena nació en Granada en 1946 y había tenido una hija apenas unas semanas antes de su asesinato. Su padre fue general del Arma de Infantería del Ejército de Tierra. Tanto el padre como la esposa de la víctima se enteraron del fallecimiento de José Manuel al escuchar la noticia por la radio. 




			



			 




			MANUEL LEMUS NOYA 




			24 de febrero de 1978. Santurce/Santurtzi (Vizcaya). Policía municipal. 




			



			 




			Tres individuos que viajaban en un coche negro dispararon contra el agente de la Policía Municipal de Santurce Manuel Lemus Noya en la madrugada del 24 de febrero, cuando este se encontraba en el camino de Regales, en el barrio de San Juan, cerca del matadero municipal. 




			El policía había salido temprano de su casa porque tenía que incorporarse a su trabajo a las 6:00 horas. Su trayecto habitual consistía en caminar doscientos metros hasta el matadero, donde tomaba un autobús hasta su trabajo en la Policía Municipal. Cuando se encontraba en la parada del autobús, fue ametrallado por miembros de ETA que se hallaban en el interior de un vehículo. 




			Dos balas le alcanzaron —una penetró por debajo de la clavícula izquierda y salió por el hombro, afectándole a la tráquea, mientras que la segunda entró por la parte izquierda del pecho y salió por la espalda— y le hirieron de gravedad. A causa de las heridas falleció el día 6 de abril. Un barrendero que se encontraba en las cercanías fue la primera persona que acudió a ayudarle. Luego paró un automóvil en el que trasladaron al herido hasta la clínica de San Juan de Dios.  




			Manuel Lemus nació el 23 de agosto de 1931 en la localidad de Puen de Puerto (La Coruña). 




			Según la sentencia número 14 de 1982, emitida por la sección 3.ª de la Audiencia Nacional, el policía municipal «fue investigado y controlado por la organización ETA, rama militar, en sus hábitos y costumbres diarios. Estas labores informativas las realizó para la banda terrorista José Antonio Balgañón Bilbao, facilitando en los primeros meses de 1978 dichos datos a los miembros del grupo terrorista que sirvieron para llevar a cabo el atentado contra el agente municipal».  




			José Antonio Balgañón Bilbao fue condenado por la Audiencia Nacional como cómplice de asesinato a 12 años y 1 día de reclusión menor, así como a indemnizar a los herederos de la víctima con 10 millones de pesetas. 




			



			 




			JOAQUÍN RAMOS GÓMEZ 




			5 de marzo de 1978. Vitoria. Policía nacional. 




			



			 




			Tres policías muertos y otros dos heridos fue el balance del ametrallamiento de una patrulla ocurrido a las 20:00 horas del 5 de marzo de 1978 en el barrio vitoriano de Zaramaga. El atentado fue perpetrado por miembros del Comando Araba de ETA que media hora antes se habían apoderado de un turismo Seat 1430 en el aparcamiento del hospital de Txagorritxu. Con él se dirigieron hasta la calle de los Reyes de Navarra, donde esperaron la llegada de un Jeep de la Policía Armada ocupado por un cabo y tres agentes. Otros dos agentes que estaban de patrulla en la zona penetraron en el interior del vehículo oficial para informar a sus compañeros de los avatares de su ronda. 




			Dos o tres terroristas armados con fusiles ametralladores dispararon varias ráfagas contra el Jeep, que fue alcanzado por medio centenar de impactos de bala. Cometido el atentado, los miembros de ETA se dieron a la fuga y llegaron a la zona de Betoño, donde abandonaron el vehículo que habían robado previamente.  




			Vecinos del barrio se acercaron al coche policial para auxiliar a los agentes heridos. Solamente el cabo, que ocupaba el asiento del copiloto, resultó ileso y fue él quien, en medio de una gran conmoción, se acercó a una cabina de teléfono para pedir ayuda. 




			El chófer, MIGUEL RAYA AGUILAR, consiguió salir del coche ametrallado, pero se desplomó muerto junto a la rueda delantera. Una furgoneta trasladó a tres de los agentes al hospital, mientras que los otros dos fueron conducidos en sendos coches particulares. Joaquín Ramos Gómez falleció poco después y JOSÉ VICENTE DEL VAL DEL RÍO lo hizo tras pasar veintisiete días entre la vida y la muerte. Otros dos policías, Armando Doval González, de veintiún años, y Santiago del Canto de los Reyes, de veinticuatro, lograron sobrevivir a pesar de las heridas sufridas. 




			Un testigo, citado por El País en su edición del 7 de marzo, describió así las circunstancias del atentado: 




			



			 




			Todo sucedió en unos segundos. Yo no pude ver el coche de los jóvenes que mataron a los policías. Estaba en la cocina. Los niños estaban jugando en la calle un minuto antes, y al subir a casa me comentaron que habían visto un Jeep de policías en la calle con los que habían hecho bromas y risas. Cuando justamente levantaba la persiana para salir al balcón oí varios estampidos secos, como truenos. Eran ruidos de ametralladoras con varias ráfagas. El ruido no se me olvida, era como el del 3 de marzo de 1976. Me asomé enseguida y vi cómo uno de los policías se arrastraba por el suelo con la pistola en la mano. Acudió enseguida la gente, que quedó como paralizada, sin saber qué hacer. El herido, que dejaba un rastro de sangre, por señas indicó a la gente que dentro del Jeep había compañeros heridos. Bajé enseguida a la calle, cuando vecinos de la casa ayudaban a sacar a los policías del coche. Estaban llenos de sangre y con muchos impactos de bala. La escena era horrible. Me dirigí al que estaba bien, que parecía desesperado, y me dijo que él no tenía nada. Este policía, en compañía de un joven, fue hasta la cabina telefónica situada enfrente del lugar para llamar a la policía. Cuando esta llegó se habían llevado ya a los heridos. 




			



			 




			Joaquín Ramos, de veintiséis años, era natural de Sevilla y estaba casado. Fue alcanzado por disparos en el tórax, las extremidades y la cabeza, y aunque llegó con vida al hospital de Santiago, falleció dos horas más tarde mientras los médicos le sometían a una intervención quirúrgica.  




			Véase también Miguel Raya Aguilar (pág. 102) y José Vicente del Val del Río (pág. 102). 




			



			 




			MIGUEL RAYA AGUILAR 




			5 de marzo de 1978. Vitoria. Policía nacional. 




			



			 




			Miguel Raya Aguilar nació en la localidad de Huelma (Jaén) y tenía veintiséis años cuando sufrió el atentado que le costó la vida y en el que también murieron sus compañeros JOAQUÍN RAMOS GÓMEZ y JOSÉ  VICENTE DEL VAL DEL RÍO. 
			



	

				

			Véase el relato completo del atentado en Joaquín Ramos Gómez (pág. 100). 




			



			 




			JOSÉ VICENTE DEL VAL DEL RÍO 




			5 de marzo de 1978. Vitoria. Policía nacional. 




			



			 




			Al ser ametrallado el vehículo en el que viajaba, José Vicente del Val del Río, soltero, de veintiún años, natural de Burgos, fue alcanzado por los disparos en el hemitórax, el hepigastrio, la pared torácica derecha y el bazo. Fue trasladado en estado de máxima gravedad al hospital de Santiago, donde falleció el día 30 de marzo a causa de las heridas sufridas. En el atentado también murieron sus compañeros JOAQUÍN RAMOS GÓMEZ y MIGUEL RAYA AGUILAR. 
			



			Véase el relato completo del atentado en Joaquín Ramos Gómez (pág. 100). 




			



			 




			JOSÉ MARÍA ACEDO PANIZO 




			10 de marzo de 1978. Aduna (Guipúzcoa). Sargento de la Guardia Civil  (retirado). 




			



			 




			José María Acedo Panizo estaba retirado de la Guardia Civil, en la que había alcanzado el grado de sargento primero. Tras el retiro había empezado a trabajar como jefe de porteros en la empresa Aplicaciones Técnicas del Caucho, situada en la localidad guipuzcoana de Aduna. 




			El 10 de marzo de 1978, poco después de las 13:30 horas, un individuo se presentó en el lugar de trabajo de Acedo y disparó varias veces contra el ex guardia civil a menos de un metro de distancia. Al recibir los primeros impactos, José María Acedo intentó huir, pero enseguida cayó al suelo malherido. El terrorista, al ver que su víctima todavía se movía, se acercó a ella, le puso la rodilla sobre el pecho y le disparó en la cabeza. Aunque Acedo fue trasladado poco después a la residencia Nuestra Señora de Aránzazu, en San Sebastián, cuando ingresó ya había fallecido.  




			Los autores del atentado pertenecían a una célula de ETA militar denominada Gamboa. La banda terrorista pretendió justificar su crimen alegando que la víctima había intervenido en la operación en la que, diez años antes, había resultado muerto el miembro de ETA Txabi Etxebarrieta. 




			José María Acedo nació el 22 de enero de 1924 en la localidad de Carmarzana de Tera (Zamora). Hasta tres meses antes de su asesinato había sido el jefe del puesto de la Guardia Civil de Andoain, municipio cercano a Aduna, cargo que dejó al alcanzar la edad de jubilación. Con anterioridad, ejerciendo el empleo de cabo primero, había estado destinado en el cuartel de Ordizia. 




			



			 




			ESTEBAN BELDARRAIN MADARIAGA 




			16 de marzo de 1978. Galdácano/Galdakao (Vizcaya). Empleado de la autopista Bilbao-Behobia.  




			



			 




			Esteban Beldarrain Madariaga, de cincuenta y dos años, era cobrador de la autopista Bilbao-Behobia, en la cabina de peaje ubicada en el término de El Gallo (Galdácano). Había sido teniente de alcalde de la localidad de Castillo-Elejabeitia. 




			La noche del 16 de marzo de 1978, miembros de un comando de ETA se trasladaron a Bilbao, donde se apoderaron de un taxi en el que se dirigieron hasta el puesto de peaje en el que se encontraba Esteban Beldarrain. Al comprobar su presencia en el interior de la cabina, los terroristas abrieron fuego con subfusiles. Beldarrain recibió dos impactos en la cabeza, otros dos en las piernas, uno en el brazo y otro en el estómago, que le causaron la muerte. 




			Un año y medio antes, la prensa publicó que la víctima había hecho varios disparos con una escopeta de caza contra una  ikurriña colocada en la plaza de Galdácano. A raíz de este hecho comenzó a recibir amenazas de ETA. 




			La sentencia 9/1982 del sumario 25/1978, dictada por la sección 2.ª de la Audiencia Nacional, relata que el miembro de ETA Ernesto Alberdi Jáuregui formaba parte de un grupo terrorista, junto a otros tres individuos, denominado Askatu. Dicho grupo elaboró un plan para matar a Esteban Beldarrain Madariaga, porque, según la sentencia, «se había distinguido por ostentar ideas contrarias a los informantes de ETA». Ernesto Alberdi Jáuregui fue condenado por complicidad en un delito de asesinato a 12 años y 1 día de reclusión menor, así como a indemnizar a los herederos de la víctima con 10 millones de pesetas. 




			



			 




			ANDRÉS GUERRA PEREDA 




			17 de marzo de 1978. Lemóniz/Lemoiz (Vizcaya). Ajustador.  




			



			 




			La banda ETA había iniciado en 1977 una campaña de atentados contra las instalaciones de la central nuclear que se estaba construyendo en la localidad vizcaína de Lemóniz y contra la empresa Iberduero, promotora de la planta. A lo largo de cinco años, ETA perpetró un total de doscientas cuarenta y seis acciones terroristas que dejaron un saldo personal de cinco empleados muertos y catorce heridos. Las dos primeras víctimas mortales fueron Andrés Guerra Pereda, de veintinueve años, casado, y ALBERTO NEGRO VIGUERA. Ambos fueron alcanzados por una bomba colocada por ETA dentro de las instalaciones de la central el 17 de marzo de 1978. 




			La sección 2.ª de la Audiencia Nacional, en la sentencia 55/1981 derivada del sumario 1/1979, reflejaba la forma en la que se cometió esta acción terrorista por la que fue condenado José Antonio Torre Altonaga, que trabajaba como electricista de la empresa Elecnor en las instalaciones de la central. 




			Según dicha sentencia, ETA militar, grupo del que formaba parte Torre Altonaga, alias Medius, en noviembre de 1977 le dio la orden de investigar las obras para cometer un atentado contra ellas. Torre recopiló diverso material, tanto escrito como fotográfico, y lo transmitió a los responsables de ETA. Los informes recogían datos relativos a los sistemas de seguridad, las vías de acceso a las obras y la forma en las que se comunicaban estas en el interior. ETA militar decidió que lo más factible era colocar un explosivo en el interior de uno de los generadores de vapor del edificio de contención número 1.  




			El 16 de marzo, el mismo día en que fue asesinado ESTEBAN BELDARRAIN MADARIAGA (pág. 103), Torre se reunió con efectivos del comando etarra que se proponía entrar en la central. La sentencia los denomina, a efectos meramente narrativos, ya que no fueron juzgados por estos hechos, «Miguel», «Martín» y «Emilio». Los tres habían conseguido tres «buzos» similares a los utilizados por la empresa Tamoin, que también realizaba actividades de construcción en la central de Lemóniz. Su plan era introducirse haciéndose pasar por trabajadores de las obras. Torre le entregó a «Miguel» un casco de obra de los que usaban los trabajadores de la empresa citada, les introdujo en la central, les enseñó la forma de llegar al generador y dónde se encontraba este, así como una vía de escape. «Miguel» decidió que se utilizarían treinta y seis kilos de explosivos. 




			Al día siguiente se reunieron a las 12:30 horas para entrar en la central. «Miguel», «Martín» y «Emilio» iban convenientemente disfrazados y portaban unos macutos con el explosivo, el cordón detonador y el reloj retardante. A las 13:25 llegaron al generador. Torre les explicó cómo acceder a él desplazando una chapa de cierre de una boca de entrada. El explosivo se preparó para que detonara a las 14:55. Torre acababa su turno a las 14:00 horas, así que después de salir, sobre las 14:40, llamó desde Plencia por teléfono dos veces a la central, pero no fue atendido. Al fin, al tercer intento consiguió comunicar. Sus palabras fueron: «Soy un portavoz de ETA militar, hay colocado un explosivo de gran potencia en uno de los generadores del edificio de contención 1». A las 14:53 horas se produjo la explosión. Junto al generador se encontraban dos ajustadores que fueron destrozados por la explosión. Eran Andrés Guerra Pereda y Alberto Negro Viguera. Además, resultaron heridos de diferente consideración otros catorce trabajadores de la central. 




			José Antonio Torre Altonaga fue condenado por la sección 1.ª de la Audiencia Nacional a un total de 20 años de reclusión menor.  




			En mayo de ese año, Francisco Letamendía, diputado de Euskadiko Ezkerra, interpeló al Gobierno sobre la central nuclear de Lemóniz. Tal y como reprodujo el diario El País (25/05/1978), en una intervención parlamentaria exigió el cierre de la central, instando al Gobierno a «no hacerse cómplice del terrorismo de Iberduero», constructora de la central. 




			Véase también Alberto Negro Viguera (pág. 106).  




			



			 




			ALBERTO NEGRO VIGUERA 




			17 de marzo de 1978. Lemóniz/Lemoiz (Vizcaya). Ajustador.  




			



			 




			Alberto Negro Viguera tenía cuarenta y tres años cuando sufrió el atentado que le costó la vida. Estaba casado y era padre de tres hijos, uno de ellos Mari Mar Negro, que recordaría así el asesinato en el programa De idealistas a asesinos, emitido por Telemadrid dentro de la serie Víctimas: la historia de ETA: 




			



			 




			Del asesinato de mi padre solo se conoció un nombre, en el resto  de la sentencia solo aparecen alias. Hay una persona que estuvo en la  cárcel, pero que ya está en la calle y se ha presentado como concejal de  HB en el municipio de Munguía. No me preguntes cómo se llama,  porque he procurado no aprenderme su nombre de memoria porque  no estoy dispuesta a que me amargue la vida. Como no quiero vivir mi  vida con odio, solamente le deseo que de vez en cuando, cuando va  a la cama por la noche, se acuerde de lo que hizo y de que destrozó a  una familia completa para siempre. 




			



			 




			La hija de Alberto, en el libro Olvidados, de Iñaki Arteta y Alfonso Galletero (Adhara, 2006), recuerda cómo se enteró del atentado que le costó la vida a su padre:  




			



			 




			Yo estaba en casa, con mi madre. Estaba fregando mientras escuchaba la radio. De pronto oí que había estallado una bomba en Lemóniz y no sé si la intuición que yo tuve la tiene todo el mundo, pero en  aquel momento me temí lo peor. 




			



			 




			Después vinieron las gestiones para averiguar si a su padre le había ocurrido algo: llamadas a la empresa, a la Guardia Civil... Pero en la confusión nadie sabía nada. Mari Mar Negro y su madre se fueron a la clínica San Juan de Dios, donde estaban trasladando a los heridos. Su relato continúa: 




			



			 




			Por las escaleras de la clínica reconocí a un compañero de mi padre al que conocí porque también era de Santurce. De pronto nos vio  a mi madre y a mí, volvió la cabeza y se echó a llorar. En ese momento  supe que mi padre era uno de los muertos. 




			



			 




			La confirmación oficial, sin embargo, no llegó hasta cerca de las doce de la noche, y con ella vinieron «unos días terribles» para la familia. Entre las visitas que recibieron estaba la de un cura muy conocido de Portugalete:  




			



			 




			Le recibimos con los brazos abiertos porque pensábamos que venía a darnos el pésame, a consolarnos. La sorpresa fue mayúscula  cuando se identificó como emisario de la organización terrorista. Venía a decirnos que cuando ETA puso la bomba no tenía intención de  que muriera ningún trabajador, que nada estaba más lejos de su intención, que lo único que pretendía era parar el aparato capitalista que  venía a hacer daños a nuestro pueblo. 




			



			 




			Tras la confusión de los primeros días, de las visitas de autoridades y de desconocidos y de las ofertas de ayuda a la familia, llegaron los desengaños. Con la muerte de Alberto, la familia se había quedado sin ingresos. Mari Mar era la mayor —sus hermanos tenían catorce y cuatro años, respectivamente— y decidió ir a pedir trabajo a la empresa en la que trabajaba su padre, que, a través de la prensa, se había ofrecido a ayudarles. La respuesta que recibió Mari Mar fue como una bofetada: le dijeron que no se creyera todo lo que publicaban los periódicos y que no estaban los tiempos para dar trabajo a cualquiera. Muy distinta, sin embargo, fue la actitud de Iberduero unos días más tarde, donde le ofrecieron trabajo.  




			Véase el relato completo del atentado en Andrés Guerra Pereda (pág. 104). 




			



			 




			MANUEL LÓPEZ GONZÁLEZ 




			8 de mayo de 1978. Pamplona. Guardia civil. 




			



			 




			Manuel López González y otros tres guardias civiles, entre los que se encontraba su hermano Francisco, regresaban de prestar servicio en la estación de Renfe de Pamplona y se dirigían en un vehículo oficial hacia la Comandancia del Instituto Armado en la capital navarra. A unos cincuenta metros del Puente Nuevo, cuando el vehículo se encaminaba por la avenida de Guipúzcoa hacia la Taconera, miembros de ETA activaron una bomba que había sido depositada junto a una farola, en un lateral de la carretera. El artefacto, compuesto por unos cinco kilos de goma 2 y otros tantos de tornillería, fue accionado mediante un cable de unos veinte metros desde los Jardines de la Taconera. La onda expansiva alcanzó de lleno al Land Rover, hiriendo a los cuatro agentes que viajaban en él. Los heridos fueron atendidos por otros cinco guardias civiles fuera de servicio que en ese momento transitaban por la zona en otro automóvil. Fueron ellos quienes recogieron a Manuel López, el herido más grave, y lo trasladaron a un centro hospitalario. Una vez en el Hospital Provincial, fue sometido a una operación de urgencia, ya que la metralla le había alcanzado la arteria aorta y se encontraba muy grave. Sin embargo, a pesar de los esfuerzos de los médicos, pocas horas después falleció. 




			Manuel López González, de veintitrés años, natural de Cáceres, estaba soltero, aunque tenía una novia en Pamplona con la que planeaba casarse en breve.  




			



			 




			MIGUEL ÍÑIGO BLANCO 




			9 de mayo de 1978. San Sebastián. Guardia civil. 




			



			 




			El guardia civil Miguel Íñigo Blanco, natural de la localidad cacereña de Holguera, de veinticuatro años de edad, soltero, falleció el día 15 de mayo de 1978 en la residencia sanitaria de la Seguridad Social Nuestra Señora de Aránzazu, de San Sebastián, como resultado de las heridas sufridas en el atentado del día 9 en el que también perdió la vida su compañero JUAN MARCOS GONZÁLEZ. El agente recibió dos impactos de bala en el cráneo que le mantuvieron durante varios días entre la vida y la muerte, hasta que, finalmente, se produjo su fallecimiento. 




			Véase el relato completo del atentado en Juan Marcos González (pág. 109). 




			



			 




			JUAN MARCOS GONZÁLEZ 




			9 de mayo de 1978. San Sebastián. Guardia civil. 




			



			 




			El guardia civil Juan Marcos González, junto con otros tres compañeros, prestaba servicio de protección al acuartelamiento de Intxaurrondo, en San Sebastián, la noche del 9 de mayo de 1978. A bordo de un Land Rover, los cuatro agentes realizaban una patrulla por los alrededores de las dependencias de la Guardia Civil cuando, al pasar por las cercanías del cementerio de Polloe, el vehículo oficial fue ametrallado desde una tapia por dos miembros de ETA. Los agentes trataron de pedir socorro a través del radioteléfono del Land Rover. En las dependencias del Núcleo de Reserva de la Comandancia pudieron escuchar unas llamadas entrecortadas con el ruido de fondo de los disparos. Dos de los ocupantes del Land Rover, Juan Marcos González y MIGUEL ÍÑIGO BLANCO, quedaron gravemente heridos, mientras que los otros dos agentes, Juan Jiménez Bermúdez y José Amado Juan, lograron saltar del vehículo y, a pesar de sus heridas, respondieron al fuego de los terroristas repeliendo la agresión. 




			Juan Marcos, conductor del vehículo, recibió impactos en el tórax y las piernas, falleciendo poco después de su ingreso en un centro sanitario. Era natural de Llanes (Asturias) y tenía veinte años. Su padre también había sido miembro de la Guardia Civil, al igual que uno de sus hermanos. Juan ingresó en el cuerpo en 1976, llevaba un año destinado en San Sebastián y estaba a la espera de conseguir un traslado a Galicia. 




			La madre de Juan, María González Rodríguez, se enteró del atentado en su casa de Sarriá (Lugo): «Fui a San Sebastián por mi cuenta, en un taxi que nadie me pagó —recordaba en declaraciones a El Correo el 12 de febrero de 2007—. Nadie nos arropó, cuando llegamos nos encontramos la caja, nada más». 




			Tiempo después falleció el hermano de Juan, «seguramente a consecuencia de aquello, porque siempre lo tuvo presente en la cabeza», indicaba la madre. 




			Este atentado fue juzgado por la sección 1.ª de la Audiencia Nacional, que dictó la sentencia 146/1982, derivada del sumario 59/1978, que condenó a los miembros de ETA Antonio García del Molino e Ignacio Apilañez Olalde, integrantes del Comando Xenki. Los etarras estuvieron vigilando durante veinte días el recorrido realizado por un Land Rover de la Guardia Civil. El 9 de mayo de 1978, sobre las 23:00 horas, se ocultaron junto a la tapia del cementerio de Polloe y esperaron a los agentes de la benemérita armados con subfusiles de 9 mm Stein. Cuando pasó el vehículo, los miembros de ETA abrieron fuego disparando varias ráfagas.  




			Los dos miembros de ETA fueron condenados a penas que sumaban 50 años de cárcel cada uno.  




			Véase también Miguel Íñigo Blanco (pág. 108). 




			



			 




			ALFREDO ARISTONDO TRINCADO 




			18 de mayo de 1978. Pasajes/Pasaia (Guipúzcoa). Buzo. 




			



			 




			Alfredo Aristondo Trincado, buzo del puerto de Pasajes y antiguo miembro de la Guardia de Franco, fue tiroteado por tres individuos, miembros del Comando Ulia de ETA, cuando se disponía a entrar en su domicilio a las 23:45 horas. Previamente, para llegar hasta allí, los autores del atentado habían robado un coche, dejando a su propietario atado a un árbol en la localidad de Astigarraga. 




			La víctima recibió cuatro impactos de bala, dos de ellos en el lado derecho del abdomen, otro en la zona posterior del hombro derecho y el último en el fémur derecho. Lo trasladaron en estado grave a la Policlínica Guipúzcoa, donde fue intervenido, pero falleció a causa de la gravedad de sus heridas. ETA militar se atribuyó el asesinato. El nombre de Alfredo Aristondo, natural de Pasajes de San Pedro, había sido incluido en un panfleto distribuido en la localidad con acusaciones contra la víctima. 




			Varios días después de la acción terrorista que le costó la vida a Alfredo Aristondo, la organización ETA político-militar reivindicó el atentado contra Pedro Luis Iturregui, gerente de la empresa Teyca, de la localidad de Munguía. Activistas de la banda secuestraron a Iturregui y le dispararon un tiro en la pierna antes de abandonarlo a su suerte. Los terroristas acusaban a la víctima de ser «responsable máximo de la explotación sufrida por los trabajadores de la empresa Teyca, del despido de cincuenta y uno de ellos y de provocar la entrada en la empresa de la Guardia Civil». Esta rama de ETA definió esta acción terrorista como parte «del papel pedagógico a cumplir por la lucha armada».  




			



			 




			MARTÍN MERQUELÁN SARRIEGUI 




			23 de mayo de 1978. Oyarzun/Oiartzun (Guipúzcoa). Taxista. 




			



			 




			Martín Merquelán Sarriegui, de cuarenta y ocho años, casado y padre de cinco hijos, se encontraba la noche del 23 de mayo de 1978 en una parada de taxi de la localidad guipuzcoana de Irún, cuando, hacia las 22:00 horas, fueron requeridos sus servicios por un individuo para que lo trasladara al barrio de Guruze. Al parecer, durante el trayecto subieron al coche otros dos hombres que le obligaron a dirigirse a un antiguo recinto militar abandonado situado en la carretera que une Oiartzun con el Castillo del Inglés. Dos horas más tarde, al no regresar a casa, su mujer se inquietó y se puso en contacto con los compañeros de su marido, quienes le relataron que había salido acompañado. A las 00:30 horas, los taxistas pusieron una denuncia en la comisaría y posteriormente se encontró en Pasajes su coche abandonado y con las puertas abiertas. Hacia las cuatro de la madrugada apareció su cuerpo sin vida, en la carretera que conduce al Castillo del Inglés, con hematomas y cuatro dedos de la mano rotos que evidenciaban que había sido golpeado, al parecer, al ofrecer resistencia a los secuestradores. 




			El cuerpo de Martín Merquelán presentaba dos impactos de bala disparados a bocajarro, uno de ellos con entrada por la parte posterior de la cabeza. En el lugar del crimen se encontraron dos casquillos del calibre 9 mm parabellum y una bala sin disparar. Los taxistas de Guipúzcoa suspendieron los servicios el 25 de mayo en señal de protesta y llevaron crespones negros. 




			El mismo día en que se produjo el asesinato, Telesforo Monzón, ex miembro del Gobierno vasco en el exilio, declaró que «sin contar con las fuerzas armadas vascas —ETA— no hay hoy en día posibilidad alguna de solución para el pueblo vasco». El dirigente nacionalista y antiguo miembro del Gobierno vasco en 1936 añadió: «En Euskadi no hay democracia. Hay democracia en una nación cuando la mayoría de sus ciudadanos hace la ley. En Euskadi la ley la hacen gentes extrañas al pueblo vasco. Eso es imperialismo».  




			



			 




			ANTONIO GARCÍA CABALLERO 




			21 de junio de 1978. Tolosa (Guipúzcoa). Policía municipal. 




			



			 




			Antonio García Caballero, policía municipal adscrito a la plantilla del Ayuntamiento de Tolosa, fue asesinado por miembros del Comando Gamboa de ETA, el mismo grupo que en el mes de marzo había asesinado en la vecina localidad de Aduna al sargento retirado JOSÉ MARÍA ACEDO PANIZO (pág. 103). 




			El 21 de junio de 1978 tres individuos esperaron a Antonio García cuando, desarmado y vestido de civil, se dirigía a su domicilio. Dispararon contra él más de catorce tiros, nueve de los cuales le alcanzaron, ocasionándole la muerte inmediata. Posteriormente, los terroristas se dieron a la fuga en un coche Seat 850 robado la tarde anterior. El vehículo fue localizado más tarde en Andoain. En el lugar del atentado se recuperaron catorce casquillos de 9 mm parabellum, y en el vehículo empleado por los terroristas se hallaron varios más. 




			García Caballero tenía veintiséis años, estaba casado y era padre de dos hijos. Era natural de Rueca (Badajoz), localidad donde residía su familia. El agente vivía en una casa de huéspedes de Tolosa, localidad en la que trabajaba como conductor de la grúa municipal. Durante los dos años que llevaba en Guipúzcoa, había recibido amenazas de muerte en varias ocasiones. El 17 de junio de 1978 su coche quedó dañado como consecuencia de un atentado. Estaba afiliado a Comisiones Obreras. El congreso de esta organización guardó un minuto de silencio en memoria del miembro asesinado. 




			La sentencia número 58 dictada en 1983 por la sección 1.ª de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional condenó a José Ignacio Goicoechea Arandia, José Luis Elustondo Oyarzábal y Joaquín Zubillaga Artola, miembros del Comando Gamboa de ETA, a sendas penas de 24 años de reclusión mayor por el asesinato de Antonio García. La sentencia señalaba, además, una indemnización para la viuda de la víctima por valor de 10 millones de pesetas que debía ser satisfecha por los condenados. 




			



			 




			FRANCISCO MARTÍN GONZÁLEZ 




			27 de junio de 1978. San Sebastián. Policía armada. 




			



			 




			Francisco Martín González, sargento de la Policía Armada, y otros tres agentes de este cuerpo se encontraban el 27 de mayo de 1978 prestando servicio de vigilancia en una urbanización de San Sebastián. El Jeep en el que viajaban los cuatro policías estaba parado en el paseo de Los Olmos del barrio de Bidebieta para efectuar un relevo de las patrullas que recorrían las calles de San Sebastián. Uno de los agentes se hallaba en el exterior del vehículo cuando se acercó un taxi, modelo Seat 132 de color blanco, del que se apeó un individuo que ametralló a los policías. 




			Alcanzados por las balas, el agente que estaba de pie en el exterior del Jeep cayó al suelo y el conductor quedó inclinado sobre el volante. Un tercer policía salió del coche con un radioteléfono en la mano para dar aviso del atentado, pero también cayó desplomado a causa de las heridas. El sargento resultó muerto, mientras que sus tres compañeros, José Frado Carro, Francisco Sánchez Arcos y José Gutiérrez Díaz, resultaron heridos de gravedad. En el lugar del atentado se encontraron numerosos casquillos del calibre 9 mm parabellum de la marca Geco. 




			El sargento Martín González tenía treinta y dos años y era natural de Ávila. Su mujer, Cristina Domínguez, en el momento del atentado residía en Madrid, pues su marido solo llevaba un mes destinado en San Sebastián. Cristina lo recuerda como «una persona buenísima a la que todo el mundo quería, era sencillo, trabajador y amante de la familia». En el número 27 de La Fuerza de la Razón, revista de la Asociación de Víctimas del Terrorismo (AVT), Cristina habla de la soledad en que quedó tras el asesinato de su esposo, con la única ayuda de los compañeros de Francisco para realizar las gestiones necesarias para poder cobrar una pensión. «Del Gobierno nunca tuve una palabra, hubo algún político el día del funeral, pero después nada, ni una  llamada». 




			La sentencia número 110 dictada en octubre de 1981 por la sección 2.ª de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional condenó al miembro del Comando Donosti Miguel Sarasqueta Zubiarrementeria a una pena de 30 años de prisión mayor por el asesinato de Francisco Martín, y a José Manuel Olaizola Eizaguirre, en concepto de cómplice, a 17 años, 4 meses y 1 día de prisión menor. Posteriormente, la sentencia 61 de 1983 condenó a José Cruz Eizaguirre Mariscal, como autor material del atentado, a la pena de 30 años de prisión mayor. Ambas sentencias condenaban también a Sarasqueta y a Eizaguirre al pago de 10 millones de pesetas en concepto de indemnización a los herederos de la víctima, así como a indemnizar a los heridos en el atentado con una suma de 29 millones de pesetas. 




			



			 




			JOSÉ MARÍA PORTELL MANSO 




			28 de junio de 1978. Portugalete (Vizcaya). Periodista. 




			



			 




			«Yo solo soy un periodista que es consciente de que ha de esforzarse por acercarse a la objetividad, a sabiendas de que la objetividad es ingrata a corto plazo». Las palabras de José María Portell Manso en su libro Euskadi: la amnistía arrancada (Dopesa, 1977) resultaron proféticas. Fueron escritas en julio de 1977, once meses antes de su asesinato, perpetrado el 28 de junio de 1978 a las puertas de su domicilio, en la localidad vizcaína de Portugalete. 




			Nacido en Barakaldo el 7 de diciembre de 1933, José María Portell Manso estaba casado con la también periodista Carmen Torres Ripa, con quien tenía cinco hijos: Gabriel, de once años cuando se produjo el asesinato de su padre; Miriam, de nueve; Verónica, de ocho; Susana, de siete, y Jesús, de cuatro. Verónica y Miriam siguieron el ejemplo de sus padres y se hicieron profesionales del periodismo. 




			José María Portell, primer periodista asesinado por ETA, era un profesional de reconocido prestigio: ejercía como redactor jefe en La Gaceta del Norte y compatibilizaba este trabajo con la dirección de La Hoja del Lunes, al tiempo que llevaba las corresponsalías de La Vanguardia, ABC y la agencia Associated Press. Había estudiado periodismo en las escuelas oficiales de Madrid y Barcelona y, tras terminar sus estudios, comenzó a trabajar en 1960 en el diario Hierro, de donde pasó a La Gaceta. 




			En una entrevista publicada en el diario Hierro cuando se produjo su nombramiento como director de La Hoja del Lunes, Portell declaraba que «la noticia que me gustaría dar es: “Por fin hay paz en  Euskadi”». El periodista abogaba por la conciliación entre las diferentes tendencias políticas frente a la «beligerencia extremista» que denunciaba. En esa misma entrevista, José María Portell mostraba un gran conocimiento de la realidad vasca:  




			



			 




			Hace unos días, en Bayona, el lehendakari Leizaola me afirmaba  que la autonomía terminará con la violencia. Yo discrepo, porque  también he escuchado lo contrario en otros ambientes de Bayona [en  referencia al mundo de ETA]. Creo que la violencia solo terminará  cuando los sectores del pueblo la repudien con convencimiento. Esto  no es una tarea de la policía. ETA solo desaparecerá cuando el pueblo  quiera que desaparezca. 




			



			 




			Como periodista, era un gran conocedor del mundo de ETA, sobre el que había escrito dos libros: Euskadi: la amnistía arrancada (Dopesa, 1977) y Los hombres de ETA (Dopesa, 1974). La publicación de este último le había acarreado problemas con la censura. Con motivo de la presentación de su segundo libro, José María explicaba: 




			



			 




			Me especialicé en el tema de ETA por razones morales y por casualidad, a sabiendas de que era un tema complejo, arriesgado y poco  agradecido, ya que al estar ahora en una fase de «efervescencia y  calor», la frialdad de la objetividad suele despertar controversias entre  los beligerantes. 




			



			 




			Enviado por su periódico, en 1970 había cubierto las sesiones del Consejo de Guerra de Burgos al que fueron sometidos varios miembros de ETA. Fue precisamente el conocimiento que tenía sobre la banda terrorista lo que hizo que el Ministerio del Interior, ocupado entonces por Martín Villa, lo eligiera para actuar como intermediario entre el Gobierno y ETA en 1977. Juan Félix Eriz, compañero de Portell en estas gestiones, mantiene en su libro Yo he sido mediador de ETA (Arnao Ediciones, 1986) la tesis de que el asesinato se debió a una estratagema de personas relacionadas con los servicios de información que hicieron creer a la banda terrorista que el periodista estaba relacionado con algunos atentados cometidos en territorio francés contra miembros de la propia ETA. 




			ETA militar, sin embargo, al asumir el asesinato de Portell recurrió a una mezcla de razones, unas relacionadas con la actividad profesional de la víctima y otras con sus actividades como intermediario entre el Gobierno y el grupo terrorista. Por el contrario, ETA político-militar hizo pública otra declaración condenando el asesinato del periodista. 




			El atentado contra José María Portell se produjo a las 8:45 horas, cuando salía de su domicilio, situado en el inmueble número 58 de la avenida de Churruca. El periodista se dirigía a su trabajo y se subió en su vehículo, un Seat 124. Tres terroristas le estaban esperando a bordo de un coche de color rojo. Cuando vieron que el periodista se disponía a arrancar su vehículo, dos de los miembros de ETA se acercaron a él. Uno se colocó a la altura de la ventanilla del conductor y el otro en la parte trasera y abrieron fuego con sendas pistolas. Algunos testigos escucharon dos secuencias, la primera de tres disparos y la segunda de dos, que dejaron mortalmente herido a Portell. 




			El encargado de unas piscinas situadas junto al lugar del atentado fue una de las primeras personas en llegar al coche de José María Portell, quien se encontraba con la cabeza sobre el volante. El testigo llamó por su nombre al periodista, quien logró reincorporarse por un instante antes de caer hacia atrás ya sin vida. Un médico, vecino de la víctima, bajó rápidamente a la calle, pero solo pudo certificar que José María Portell había fallecido. 




			Carmen Torres, desde la vivienda familiar, escuchó los disparos efectuados contra José María: «He oído los tiros cuando me estaba peinando, terminando el café. Me he asomado al balcón y enseguida he visto que era él. He visto la puerta abierta y el claxon sonando. He bajado, todavía respiraba», según recogía una edición especial de La Hoja del Lunes el 29 de junio de 1978. 




			La viuda escribió una carta a su marido, publicada en El Correo el 1 de julio de 1978, en la cual le recordaba así:  




			



			 




			Tú nunca quisiste pertenecer a ningún partido político. Un periodista ha de ser libre [...]. Así has muerto: libre. No quiero, y tú tampoco quieres, que nadie politice tu muerte. Tú no eras un político, eras  un periodista y los periodistas estamos al servicio de la verdad total.  En política solo hay verdades parciales. Ayúdanos a todos a dar algún  día aquella noticia que tú querías, a toda plana: hay paz en Euskadi. 




			



			 




			Miles de personas acudieron al día siguiente del atentado a la parroquia de San José, en Barakaldo, para dar el último adiós al periodista asesinado y acompañar a su familia. 




			



			 




			DOMINGO MERINO ARÉVALO 




			5 de julio de 1978. Zarauz/Zarautz (Guipúzcoa). Representante de comercio. 




			



			 




			Domingo Merino Arévalo, de veintiocho años, representante de comercio, fue asesinado alrededor de las 23:00 horas cuando aparcaba su coche en el hotel de Zarautz donde llevaba viviendo tres meses. Varios individuos se acercaron y le dispararon a corta distancia. La víctima fue alcanzada por seis impactos que le produjeron la muerte en el acto. Varios huéspedes del hotel salieron a la calle al oír los disparos y llegaron a ver cómo un turismo de color rojo huía del lugar a toda velocidad y se saltaba un semáforo en rojo. 




			En un principio se creyó que el atentado había sido perpetrado por miembros de la extrema derecha, porque Domingo Merino simpatizaba con la denominada izquierda abertzale, según la declaración de un amigo del asesinado, Eugenio Treku, recogida en La Vanguardia en su edición del 6 de julio de 1978. Sin embargo, ETA no tardó en asumir la autoría del atentado acusando a la víctima de ser confidente de la Policía. 




			Domingo Merino estaba separado de su mujer, con la que tenía una hija de seis años. Era natural de Ciudad Real, aunque llevaba viviendo en el País Vasco desde los ocho años, cuando se trasladó junto con sus padres a la localidad guipuzcoana de Cestona. Domingo Merino había estado en la cárcel en 1973 por distribuir propaganda considerada subversiva y por tenencia de moneda falsa. Cuando fue puesto en libertad, viajó a Francia y al volver del país vecino se separó y comenzó a trabajar en la venta de telas. Una hermana de la víctima declaró no tener idea de los motivos del asesinato de su hermano: «Txomin nos mantenía al margen de todo lo que hacía. Por eso desconocíamos que hubiera recibido amenazas». 




			



			 




			JOSÉ JAVIER JÁUREGUI BERNAOLA 




			8 de julio de 1978. Lemona/Lemoa (Vizcaya). Juez de paz. 




			



			 




			José Javier Jáuregui Bernaola, de treinta y ocho años, soltero, gestionaba un bar en la localidad vizcaína de Lemona y compatibilizaba este trabajo con el de conductor de una ambulancia de la Seguridad Social en Sestao. Además, era juez de paz en su población de residencia. Jáuregui no militaba en ningún partido, aunque en el interior de su bar tenía una bandera española que en determinadas ocasiones colocaba en el exterior. Sin embargo, a causa de las amenazas recibidas dejó de hacerlo. El diario El País informó de que el fallecido había sido ex consejero local del Movimiento.  




			El 8 de julio de 1978, a las 15:30 horas, José Javier Jáuregui se encontraba en el interior de su establecimiento, el bar La Herradura, situado en la calle de la Estación, cuando dos miembros del Comando Kioto de ETA entraron y preguntaron si él era Jáuregui. Al responder afirmativamente, le dispararon cinco tiros a corta distancia, causándole la muerte. Los asesinos se dieron a la fuga en un automóvil Simca 1000 que habían robado poco antes a mano armada y en el que les esperaba un cómplice. 




			Antes de que tuviera lugar el atentado ya había contado a sus íntimos que estaba recibiendo amenazas, sobre todo telefónicas. Una mujer cercana a la familia señaló a la prensa que el asesinato era algo que se veía venir y que unos días antes, cuando viajaba junto con el fallecido a Bilbao, fueron seguidos por desconocidos. También pocos días antes de su muerte, un hombre que se identificó como miembro de ETA fue a su establecimiento, aunque no amenazó a Jáuregui Bernaola. Simplemente le dijo que acababa de regresar de Francia y que no tenía dinero. José Javier Jáuregui le invitó a comer en su bar. 




			



			 




			JOSÉ ANTONIO PÉREZ RODRÍGUEZ 




			21 de julio de 1978. Madrid. Teniente coronel del Ejército. 




			



			 




			Alrededor de las 8:30 horas, el general de Brigada del Ejército de Tierra JUAN SÁNCHEZ-RAMOS IZQUIERDO y su ayudante, el teniente coronel José Antonio Pérez Rodríguez, fueron asesinados por dos terroristas a las puertas del domicilio del primero, a la altura del número 16 de la calle Bristol, en el barrio madrileño del Parque de las Avenidas. Juan Sánchez-Ramos acababa de subir al automóvil oficial para dirigirse a su despacho del Cuartel General del Ejército, en compañía de su ayudante y del chófer, el soldado Pedro de las Heras. 




			Los dos militares se encontraban en los asientos posteriores del vehículo cuando aparecieron de repente un hombre y una mujer que abrieron fuego, a través de las dos ventanillas traseras del vehículo, sobre el general y su ayudante, que murieron en el acto. Los atacantes se situaron uno a cada lado del turismo, el hombre por la parte del teniente coronel y la mujer por la del general.  




			Los terroristas, miembros del Comando Madrid, huyeron inmediatamente hacia un taxi que se encontraba aparcado en el lado opuesto de la calle y en el que les estaba esperando una tercera persona. El automóvil había sido robado media hora antes. 




			Un sargento de la Policía que transitaba por la zona pudo ver los últimos instantes del atentado y salió con su vehículo en persecución de los terroristas. Durante la huida, el sargento abrió fuego contra los etarras. Uno de los disparos del policía hirió a uno de los terroristas y otro reventó una rueda del taxi robado, lo que obligó a los etarras a detenerse en la M-30, donde pararon a un vehículo para continuar la huida. 




			El etarra herido era Isidro Etxabe Urrestilla, alias Zumai, quien logró huir a Francia, donde le curaron las lesiones. Detenido en 1981, fue condenado a 70 años de cárcel por el doble asesinato, aunque obtuvo la libertad en 1994, después de criticar la continuidad del terrorismo. La mujer que le acompañaba nunca fue detenida ni juzgada. 




			El atentado fue perpetrado el mismo día que el Pleno del Congreso de los Diputados había sido convocado para aprobar el proyecto del texto de la Constitución que salió adelante con el apoyo de doscientos cincuenta y ocho votos, dos en contra y catorce abstenciones. Una vez aprobado, los partidos políticos Unión de Centro Democrático (UCD), Partido Socialista Obrero Español (PSOE), Partido Liberal Progresista (PLP), Partido Comunista de España (PCE), Organización Revolucionaria de los Trabajadores (ORT) y Acción Ciudadana Liberal (ACL) difundieron un comunicado conjunto manifestando «su firme voluntad de hacer un llamamiento al pueblo madrileño a movilizarse pacíficamente en defensa de la democracia y del proceso constituyente». El entonces presidente del Gobierno Adolfo Suárez declaró a raíz de este atentado que «de ninguna manera las fuerzas terroristas van a impedir que el pueblo español ejerza plena y definitivamente su soberanía [...]. El Gobierno aplicará las medidas legales que estén a su alcance para la investigación, persecución y represión del terrorismo».  




			El teniente coronel José Antonio Pérez Rodríguez era, al igual que el general Sánchez-Ramos Izquierdo, técnico en armamento. Recientemente había realizado en Estados Unidos un curso de control de fuego de artillería antiaérea y proyectiles dirigidos.  




			José Antonio Pérez nació en El Ferrol el 13 de julio de 1919, estaba casado y tenía tres hijos. Inició su carrera militar como voluntario en Infantería de Marina en el año 1937. Había ascendido al empleo de teniente coronel en 1974 y estaba en posesión de la Real y Militar Orden de San Hermenegildo. Fue también condecorado con la Medalla de Campaña, la Cruz Roja del Mérito Militar y una Cruz de Guerra.  




			La sección 1.ª de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional dictó en 1982 la sentencia número 4, por la que condenaba al miembro del entonces denominado «Comando España» Isidro Etxave Urrestilla, como responsable del asesinato de los dos militares, a dos penas de 25 años de reclusión mayor, así como al pago de 10 millones de pesetas a los herederos legales de cada uno de los fallecidos en concepto de indemnización. 




			Véase también Juan Manuel Sánchez-Ramos Izquierdo (pág. 120). 




			



			 




			JUAN MANUEL SÁNCHEZ-RAMOS IZQUIERDO 




			21 de julio de 1978. Madrid. General de Brigada. 




			



			 




			El general de Brigada Juan Manuel Sánchez-Ramos Izquierdo, de sesenta y cuatro años, era, en el momento del atentado, jefe de Armamento de la Artillería de la Dirección General de Apoyo al Material de la Jefatura Superior de Apoyo Logístico, cargo que venía ocupando desde el 2 de mayo de 1977. Se encontraba en situación B y le faltaban dos años para pasar a la reserva. Según recogía el diario El País en su edición del 22 de julio de 1978, en los círculos militares «era conocido como un hombre de talante liberal, muy religioso y con un gran prestigio profesional como técnico de armamento».  




			Juan Sánchez-Ramos era natural de la localidad gaditana de San Fernando, donde había nacido el 1 de enero de 1914. A los dieciséis años ingresó en el Ejército como soldado de Infantería de Marina y en 1934 inició sus estudios en la Academia de Artillería, de la que salió tres años después. Ascendió a general de Brigada en 1972. Estaba casado, tenía tres hijos y varios nietos.  




			Véase el relato completo del atentado en José Antonio Pérez  Rodríguez (pág. 118). 




			



			 




			JOSÉ GARCÍA GASTIAIN 




			25 de agosto de 1978. Vitoria. Jubilado. 




			



			 




			José García Gastiain, vecino de Vitoria, jubilado de sesenta y ocho años, salió de casa la noche del 25 de agosto de 1978, después de cenar, para aparcar su coche en un taller de la familia. Sin proponérselo, José García se situó en la línea de fuego de varios miembros de ETA que ametrallaron el cuartel de la Policía Nacional. Los terroristas dispararon contra un centinela del acuartelamiento que logró protegerse y salió ileso, pero uno de los disparos alcanzó a José García en la cabeza con entrada por el parietal derecho. El proyectil quedó alojado en el lóbulo temporal derecho y le provocó graves lesiones. Tras el tiroteo, fue llevado al hospital y pese a que se le intervino quirúrgicamente, nada se pudo hacer para salvar su vida. José García Gastiain estaba casado y tenía dos hijos, de veinte y quince años. 




			Los autores del atentado utilizaron para la fuga un vehículo robado a mano armada unas horas antes. La organización terrorista trató de eludir sus responsabilidades negando que los disparos de sus miembros hubieran alcanzado a José García. 




			En 1980, la sección 1.ª de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional dictó la sentencia número 52 por la que condenaba a José Luis Gómez Sampedro, por su participación en el atentado contra José García, a una pena de 6 años de reclusión y al pago de 2 millones de pesetas a los herederos del fallecido en concepto de indemnización. 




			



			 




			ALFONSO ESTEVAS-GUILMAIN MUÑOZ 




			28 de agosto de 1978. Fuenterrabía/Hondarribia (Guipúzcoa). Inspector  de Policía.  




			



			 




			Alfonso Estevas-Guilmain Muñoz, de cuarenta y un años, era natural de Madrid, aunque llevaba residiendo en Fuenterrabía desde los dieciocho años. Había ingresado en la Policía y estaba destinado como inspector en la cercana comisaría de Irún, de la que era el responsable del Servicio de Información. 




			El atentado fue perpetrado por miembros de ETA político-militar, que dispararon contra la víctima cuando estaba aparcando su coche cerca del domicilio conyugal. Su mujer y uno de sus tres hijos se acercaban en ese momento a casa y fueron testigos del asesinato sin que pudieran hacer nada para evitarlo.  




			Además de su trabajo en la comisaría de Irún, Alfonso Estevas-Guilmain y su mujer regentaban un hostal. Era una persona muy conocida en Fuenterrabía y había empezado a tomar clases de euskera,  idioma del que ya tenía cierto conocimiento. Además, estaba estudiando la carrera de Derecho. 




			ETA político-militar pretendió justificar el asesinato acusando a la víctima de estar relacionada con un atentado que había sufrido en el sur de Francia el antiguo dirigente de ETA Juan José Etxabe, dato que fue desmentido por la familia. 




			



			 




			AURELIO SALGUEIRO LÓPEZ 




			28 de agosto de 1978. Mondragón (Guipúzcoa). Cabo primero de la  Guardia  Civil. 




			



			 




			El cabo primero de la Guardia Civil Aurelio Salgueiro López, perteneciente al Servicio de Información (SIGC) y destinado en Mondragón, fue asesinado la mañana del 28 de agosto de 1978. A las 11:20 horas, el agente salía de la estafeta de Correos, donde había recogido la correspondencia, y se dirigía al cuartel. Cuando ya llevaba recorrido la mitad del trayecto, en una plazoleta formada por las calles Zarugalde, Toribio Aguirre e Ignacio Zuloaga, fue atacado por dos individuos, miembros de los Comandos Autónomos Anticapitalistas, que le dispararon varios tiros por la espalda. La víctima cayó al suelo boca arriba, mientras la correspondencia quedaba desparramada junto a su cuerpo. Algunas personas que se encontraban en la plazoleta se protegieron en una zapatería por temor a resultar heridas, mientras los agresores se daban a la fuga en un vehículo en el que les esperaba un tercer individuo. 




			Aurelio Salgueiro estuvo durante más de diez minutos tendido en la acera, desangrándose, sin que nadie acudiera a socorrerle. Al final, algunas personas se acercaron y lo trasladaron en un turismo al centro asistencial de la localidad. Cuando llegó, el cabo primero había muerto a consecuencia de cuatro impactos de bala que le alcanzaron en el tórax y en la cabeza.  




			La víctima era natural de la localidad de Monforte de Lemos (Lugo), tenía cuarenta y seis años, estaba casado y era padre de siete hijos, el mayor de diecinueve años y el menor de apenas uno. Llevaba destinado veinte años en la localidad guipuzcoana de Mondragón. 




			Dos meses y medio después del asesinato de Aurelio, una célula de terroristas tiroteó el cuartel de la Guardia Civil de la localidad guipuzcoana de Aretxabaleta y los agentes repelieron la agresión. En el enfrentamiento resultó muerta una vecina y dos de los autores del atentado, José María Iturrioz Garmendia y Roberto Aramburu Uribarren, mientras que un tercero, Enrique Zurutuza Odriozola, resultaba herido. Al primero de los fallecidos le fue intervenida una pistola Browning 76-C-06658, la misma que había sido utilizada para matar a Aurelio Salgueiro.  




			Los Comandos Autónomos Anticapitalistas (CAA) nacieron en el verano de 1978 a raíz de la confluencia de activistas de variada índole. Entre ellos se encontraban antiguos miembros de los Comandos Bereziak de ETA político-militar que no habían querido integrarse en ETA militar, así como personas y grupos de corte asambleario y una amalgama de individuos de diversas procedencias, entre los que había militantes de la Confederación Nacional del Trabajo (CNT), de las Juventudes de Izquierda Comunista o de la Unión de Jóvenes Maoistas. 




			Una asamblea de antiguos berezis celebrada en Azpeitia en el verano de 1978 constituyó el acto fundacional de los Comandos Autónomos Anticapitalistas, que lograron su primera cantidad importante de dinero para financiar el grupo mediante el atraco de una oficina de la Caja Laboral Popular en Escoriaza, el 6 de noviembre de ese mismo año. 




			El nuevo grupo fijó como línea de actuación el apoyo mediante las armas a los movimientos obreros, ecologistas y otras reivindicaciones sociales, encaminadas a provocar una insurrección popular. 




			La heterogeneidad de los componentes de los CAA, la falta de una ideología clara y el carácter tan laxo de su estructura llevaron al grupo a una grave crisis que se prolongó a lo largo de todo el año 1983 y parte de 1984 desembocando en la ruptura de esta banda. Las divisiones internas y la represión policial acabaron con el grupo, que en 1985 dio sus últimos coletazos. A partir de ese momento no volvió a registrarse más actividad de esta organización terrorista, que dejó tras de sí un balance de ciento cuatro atentados, treinta y tres personas muertas y veintidós heridas. 




			



			 




			AMANCIO BARREIRO GENS 




			2 de septiembre de 1978. Aguinaga/Aginaga (Guipúzcoa). Taxista. 




			



			 




			El taxista Amancio Barreiro Gens, de treinta y cinco años, fue asesinado a tiros por miembros de los Comandos Autónomos Anticapitalistas en la localidad guipuzcoana de Aguinaga. La víctima, nacida en la localidad de Villar de Cordeiro, Pontevedra, pero residente en San Sebastián, fue alcanzada por dos impactos, uno en la boca y otro en el vientre, que le causaron la muerte. 




			La última vez que fue visto con vida fue hacia las 19:30 horas del sábado día 2 de septiembre. Su esposa lo vio en un garaje de Trincherpe, cuando lavaba el taxi de su propiedad, un vehículo marca Mercedes con matrícula de Madrid. No volvió a casa durante la noche, ni realizó ninguna llamada telefónica, cosa que el taxista solía hacer cuando salía para algún servicio largo. 




			El domingo, al persistir la falta de noticias, la esposa de Amancio presentó la denuncia de la desaparición. A las siete de la tarde, a unos tres kilómetros de la localidad de Orio, se encontró su taxi abandonado, pero no se localizó al taxista. A las tres de la madrugada del lunes, día 4, un comunicante anónimo anunció por teléfono que Amancio Barreiro había sido asesinado y proporcionó los datos para localizar su cuerpo en la localidad de Aguinaga. 




			Ya con la luz del día, la Guardia Civil localizó el cuerpo sin vida en una pista forestal. Al lado del cadáver había cuatro casquillos del calibre 7,65. Un autodenominado «Comando Autónomo Iparraguirre» se responsabilizó del asesinato del taxista. 




			El asesinato había sido cometido por dos miembros de los Comandos Autónomos Anticapitalistas, que solicitaron los servicios de Amancio para que los trasladara a Usurbil. Cuando se encontraban en la cuesta de Aguinaga, los terroristas le indicaron que tomara un camino vecinal para dirigirse a un caserío y, tras alejarse de la carretera, le amenazaron con pistolas y le pidieron la documentación para confirmar su identidad. Al ver que se trataba de la persona que buscaban, le dispararon a bocajarro, causándole la muerte. Los asesinos huyeron con el taxi de la víctima. 




			La sentencia número 124 dictada en 1981 por la sección 1.ª de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional condenó a Jesús María Larzabal Bastarrica a una pena de 26 años de reclusión mayor por su implicación material en el asesinato de Amancio Barreiro. Además, en concepto de encubridor del crimen, la sentencia condenó a 6 años de reclusión a José Ángel Cincunegui Urdampilleta, que se ocupó de trasladar a los dos autores materiales al lugar del crimen y a los que luego recogió. Además, ambos fueron condenados a indemnizar a los herederos de la víctima con 8 millones de pesetas. 




			



			 




			JOSÉ ANTONIO FERREIRO GONZÁLEZ 




			23 de septiembre de 1978. Vitoria. Policía armada. 




			



			 




			El 23 de septiembre de 1978, en la comisaría de Vitoria se recibió una llamada anónima que informaba de que un hombre estaba maniatado en las proximidades del puerto de Vitoria, a ocho kilómetros de la capital alavesa, en dirección a Logroño. Inmediatamente se desplazaron al lugar fuerzas de la Policía Armada y del Cuerpo General de la Policía. En los últimos meses, numerosas personas habían sido abandonadas en lugares apartados después de que los miembros de ETA les hubieran robado sus vehículos bajo amenazas. 




			Cuando llegaron al lugar indicado, el artificiero de la Policía Armada José Antonio Ferreiro González vio una cadena con un candado y otros objetos al pie de un árbol, lo que hizo pensar a los agentes que la víctima podría haber escapado. Ferreiro se agachó y fue entonces cuando se produjo una fuerte explosión que le alcanzó de lleno, ocasionándole la muerte en el acto. En el atentado resultaron heridos cuatro agentes más: Javier Arranz Freire y Amancio Gutiérrez Álvarez, de treinta y uno y veintidós años, respectivamente, a quienes la explosión les provocó la pérdida de la visión en un ojo a cada uno de ellos; además de Valeriano Arroyo Bernal y el capitán que mandaba el destacamento, Luis Más Pérez, ambos con heridas de diversa consideración. 




			El capitán Luis Más Pérez, en declaraciones recogidas por La Vanguardia en su edición del 24 de septiembre de aquel año, señaló que tras una primera inspección ocular dieron por sentado que la persona a la que buscaban había logrado escapar, por lo que dio la orden de retirada a los agentes que le acompañaban. «Yo vi al fallecido señor Ferreiro como si se hubiese agachado y quizá fue en ese momento cuando rozó el cable y se produjo la explosión. Salimos por los aires y cuando recobré el conocimiento, vi a dos hombres a mi lado, uno de ellos muerto». 




			Ferreiro no estaba de servicio aquel día, pero se ofreció voluntario para realizar la misión, puesto que era el artificiero más veterano, a pesar de que solo hacía nueve meses que había concluido el curso de desactivación de explosivos. «A mí, lo de artificiero me parecía muy peligroso, pero en aquella época había más disparos que bombas y él me decía que sí, que peligroso era, pero que si te preparabas bien no tenía por qué ocurrirte nada», relataba su esposa, Julia Flores Gil, a El  Correo el 12 de febrero de 2007. 




			José Antonio Ferreiro era natural de la localidad lucense de Valle de Oro y tenía veintiséis años. De su matrimonio con Julia Flores habían nacido dos hijos, un niño que en el momento del atentado tenía tres años y medio y una niña de uno. «El niño lo pasó peor que la niña, pero lo superaron —recuerda Julia—. Son grandes chicos y ya tengo una nietecita, pero, bueno, hasta en los momentos más felices te acuerdas de lo bien que estaríamos todos juntos». 




			Tras el asesinato de José Antonio, la viuda regresó a Lugo porque necesitaba la ayuda de la familia para salir adelante, ya que la pensión que le había quedado era mínima. 




			El 26 de septiembre de 1978 ETA asumió la autoría del atentado en un comunicado que hizo llegar a diversos medios informativos del País Vasco. 




			



			 




			LORENZO SOTO SOTO 




			25 de septiembre de 1978. San Sebastián. Guardia civil. 




			



			 




			Los guardias civiles Lorenzo Soto Soto, de veinticuatro años, y JOSÉ ZAFRA RÉGIL, de treinta, estaban destinados en el economato de la Comandancia de la Guardia Civil de San Sebastián, y entre sus funciones estaba la del suministro de alimentos. Por este motivo se trasladaban regularmente al mercado de frutas y verduras de la capital guipuzcoana para hacer compras. 




			El 25 de septiembre de 1978, los dos guardias fueron al mercado con un vehículo en el que cargaron dieciocho cajas de frutas y verduras. Cuando se disponían a volver al cuartel, a las 8:30 horas, los agentes fueron acribillados a balazos. Tres terroristas con el rostro cubierto con medias negras se situaron a ambos lados y frente al Land Rover en que se hallaban los guardias civiles, e inmediatamente abrieron un intenso fuego de metralleta. Un cuarto terrorista esperaba en el interior del vehículo en el que habían llegado al mercado de frutas de Atocha y que había sido robado previamente.  




			El cuerpo de una de las víctimas, el guardia civil José Zafra, presentaba veintiún orificios de bala, y el de su compañero, Lorenzo Soto Soto, conductor del vehículo, diecisiete. Ambos fallecieron en el interior del vehículo. Los guardias civiles vestían monos azules de faena y sus armas aparecieron en los asientos del automóvil.  




			El coche utilizado por los terroristas había sido robado a mano armada a un vecino del barrio de Alza cuando su propietario se disponía a acudir al trabajo. Le obligaron a subir al vehículo y le trasladaron al  monte próximo de Artikutza, donde le dejaron atado y amordazado. Una vez perpetrado el atentado, los autores guardaron sus armas en bolsas de deporte y se dirigieron al automóvil en el que les esperaba un cuarto terrorista. Cuando los agresores trataron de darse a la fuga, un fallo mecánico en el coche les obligó a abandonarlo precipitadamente. Ante el imprevisto, los terroristas detuvieron un taxi y obligaron al conductor a trasladarles hasta el barrio de Bidebieta, donde se apeó uno de los miembros de ETA, y después hacia la zona de Herrera, donde se quedaron los tres restantes. 




			Apenas tres meses después de este atentado, fueron detenidos José Miguel Arzurmendi Albizu y Miguel Sarasqueta Zubiarrementeria, que fueron condenados por la sentencia número 66 dictada por la sección 1.ª de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional el 14 de diciembre de 1979. Arzurmendi fue hallado culpable del asesinato de José Zafra y Lorenzo Soto y condenado a una pena de 30 años de prisión mayor, así como al pago de 2 millones de pesetas a los herederos de cada una de las víctimas. Por su parte, Sarasqueta fue condenado por un delito de conspiración de terrorismo, ya que intervino en la preparación del atentado, aunque no lo llevó a cabo, a una pena de 7 años de prisión mayor. 




			El Correo, en su edición del 28 de septiembre de 1978, se hizo eco de la celebración de una reunión de esposas de guardias civiles en San Sebastián a la vista de los atentados ocurridos en las últimas semanas contra miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. En esta reunión relataron las vejaciones a las que se veían expuestas: desde la colocación de gatos muertos a la entrada de sus viviendas, hasta la negativa a venderles productos en algunos comercios. 




			El guardia civil Lorenzo Soto Soto, de veinticuatro años, estaba soltero y era natural de Lorca (Murcia). Había ingresado en el Instituto Armado el 1 de febrero de 1974 y tuvo su primer destino en Manresa, de donde pasó a Azpeitia y luego a San Sebastián. Su padre también había sido guardia civil y en el momento del atentado trabajaba como taxista en Barcelona. 




			Véase también José Zafra Régil (pág. 128). 




			



			 




			JOSÉ ZAFRA RÉGIL 




			25 de septiembre de 1978. San Sebastián. Guardia civil. 




			



			 




			José Zafra Régil, de treinta años, natural de Puigcerdá (Gerona), estaba casado con una alavesa y era padre de un niño de cuatro años. Ingresó en el cuerpo de la Guardia Civil en mayo de 1968 y estaba adscrito al servicio del economato. 




			El mismo día en el que fueron asesinados los agentes LORENZO SOTO SOTO y José Zafra, el Partido Socialista de Euskadi (PSE) emitió un comunicado en el que criticaba la intervención del diputado del Partido Nacionalista Vasco (PNV) Xabier Arzalluz durante la celebración del Alderdi Eguna en Vitoria. Con motivo del «día del partido», el dirigente nacionalista había realizado unas declaraciones a las que los socialistas vascos respondieron así: «Los nacionalistas se olvidan de que el pueblo vasco habla por las urnas y no a través de mesías que se arrogan su total representación». Los socialistas acusaban al PNV de llevar al pueblo vasco «a un callejón sin salida». Tal y como informó el diario El País, el comunicado del PSOE acusaba al PNV de realizar declaraciones discriminatorias de sectores de la población vasca, y de que «cuando anuncia que si no se consiguen sus reivindicaciones seguirán sonando las metralletas, en cierto modo parece deducirse que la justificación de la futura violencia puede ser debida a que no han prosperado las tesis peneuvistas». 




			Véase el relato completo del atentado en Lorenzo Soto Soto (pág. 126). 




			



			 




			RAMIRO QUINTERO ÁVILA 




			2 de octubre de 1978. Lizarza/Lizartza (Guipúzcoa). Guarda forestal.  




			



			 




			Varios miembros del Comando Uzturre de ETA vigilaron a lo largo del mes de septiembre de 1978 los movimientos del guarda forestal Ramiro Quintero Ávila, vecino de la localidad de Lizarza, próxima a Tolosa. Estas vigilancias les permitieron conocer que su objetivo acostumbraba a frecuentar determinado bar de la localidad. Con la información recogida decidieron atentar contra Ramiro Quintero el 2 de octubre. 




			Ese día robaron un coche a mano armada con el que los terroristas se trasladaron hasta el puente Larreanea, próximo al bar frecuentado por la víctima y a escasos metros de su domicilio. Cuando el guarda forestal salía del establecimiento, los terroristas efectuaron varios disparos que alcanzaron a su víctima, provocándole la muerte. 




			Nada más tener conocimiento del asesinato de Ramiro Quintero, la Guardia Civil de Guipúzcoa montó puntos de vigilancia en las carreteras de la provincia para tratar de cortar el paso a los miembros del comando que habían llevado a cabo el atentado. A las 2:30 de la madrugada, en uno de estos controles establecido en Astigarraga, la Guardia Civil observó que a escasos metros de la señalización que advertía de la presencia policial un coche se detenía y sus dos ocupantes se daban a la fuga monte a través. Inmediatamente, tras darles el alto, la Guardia Civil hizo uso de sus armas de fuego, sin que las balas alcanzaran a ninguno de los dos fugitivos. 




			Ramiro Quintero tenía cincuenta y siete años y era natural de Tacoronte (Tenerife). Estaba casado y tenía cuatro hijos. Había ingresado como guarda forestal del Estado en 1947 y ocupó diversos destinos en Canarias. Desde febrero de 1977 prestaba servicios en una piscifactoría guipuzcoana. Según recogía El Correo en su edición del 4 de octubre, el responsable de Icona en Guipúzcoa señaló que Ramiro Quintero esperaba volver a Santa Cruz de Tenerife al año siguiente, para lo que ya había pedido el traslado.  




			El 15 de octubre de 1981, a través de la sentencia número 106 de la sección 2.ª de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional, José Manuel Arzallus Eguiguren fue condenado como autor del atentado a una pena de 23 años de prisión mayor, así como al pago de una indemnización a los herederos de Ramiro Quintero por valor de 20 millones de pesetas.  




			El 13 de noviembre de 2008, el Ayuntamiento de Lizarza homenajeó a Ramón Quintero. Regina Otaola, alcaldesa del Partido Popular de esta localidad guipuzcoana, organizó el primer homenaje a una víctima del  terrorismo en la historia de este municipio. Representantes del Partido Popular (PP) y del Partido Socialista de Euskadi (PSE) se reunieron para recordar al guardia asesinado treinta años atrás. Regina Otaola, que también había sido amenazada por la organización terrorista ETA, criticó la ausencia de representantes del Partido Nacionalista Vasco (PNV) y Eusko Alkartasuna (EA). La alcaldesa justificó el homenaje porque durante todos esos años «los proetarras» habían gobernado esa localidad «promoviendo el olvido de aquel crimen mientras ensalzaban a terroristas locales como hijos predilectos del pueblo». 




			Tras las elecciones municipales de 2007 este pequeño municipio, de unos seiscientos habitantes, pasó a ser gobernado por el Partido Popular. Hasta entonces el PNV había controlado la alcaldía, pero renunció a presentarse a los comicios debido a las presiones del entorno etarra. La ilegalización de Acción Nacionalista Vasca (ANV) a causa de su vinculación a ETA permitió que el PP se hiciera con el Gobierno municipal desafiando la intimidación etarra. Ninguna otra formación optó por presentarse a unas elecciones en las que el PP obtuvo veintisiete votos frente a ciento cuarenta y dos en blanco (opción propugnada por el PNV) y ciento ochenta y seis nulos que ANV se adjudicó.  




			



			 




			FRANCISCO DE ASÍS LIESA MOROTE 




			3 de octubre de 1978. Bilbao. Capitán de corbeta. 




			



			 




			El segundo jefe de la Comandancia de Marina de Bilbao, el capitán de corbeta Francisco de Asís Liesa Morote, fue asesinado de un disparo en la sien, en el interior de su domicilio, situado en el número 1 de la calle Amadeo Deprit. 




			Hacia las 20:30 horas, una persona se acercó al portero del inmueble para que le abriese la puerta. Una vez dentro, el desconocido preguntó al conserje si el señor Liesa se encontraba en casa y, ante la respuesta afirmativa, sacó un arma y le encañonó con ella. Al mismo tiempo, otros tres terroristas que cubrían la mitad de su cara con pañuelos entraron en el portal. Los miembros de ETA obligaron al portero a que les condujese hasta el domicilio del militar después de decirle que no le iba a pasar nada si seguía sus instrucciones. El etarra que había entrado con la cara descubierta se colocó también una capucha sobre la cabeza. Fue la propia víctima quien abrió la puerta al grupo de terroristas, que entró en la casa en compañía del portero. En ese momento se encontraban en el interior, además de Francisco Liesa, su mujer y tres alumnos de náutica a los que el militar estaba dando clases. Al ver a los terroristas, la esposa del militar dio gritos de «¡asesinos!», «¡asesinos!». Acto seguido, uno de los asaltantes se encerró en una habitación contigua con el militar, con el que mantuvo una conversación de unos cinco minutos. Al término, tal y como relata el diario El País el 4 de octubre de 1978, abrió la puerta de la habitación al tiempo que decía: «Ya hemos terminado». Sin mediar otra palabra, efectuó un único disparo a bocajarro sobre la sien de Francisco Liesa. 




			Los cuatro terroristas huyeron a pie, a través de descampados y calles sin iluminación por las que es posible descender en pocos minutos desde el lugar del atentado hasta el casco viejo de la ciudad. La esposa del militar y los cuatro alumnos vieron a Francisco Liesa, que se encontraba tumbado en un sofá mientras sujetaba las gafas con las manos. Presentaba un impacto de bala en la cabeza que le provocó la muerte casi al instante. 




			Francisco de Asís Liesa Morote, de cincuenta y seis años de edad, era natural de Barcelona, estaba casado y tenía un hijo de veinticinco años. Era ingeniero industrial y se inició profesionalmente como marino mercante, de donde pasó a la Marina Militar por oposición. Capitán de corbeta de la reserva naval activa, desde hacía ocho años estaba destinado en la Comandancia de Marina de Bilbao, donde desempeñaba el cargo de segundo comandante, aunque hacía poco había pedido el traslado a la ayudantía de Marina de Torrevieja (Alicante). 




			Se dio la circunstancia de que el 3 de octubre de 1978 se estaba debatiendo en el Senado el Título VIII de la Constitución, relativo a las comunidades autónomas. El diario El País señala en su edición del 4 de octubre que al abandonar la sala de sesiones del Pleno del Senado, el almirante Gamboa, senador por designación real, manifestó sobre el atentado: «No es precisamente matando al segundo comandante de Marina como se consigue la autonomía del puerto de Bilbao». 




			La capital vizcaína apareció la mañana del funeral por Francisco Liesa materialmente cubierta en sus calles más céntricas por carteles en los que podía leerse: «No queremos medallas, queremos a nuestros maridos». Asimismo, el 4 de octubre, el diario La Gaceta del Norte publicaba un comunicado, atribuido a esposas y familiares de miembros de las Fuerzas de Seguridad del Estado, en el que se anunciaba el propósito de efectuar una sentada ante el Gobierno Civil de Bilbao para solicitar la devolución a sus puestos de los policías cesados o sustituidos, la adopción de medidas contra los insultos o actos de desprecio de que eran objeto las Fuerzas de Orden Público, y salarios justos en lugar de medallas. En el comunicado se responsabilizaba al Gobierno de la sangre derramada por todos los asesinos que «han puesto y siguen poniendo en libertad», en clara alusión a los procesos de amnistía. Unas quinientas personas secundaron la manifestación. 




			



			 




			ANSELMO DURÁN VIDAL 




			9 de octubre de 1978. Elgóibar/Elgoibar (Guipúzcoa). Guardia civil.  




			



			 




			El cabo primero Anselmo Durán Vidal salió del cuartel de la Guardia Civil de Elgoibar sobre las 18:00 horas, vestido de paisano, para dirigirse al centro de la localidad. Atravesó un puente sobre el ferrocarril de vía estrecha de la línea Bilbao-San Sebastián y descendió por las escaleras hasta la calle. En ese momento fue ametrallado desde un automóvil Ford Fiesta que estaba estacionado en las cercanías. Dentro del ve hículo había cuatro terroristas que acto seguido se dieron a la fuga. 




			El cuerpo del cabo primero, que presentaba ocho impactos de bala, permaneció en el suelo sobre un gran charco de sangre hasta que fue recogido por un vehículo. Un hijo de Anselmo Durán, de trece años, fue una de las primeras personas que se acercaron al lugar donde estaba el herido. El niño, al ver el cuerpo de su padre, se echó a llorar y regresó corriendo al cuartel situado a unos cien metros del lugar del atentado. 




			El herido fue trasladado por un Land Rover de la Guardia Civil hasta el ambulatorio de la localidad, en el que ingresó todavía con vida. Del centro sanitario local fue llevado al hospital Nuestra Señora de Aránzazu de San Sebastián, pero falleció durante el traslado.  




			El atentado fue asumido por los Comandos Autónomos Anticapitalistas a través de una llamada telefónica al diario Egin. En la llamada advirtieron que habían dejado atado en un barrio de Eibar al propietario del vehículo con el que cometieron el atentado y que el automóvil había sido abandonado en Markina (Vizcaya), escenario de un segundo atentado apenas unas horas después, en el que fue asesinado el también guardia civil ÁNGEL PACHECO PATA (pág. 133). 




			Anselmo Durán estaba casado y tenía seis hijos de edades comprendidas entre los tres y los diecinueve años. Nació el 5 de julio de 1938 en la localidad de Torrejoncillo, en la provincia de Cáceres. Desde 1973 prestaba sus servicios en el cuartel de Elgoibar, donde se encargaba de la intervención de armas. 
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